
 

TESIS AISLADA  I/2008. 
 

 
 
EMBARGO DE CRÉDITOS. EL ARTÍCULO 160, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO VIOLA LAS GARANTÍAS 
DE AUDIENCIA Y SEGURIDAD JURÍDICA. De dicho precepto legal se 
desprende que el embargo de créditos, decretado por la autoridad fiscal, 
debe ser notificado al deudor del embargado para que el pago de dichos 
créditos se realice en la oficina ejecutora. Dicha disposición no deviene 
violatoria de las referidas garantías, porque en ningún momento se 
establece que el pago del crédito embargado, deba hacerse de forma 
inmediata,  ni en un plazo de cinco días. Tampoco señala que la autoridad 
fiscal pueda desconocer los términos y condiciones en las que 
originalmente se pactó el crédito. En todo caso, debe tomarse en cuenta 
que el contenido intrínseco del referido precepto legal y el contexto 
normativo en el que se ubica, conducen a establecer que una es la 
relación jurídico tributara que surge entre el contribuyente embargado y la 
autoridad hacendaria, relación regida totalmente por las disposiciones 
fiscales, y otra es la relación que se establece entre el particular, deudor 
del contribuyente embargado, y la autoridad hacendaria, relación que no 
está del todo regulada por las disposiciones fiscales. En consecuencia si 
lo que regula el referido precepto legal es una sustitución de acreedor, 
que opera por ministerio de ley, la transmisión de obligaciones conlleva la 
posibilidad jurídica de ejercer las acciones correspondientes para hacer 
efectivo el crédito, así como las excepciones que, en su caso, tenga y 
oponga el deudor del contribuyente embargado, en lo que se refiere a los 
términos, condiciones y modalidades inherentes al referido crédito. 
 
Amparo en revisión 540/2007. Tractocamiones y Refacciones de Toluca, 
S.A. de C.V. 14 de noviembre de 2007. Cinco votos. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Carlos Mena Adame. 
 
 
Amparo en revisión 573/2007. Mulsanne México, S.A. de C.V. 14 de 
noviembre de 2007. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cinco de diciembre de dos mil siete.  
México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos mil siete. Doy fe. 
 
 
 
 
  
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  II/2008. 
 
 
 

POLICÍA FEDERAL PREVENTIVA. EL ARTÍCULO 16, FRACCIÓN VII, 
DE SU REGLAMENTO, NO VIOLA EL PRIMER PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. El citado precepto reglamentario, que establece 
los mecanismos para que el personal de la Coordinación de Seguridad 
Regional, al advertir la comisión de algún delito, preserve y custodie el 
lugar de los hechos con la finalidad de que las pruebas e indicios no 
pierdan su calidad probatoria y se facilite el correcto desarrollo del 
proceso correspondiente, no viola el primer párrafo del artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues si bien la 
Policía Federal Preventiva no está subordinada al Ministerio Público, las 
atribuciones a que se refiere el artículo 16, fracción VII, del Reglamento 
citado no implican que los elementos de dicha corporación policíaca 
suplan las funciones del representante social federal, sino que son 
coadyuvantes de éste, como lo establecen los artículos 4o. de la Ley de la 
Policía Federal Preventiva y 16 de su Reglamento. Además, la señalada 
fracción VII se fundamenta en el párrafo sexto del artículo 21 
constitucional, conforme al cual la Policía Federal Preventiva se creó ante 
la necesidad de establecer un sistema nacional de seguridad pública, no 
sólo en auxilio de las funciones que competen al Ministerio Público, sino 
en apoyo de la población en los ámbitos federal, local y municipal. 
 
Amparo directo en revisión 1654/2007. Antonio Barrera Ramírez y 
otros. 21 de noviembre de 2007. Unanimidad de Cuatro votos. Ausente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas; en su ausencia hizo suyo el asunto Juan N. 
Silva Meza. Secretario: Carlos Mena Adame. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de cinco de diciembre de dos mil siete. 
México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos mil siete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  III/2008. 
 
 
 

JUICIO DE LESIVIDAD. EL ARTÍCULO 207, PÁRRAFO TERCERO, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 
DE DICIEMBRE DE 2005, QUE ESTABLECE UN PLAZO DE CINCO 
AÑOS PARA SU PROMOCIÓN TRATÁNDOSE DE ACTOS QUE 
SURTEN EFECTOS INMEDIATAMENTE, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. De la exposición de motivos de la ley que 
instaura el juicio de lesividad, se advierte que fundamentalmente dos 
consideraciones motivaron su creación: que en materia administrativa no 
puede prevalecer el error sobre el interés público y que las autoridades 
administrativas no pueden revocar unilateralmente sus propias 
determinaciones, cuando éstas son favorables a un particular. En relación 
con la primera, cabe mencionar que la defensa adecuada del erario 
constituye una cuestión de interés colectivo, pues a través de éste el 
Estado garantiza el sostenimiento de las instituciones y de los servicios 
públicos, por lo que su disminución, como consecuencia de un error 
administrativo, afecta directamente al interés público; de ahí que resulta 
imprescindible que la administración pública cuente con mecanismos que 
permitan corregir tales errores y, en esa medida, salvaguardar el 
patrimonio del Estado. Sin embargo, para lograrlo sin atropellar otros 
principios –como el de presunción de legalidad de los actos 
administrativos y el de su irrevocabilidad unilateral–, ello debe efectuarse 
después de proporcionar una oportunidad de defensa al particular 
interesado. Así, la anulación de la resolución favorable al gobernado no 
podrá utilizarse como instrumento de arbitrariedad o abuso por parte de la 
autoridad administrativa, pues será dentro de un juicio donde se 
determinará la validez o nulidad de dicha resolución. En ese tenor, se 
concluye que el párrafo tercero del artículo 207 del Código Fiscal de la 
Federación vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, que establece el 
plazo de cinco años para promover el juicio de lesividad cuando se trate 
de actos que surten efectos inmediatamente, no viola el principio de 
seguridad jurídica, pues, si la facultad de la autoridad para cobrar un 
crédito fiscal prescribe en cinco años, resulta razonable que el plazo 
otorgado al Estado para la interposición de dicho juicio sea de la misma 
duración, ya que sólo así estará en condiciones de aprovechar 
plenamente el término conferido por el legislador para el cobro de las 
contribuciones. 
 
Amparo directo en revisión 1221/2007. Ford Motor Company, S.A. de 
C.V. 24 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretario: José Alberto Tamayo Valenzuela. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cinco de diciembre de dos mil siete.  
México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos mil siete. Doy fe. 
 
 
HAGH/cop. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  IV/2008. 
 
 
 

JUICIO DE LESIVIDAD. EL ARTÍCULO 36 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN, AL PREVER SU PROCEDENCIA CONTRA LAS 
RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DE CARÁCTER INDIVIDUAL 
FAVORABLES A UN PARTICULAR, NO ATENTA CONTRA LA 
INSTITUCIÓN DE LA COSA JUZGADA. La resolución emitida por una 
autoridad administrativa al dar cumplimiento a una sentencia dictada por 
el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa puede contener 
conjuntamente dos tipos de actos: 1) los que dicta como autoridad 
ordenadora (resolución en sentido estricto) cuando el tribunal le otorga 
libertad de jurisdicción para emitir una nueva determinación en sustitución 
de la anulada, cuando, ante la  anulación del acto impugnado, la 
autoridad, al contar con facultades discrecionales para ello,  emite uno 
nuevo en sustitución de aquél; y 2) los que dicta como mera ejecutora 
cuando al haberse decretado la nulidad para efectos, el tribunal se 
sustituye en las funciones de la autoridad administrativa ordenándole la 
realización de ciertos actos concretos. En este último caso, los actos de 
ésta no pueden considerarse como emitidos en ejercicio de sus 
atribuciones, sino como simples actos de ejecución. Así, cuando el 
artículo 36 del Código Fiscal de la Federación establece que el juicio de 
lesividad procede contra todas las resoluciones administrativas de 
carácter individual favorables a un particular, el término resolución debe 
entenderse en sentido estricto, es decir, como un acto jurídico emitido por 
la autoridad en ejercicio de sus atribuciones; y no en su acepción de 
documento. En congruencia con lo anterior, si el juicio de lesividad sólo 
procede contra actos jurídicos dictados por la autoridad administrativa en 
su carácter de ordenadora, independientemente de que tales actos 
puedan estar contenidos en un documento que además incluya actos 
emitidos en ejecución de un fallo, es inconcuso que el aludido artículo no 
atenta contra la institución de la cosa juzgada, en tanto que a través del 
referido medio de defensa no pueden analizarse las determinaciones 
alcanzadas por el tribunal contencioso-administrativo, cuya ejecución 
ordenó cumplir a la autoridad administrativa.  
 
Amparo directo en revisión 1221/2007. Ford Motor Company, S.A. de 
C.V. 24 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretario: José Alberto Tamayo Valenzuela. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cinco de diciembre de dos mil siete.  
México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos mil siete. Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADAS  V/2008. 
 
 
 

LEYES. SU SOLA CITA NO CONSTITUYE UN ACTO DE APLICACIÓN. 
Las normas jurídicas contenidas en leyes constituyen prescripciones que 
obligan, prohíben o permiten a las personas la realización de una 
conducta específica. Ello lo hacen al enlazar una  consecuencia 
determinada, como efecto, a la realización de cierta conducta, como 
causa. Así, ante la actualización de la hipótesis o supuesto previsto en la 
ley, el orden jurídico prescribe la aplicación de las consecuencias 
previstas también en la misma. De esa manera, una ley sólo se puede 
considerar aplicada cuando el órgano estatal correspondiente ordena la 
realización de la consecuencia jurídica que se sigue del cumplimiento de 
sus condiciones de aplicación, por considerar, precisamente,  que ésas 
fueron satisfechas. En consecuencia, la sola cita, en una resolución, de 
un artículo de una ley constituye un dato que, por sí solo, resulta 
insuficiente para acreditar tal cuestión; pues lo relevante para ello consiste 
en demostrar que, en el caso concreto, fueron aplicadas las 
consecuencias jurídicas que siguen a la configuración de la hipótesis 
normativa descrita en la ley. 
 
Amparo directo en revisión 1221/2007. Ford Motor Company, S. A. de 
C.V. 24 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretario: José Alberto Tamayo Valenzuela. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cinco de diciembre de dos mil siete.  
México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos mil siete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  VI/2008. 
 

 
 

CONCURSOS MERCANTILES. EL ARTÍCULO 24 DE LA LEY 
RELATIVA VIOLA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA JUSTICIA. El 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
prohíbe, por un lado, que los gobernados sean obligados a retribuir a los 
servidores públicos encargados de administrar justicia y, por otro, que se 
imponga algún pago a quienes acuden a solicitar justicia a los órganos 
jurisdiccionales, como condición para la admisión de su pretensión. Así, la 
mencionada prohibición constitucional se extiende a los supuestos en los 
que el derecho de acceso a la justicia se supedite a la realización de 
cualquier acto que implique una erogación para el gobernado, pues el 
servicio de administración de justicia debe ser gratuito. Por tanto, el 
artículo 24 de la Ley de Concursos Mercantiles, al establecer que el auto 
admisorio de la solicitud o demanda de concurso mercantil dejará de surtir 
sus efectos si el actor no garantiza los honorarios del visitador, dentro de 
los tres días siguientes a la fecha en que se le notifique dicho auto, viola 
la garantía de acceso a la justicia contenida en el citado precepto 
constitucional, toda vez que la obligación de garantizar los honorarios 
señalados no debe constituir una condición para desempeñar la función 
jurisdiccional, sino solamente una carga para quien solicita la declaración 
de concurso mercantil, conforme al artículo 28 de la Ley indicada. 

 
Amparo en revisión 555/2006. Dinámica en Mercadotecnia, S.A. de C.V. 
4 de octubre de 2006. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Juan N. Silva 
Meza. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Jorge Roberto Ordoñez Escobar. 
 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dieciséis de enero de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, diecisiete de enero de dos mil ocho. Doy fe. 
 

 

 

 

 

 

HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  VII/2008. 
 

 
SEGURO SOCIAL. LA FRACCIÓN XIX DEL ARTÍCULO 5 A DE LA LEY 
RELATIVA, ADICIONADA MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 29 DE ABRIL DE 2005, NO 
VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. El citado precepto, que 
define a los trabajadores eventuales del campo, establece los parámetros 
básicos sobre sus actividades, la temporalidad de sus servicios y los 
ordenamientos legales aplicables para determinar los elementos esenciales 
de la relación tributaria respecto de las cuotas obrero patronales, no viola la 
garantía de seguridad jurídica contenida en el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que privilegia una mejor 
cobertura de la seguridad social para dichos trabajadores a través de una 
legislación comprensible y establece mecanismos más accesibles 
(administrativa y fiscalmente) para los productores agrícolas respecto al 
oportuno y adecuado cumplimiento de sus obligaciones en la materia. Lo 
anterior es así, porque del proceso legislativo que originó la adición de la 
fracción XIX al artículo 5 A de la Ley del Seguro Social, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 29 de abril de 2005, se advierten 
elementos históricos, normativos, sociales y económicos que sustentaron el 
establecimiento del concepto de trabajador eventual del campo, el cual si 
bien estaba definido en un ordenamiento reglamentario, requería una 
descripción detallada en la Ley de la materia para lograr el acceso efectivo 
de este tipo de trabajadores al sistema de seguridad social, la 
implementación de esquemas que simplificaran el cumplimiento de las 
obligaciones patronales y otorgaran al Instituto Mexicano del Seguro Social 
mayores elementos de vigilancia, así como el fortalecimiento de la 
competencia y la productividad en el campo mexicano. 

 
Amparo en revisión 1755/2006. Andares de Kino, S. de R.L. de C.V. 29 
de noviembre de 2006. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: Rosaura Rivera Salcedo.  
 
Amparo en revisión 183/2007. Agrícola El Luiso, S.A. de C.V. y otros. 11 
de abril de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Jorge Roberto Ordoñez Escobar.  
 
Amparo en revisión 305/2007. Cultivares Mexicanos, S.A. de C.V. y 
otras. 30 de mayo de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en su 
ausencia hizo suyo el asunto José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Andrea Nava Fernández del Campo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dieciséis de enero de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, diecisiete de enero de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 



 
 

 
 

 

  TESIS  AISLADA  VIII/2008. 
 
 

 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. EL ARTÍCULO 18 
DE SU LEY ORGÁNICA QUE FACULTA AL PROCURADOR PARA 
REMOVER LIBREMENTE A LOS DELEGADOS DE DICHA 
INSTITUCIÓN, NO VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. El artículo 64 
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República establece 
el procedimiento para la remoción de determinados servidores públicos de 
esa institución, en el cual se les otorga la garantía de audiencia con 
motivo de la responsabilidad que se les atribuye por la comisión de 
infracciones graves o por incumplimiento de obligaciones; sin embargo, 
tratándose de los delegados es innecesario agotar ese procedimiento 
sancionador, porque éste sólo opera respecto de los miembros del 
servicio de carrera, como son los agentes del Ministerio Público de la 
Federación, los de la Policía Federal Investigadora y los peritos. Así, se 
concluye que el artículo 18 de la Ley citada que faculta al Procurador 
General de la República para remover libremente a los delegados de 
dicha institución, no viola la garantía de audiencia contenida en el artículo 
14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; máxime 
que la designación de los delegados aludidos debe recaer en personas de 
la entera confianza del Procurador referido, por ser quienes lo 
representan en las entidades federativas, con el cúmulo de atribuciones 
legalmente conferidas. 

 
Amparo en revisión 1547/2006. Juan Guadalupe Aguilar García. 14 de 
febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dieciséis de enero de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, diecisiete  de enero de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 

 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   IX/2008. 
 
 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. EL 
NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN DE SUS DELEGADOS ES 
FACULTAD DISCRECIONAL DEL  TITULAR DE DICHA INSTITUCIÓN. 
De los artículos 12, 18, 19, 30, párrafo primero, 31, fracción II, 43, fracción 
II, 61 y 64 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, 
así como de los numerales 4, fracciones IX y X, 9, 11, fracciones II y III, 
72, fracción IV y 78 de su Reglamento, se advierte que los delegados de 
esa institución son los  representantes del procurador en las entidades 
federativas ante autoridades federales, estatales y municipales, además 
de que por las funciones que desempeñan y atendiendo a que son 
nombrados personalmente y discrecionalmente por el Procurador General 
de la República, a partir de su designación debe considerárseles como 
servidores públicos de la confianza inmediata de aquél. Lo anterior es así, 
porque el nombramiento y remoción del cargo de delegado constituyen 
facultades discrecionales que corresponde ejercer personalmente al 
Procurador General de la República, por ser quien preside la institución 
del Ministerio Público de la Federación, en términos del artículo 102, 
apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
con lo cual se le otorga amplia discrecionalidad mediante la elección de 
personal de su entera confianza, para que en la institución se observen 
los principios rectores en el ejercicio de las funciones y acciones en 
materia de procuración de justicia. 

 
Amparo en revisión 1547/2006. Juan Guadalupe Aguilar García. 14 de 
febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dieciséis de enero de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, diecisiete  de enero de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  X/2008. 
 
 
 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. SUS DELEGADOS 
NO SON MIEMBROS DEL SERVICIO DE CARRERA DE 
PROCURACIÓN DE JUSTICIA FEDERAL. Conforme a los artículos 75 
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y 4 de su 
Reglamento, aun cuando para ser delegado de dicha institución se 
requiere ser agente del Ministerio Público de la Federación, a partir de su 
nombramiento aquél se convierte en un servidor público de la confianza 
directa del Procurador General de la República y queda excluido de los 
miembros del Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal, esto 
es, a partir de que asume el cargo como titular de la Delegación de la 
indicada Procuraduría deja de desempeñar las funciones que 
originalmente le correspondían como agente del Ministerio Público y, por 
ende, al no figurar como miembro del Servicio de Carrera, no le son 
aplicables los procedimientos relativos a la separación del servicio o la 
remoción a que se refieren, respectivamente, los artículos 44 y 64 de la 
Ley mencionada. 
 
Amparo en revisión 1547/2006. Juan Guadalupe Aguilar García. 14 de 
febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dieciséis de enero de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, diecisiete  de enero de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XI/2008. 
 
 
 

 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. EL ARTÍCULO 29 BIS DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE 
JALISCO QUE LA PREVÉ, NO VIOLA EL ARTÍCULO 17 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la jurisprudencia 1a./J. 27/2006, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, julio 
de 2006, página 17, sostuvo que la parte actora puede impulsar el 
procedimiento con el fin de que no opere la caducidad de la instancia, y 
que en el supuesto de que ésta se actualice, únicamente es imputable a 
aquélla, en virtud de que es la interesada en que se resuelva la 
controversia planteada. Así, en congruencia con dicho criterio y 
tomando en cuenta que el citado precepto constitucional faculta al 
legislador para establecer límites racionales para el ejercicio de los 
derechos de acción y defensa, se concluye que el artículo 29 bis del 
Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, al disponer que 
la caducidad de la instancia opera de pleno derecho si transcurridos 
180 días naturales contados a partir de la notificación de la última 
determinación judicial no hubiere promoción de alguna de las partes 
tendiente a la prosecución del procedimiento, no viola el artículo 17 de 
la Norma Fundamental.  Ello es así, ya que no impide el acceso a la 
impartición de justicia, pues no coarta el derecho de los gobernados 
para acudir a los tribunales y que resuelvan el caso concreto, y si bien 
el acordar sobre las promociones y escritos presentados por las partes 
durante la tramitación del juicio está a cargo de la autoridad judicial, si 
ésta es omisa la parte actora puede impulsar el procedimiento, 
solicitando al Juez que se pronuncie sobre el particular o haciendo valer 
los medios legales a su alcance, a fin de que no opere la caducidad de 
la instancia. 
 
Amparo directo en revisión 668/2007. Banco Nacional de México, 
S.A. Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banamex Accival. 
30 de mayo de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el asunto José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dieciséis de enero de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, diecisiete  de enero de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XII/2008. 
 

  
 
 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA CIVIL. NO 
OPERA CUANDO SE ALEGA LA CONDENA DESPROPORCIONADA 
AL PAGO DE INTERESES DERIVADA DE LA FALTA DE APLICACIÓN 
DE NORMAS LEGALES, PUES ELLO NO CONSTITUYE UNA 
VIOLACIÓN MANIFIESTA DE LA LEY QUE DEJE SIN DEFENSA AL 
QUEJOSO. La circunstancia de que se condene al pago desproporcional 
de intereses en una controversia civil y se alegue que la responsable dejó 
de observar los artículos 2109 y 2893 del Código Civil para el Distrito 
Federal, no constituye una violación manifiesta de la ley para que opere la 
suplencia de la queja deficiente prevista en el artículo 76 bis, fracción VI, 
de la Ley de Amparo, en virtud de que con ello no se deja en estado de 
indefensión al quejoso. Lo anterior es así porque, por un lado, en el juicio 
de garantías contó con su derecho público subjetivo para acceder de 
manera expedita a tribunales independientes e imparciales para plantear 
su pretensión o defenderse y, por el otro, debe considerarse que una 
violación manifiesta de la ley es susceptible de advertirse clara, patente y 
notoriamente por resultar obvia, innegable e indiscutible. Además, si para 
poder determinar que con la aplicación de los artículos del referido Código 
la parte demandada en el juicio natural hubiera resultado favorecida, debe 
realizarse una serie de investigaciones, razonamientos y planteamientos 
discutibles, es indudable que en la hipótesis mencionada no ocurre una 
violación manifiesta de la ley. 
 
Amparo directo en revisión 782/2007. Gobierno del Distrito Federal. 12 
de septiembre de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dieciséis de enero de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, diecisiete  de enero de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XIII/2008. 
 
 

MULTA. PROCEDE EN EL RECURSO DE RECLAMACIÓN CUANDO 
SE  HACE USO EXCESIVO DE LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN A 
QUE SE REFIERE LA LEY DE AMPARO. Es justificable que las partes 
para defender el derecho que creen que les asiste hagan valer los medios 
de impugnación a su alcance; sin embargo, es inadmisible que, en aras 
de hacer efectiva esa garantía, interpongan de forma reiterada y excesiva 
recursos o medios de impugnación en contra de decisiones 
jurisdiccionales derivadas de un mismo punto litigioso  y que, de 
conformidad con el texto de la ley de la materia, claramente son 
improcedentes o bien hayan sido declarados infundados. De ahí, que 
devenga inconcusa la aplicación de la multa prevista en el artículo 103 de 
la Ley de Amparo, toda vez que ese hecho actualiza la hipótesis legal 
referente a que el recurso de reclamación se haya interpuesto sin motivo.  

 
Recurso de reclamación 271/2007-PL. Recurrente: Federico Goné 
García. 17 de octubre 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio 
A. Valls Hernández.  Ponente: Sergio A. Valls Hernández; en su ausencia 
hizo suyo el asunto José de Jesús Gudiño Pelayo.  Secretario: Enrique 
Luis Barraza Uribe.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dieciséis de enero de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, diecisiete  de enero de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XIV/2008. 
 
 
MULTA FISCAL PREVISTA EN EL CUARTO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 76 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE 
EN 2005. POR LO QUE HACE AL CONCEPTO DE “BENEFICIO 
INDEBIDO” NO DEBE DISTINGUIRSE ENTRE EL ACREDITAMIENTO 
EXCESIVO DE IMPUESTOS DIRECTOS E INDIRECTOS. El citado 
precepto establece que también se aplicarán las multas en él referidas 
cuando las infracciones consistan en devoluciones, acreditamientos o 
compensaciones indebidos o en cantidad mayor a la que legalmente 
corresponda y precisa que, en estos casos, la multa se calculará sobre el 
monto del beneficio indebido. Así, dicha sanción no se dirige a las 
omisiones en el pago de contribuciones, sino al beneficio indebido 
proveniente de compensaciones, devoluciones o acreditamientos, 
independientemente de que den o no lugar a la omisión de 
contribuciones. Ahora bien, la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha conceptualizado al acreditamiento como la figura 
jurídica en virtud de la cual se disminuye el importe de la obligación 
tributaria surgida de la realización del hecho imponible de un determinado 
tributo, reduciendo, peso por peso, el monto que corresponde al impuesto 
causado, a fin de determinar el que debe pagarse. En este contexto, tanto 
en impuestos directos como indirectos, el crédito reconocido por la 
legislación se aplica para disminuir la contribución causada, reduciéndose 
peso por peso. De igual manera, en los dos escenarios, contar con 
créditos que excedan al impuesto causado puede dar lugar a la 
determinación de un saldo a favor para el contribuyente; de ahí que en 
ambos tipos de impuestos, un acreditamiento indebido tiene como efecto 
la disminución del impuesto causado, resultando un impuesto a pagar 
menor al que correspondía legalmente; además de que si el 
acreditamiento indebido da lugar al saldo a favor puede compensarlo o 
solicitar su devolución, independientemente de la contribución por cuyo 
concepto se determine dicho saldo, pues en cualquier caso el 
acreditamiento improcedente afecta al erario. En ese tenor, no es posible 
fijar un criterio único e inamovible en torno a la gravedad o levedad que 
tendría un acreditamiento indebido dependiendo del tipo de impuesto, 
principalmente si se acepta la premisa de que dicho acreditamiento se 
proyecta en ambos tipos de gravámenes –directos e indirectos– como una 
forma de disminuir el impuesto causado, a fin de determinar el tributo por 
pagar. Esto es, un acreditamiento indebido de impuesto sobre la renta 
puede afectar tanto como uno de valor agregado, ya que en ambos la 
entidad de la afectación al erario dependerá del monto del impuesto 
causado y del acreditable, independientemente del tipo de impuesto y del 
destino que pueda darse al saldo a favor. Por ende, no se aprecian 
condiciones particulares en el acreditamiento de impuestos indirectos que 
justifiquen un trato diferenciado en relación con los directos en lo que 
hace al concepto “beneficio indebido”, para el caso de los causantes que 
determinen un impuesto acreditable en exceso. A mayor abundamiento, 
no debe perderse de vista que el párrafo cuarto del referido precepto se 
refiere al beneficio derivado de acreditamientos indebidos, por lo que no 
puede juzgarse la sanción como si no se estuviera ante una infracción a la 
legislación aplicable o considerar que tratándose de impuestos indirectos 
no habría afectación al erario o que ésta no sería tan grave. 
 
Amparo directo en revisión 1695/2007. Banco del Bajío, S.A., Institución 
de Banca Múltiple. 7 de noviembre de 2007. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 



 
 

 
 

 

 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dieciséis de enero de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, diecisiete de enero de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XV/2008. 

 

INCONFORMIDAD. EL ACUERDO QUE DETERMINA RESPECTO AL 
CUMPLIMIENTO O NO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO NO 
REQUIERE CONTENER, PARA SU VALIDEZ, LOS ARGUMENTOS 
SUSTENTADOS POR LOS MAGISTRADOS INTEGRANTES DEL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO SI SE EMITIÓ 
COLEGIADAMENTE. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido que la inconformidad a que se refiere el artículo 105 de la Ley 
de Amparo, en lo que corresponde al amparo directo y a los Tribunales 
Colegiados de Circuito, procede contra el acuerdo que determina respecto 
al cumplimiento o no de la ejecutoria de amparo, siempre y cuando aquél 
se hubiere dictado por el Pleno del Tribunal Colegiado, es decir, integrado 
por sus tres Magistrados y no únicamente por su Presidente, en cuyo 
caso, independientemente de que proceda el recurso de reclamación 
previsto en el artículo 103 de la Ley citada, se ordenará reponer el 
procedimiento. Así, aun cuando del contenido del acuerdo emitido por el 
Tribunal Colegiado de Circuito, en relación con el cumplimiento de la 
ejecutoria de amparo, no puedan desprenderse las razones o 
consideraciones sustentadas por sus Magistrados, debe admitirse que 
aquél es legalmente válido en tanto que se dictó colegiadamente y en 
virtud de que la finalidad de este medio de impugnación se limita a verificar 
si la autoridad responsable obedeció o no el fallo del juzgador de amparo. 
 
Inconformidad 308/2007. José Daniel García Vargas. 21 de noviembre 
de 2007. Unanimidad de Cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
Gustavo Ruiz Padilla. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dieciséis de enero de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, diecisiete de enero de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA   XVI/2008. 

 

 

RENTA. EL ARTÍCULO 213, EN RELACIÓN CON LOS DIVERSOS 
NUMERALES 212 Y 214 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL 
ESTABLECER UN RÉGIMEN TRIBUTARIO PARTICULAR PARA LOS 
INGRESOS PROVENIENTES DE FUENTE DE RIQUEZA UBICADA EN 
EL EXTRANJERO, SUJETOS A REGÍMENES FISCALES 
PREFERENTES, NO VIOLA LA GARANTÍA DE EQUIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2005). El artículo 213, en relación con los 
diversos numerales 212 y 214 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
vigente en 2005, al establecer un mecanismo de tributación particular 
para los contribuyentes que perciban ingresos provenientes de fuente de 
riqueza ubicada en el extranjero, sujetos a regímenes fiscales preferentes, 
distinto al de los causantes que no obtengan ese tipo de ingresos, no viola 
la garantía de equidad tributaria contenida en la fracción IV del artículo 31 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de 
que dicho trato diferenciado se justifica porque: A) De los procesos 
legislativos que han configurado el tratamiento legal aplicable a la 
inversión a través de los citados regímenes fiscales, así como de los 
documentos que acreditan la intención internacional de combatir su 
proliferación, se advierte que la legislación mexicana procura regular 
mecanismos para combatir las prácticas de competencia fiscal 
internacional nocivas y combatir la posibilidad de manipular la base de 
tributación, mediante el uso de vehículos jurídicos que aprovechan los 
beneficios inherentes a la inversión en regímenes fiscales preferentes, lo 
cual, en principio, se estima ajustado a los artículos 3o., 16 y 25 
constitucionales. B) El establecimiento del mecanismo particular de 
tributación es una medida adecuada y racional para alcanzar la finalidad 
apuntada, ya que puede coadyuvar en la fiscalización de los ingresos 
vinculados a los regímenes fiscales preferentes y desalentar la inversión 
en los territorios sujetos a ellos, al menos en lo que hace a actividades 
que generen ingresos pasivos. C) La diferenciación de dichos ingresos, 
mediante un régimen particular, es una respuesta razonable del Estado 
mexicano, que incluso deriva de recomendaciones emitidas por la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. En efecto, 
México comparte la preocupación de la comunidad internacional en torno 
al combate de las prácticas que puedan constituir competencia fiscal 
nociva; consecuentemente, la utilización de vehículos jurídicos que 
aprovechen las características inherentes a los regímenes fiscales 
preferentes en general –y a los denominados “paraísos fiscales” en 
particular, como la falta de mecanismos de intercambio de información y 
la nula imposición de la renta o su imposición a una tasa reducida–, se 
presenta como una práctica que válidamente puede combatirse o 
desalentarse, como lo hace el Estado mexicano, a fin de que –entre las 
personas– la inversión vinculada a regímenes fiscales preferentes no 
motive una injustificada redistribución de la carga tributaria, o bien, –entre 
los Estados– no se dé lugar a una concentración de actividad económica 
en un determinado territorio, si ello deriva de una práctica fiscal 
internacional nociva. Cabe aclarar que lo anterior no debe entenderse 
como un juicio anticipado de constitucionalidad sobre cada medida que 
pudiera establecerse como parte del régimen de desaliento que se 
analiza, sino que ello dependerá del estudio que en cada caso realice el 
juzgador constitucional. 
 



 
 

 
 

 

Amparo en revisión 224/2007. Pepsi-Cola Mexicana, S. de R.L. de C.V. 
y otra. 5 de septiembre de 2007. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretarios: Juan Carlos Roa Jacobo, Pedro Arroyo Soto, 
Francisco Octavio Escudero Contreras, Rogelio Alberto Montoya 
Rodríguez y Paola Yaber Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de treinta de enero de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, treinta y uno de enero de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XVII/2008. 
 

 

RENTA. EL ARTÍCULO 213 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
AL ESTABLECER QUE EL TRIBUTO QUE CORRESPONDE A LOS 
INGRESOS GRAVABLES EN TÉRMINOS DEL CAPÍTULO I DEL 
TÍTULO VI DE DICHO ORDENAMIENTO, DEBE CALCULARSE SIN 
ACUMULARLOS A LOS DEMÁS INGRESOS DEL CAUSANTE, NO 
VIOLA LA GARANTÍA DE EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2005). El citado artículo, al establecer que quienes perciban 
ingresos de fuente de riqueza extranjera ubicada en el extranjero, sujetos 
a regímenes fiscales preferentes, deben calcular el impuesto sin 
acumularlos a sus demás ingresos, y con ello conminar al causante a 
calcular dos utilidades o pérdidas fiscales y, en su caso, dos resultados 
fiscales, no viola la garantía de equidad tributaria contenida en la fracción 
IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en tanto que esa medida se justifica por la finalidad 
constitucionalmente válida consistente en regular mecanismos para 
combatir las prácticas de competencia fiscal internacional nocivas, así 
como el combate a la posibilidad de manipular la base de tributación, 
mediante el uso de vehículos jurídicos que aprovechan los beneficios 
inherentes a la inversión en regímenes fiscales preferentes. Esto es, se 
trata de un instrumento normativo razonable que guarda proporción con la 
consecución de los objetivos trazados, sin ser una norma de privilegio, ya 
que la separación de un tipo de ingresos favorece la administración 
particular de las rentas así individualizadas –así como de las deducciones 
y pérdidas respectivas– y, adicionalmente, permite el trato diferenciado 
por el cual se busca desalentar la inversión vinculada a regímenes 
fiscales preferentes. En efecto, considerando indeseables las 
consecuencias derivadas de la realización de inversiones a través de 
regímenes fiscales preferentes, se utilizó un mecanismo que permite al 
causante acudir a dichos regímenes, específicamente, realizando 
inversiones que se traducen en ingresos de los denominados “pasivos”, 
bajo la conciencia de que ello tendrá una repercusión tributaria específica. 
En este sentido, el hecho de que, por regla general, se limite el indicado 
mecanismo de tributación, calculando la “segunda” utilidad o el “segundo” 
resultado, a los ingresos pasivos –entendiendo por tales a los intereses, 
dividendos, regalías, ganancias en la enajenación de acciones, títulos 
valor o de bienes inmuebles, los derivados del otorgamiento del uso o 
goce temporal de bienes, así como los percibidos a título gratuito–, pone 
de manifiesto que el legislador limitó razonablemente el alcance de la 
medida señalada, a fin de que únicamente terminara pesando sobre los 
recursos de más difícil fiscalización y que con mayor facilidad pueden 
potencialmente no ser declarados. Asimismo, puede apreciarse que se 
trata de ingresos que no derivan de la realización de actividades 
empresariales y que no se vinculan con activos involucrados en dichas 
actividades, lo cual demuestra el ánimo de limitar la proyección de dicha 
medida, pues no repercutiría en inversiones que, bajo este parámetro, 
evidencien realizarse por auténticas razones de negocio. 
 

Amparo en revisión 224/2007. Pepsi-Cola Mexicana, S. de R.L. de C.V. 
y otra. 5 de septiembre de 2007. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretarios: Juan Carlos Roa Jacobo, Pedro Arroyo Soto, 
Francisco Octavio Escudero Contreras, Rogelio Alberto Montoya 
Rodríguez y Paola Yaber Coronado. 



 
 

 
 

 

 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de treinta de enero de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, treinta y uno de enero de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XVIII/2008. 

 

RENTA. EL ARTÍCULO 213 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
AL ESTABLECER QUE EL TRIBUTO QUE CORRESPONDE A LOS 
INGRESOS GRAVADOS EN TÉRMINOS DEL CAPÍTULO I DEL TÍTULO 
VI DE DICHO ORDENAMIENTO, DEBE CALCULARSE SIN 
ACUMULARLOS A LOS DEMÁS INGRESOS DEL CAUSANTE, NO 
VIOLA LA GARANTÍA DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.  El 
mencionado numeral establece la obligación de determinar el impuesto 
que corresponde a los ingresos de fuente de riqueza ubicada en el 
extranjero, sujetos a regímenes fiscales preferentes, sin acumularlos a los 
demás ingresos del contribuyente, con lo que se conmina al causante a 
calcular dos utilidades o pérdidas fiscales y, en su caso, dos resultados 
fiscales. Es innegable que tal circunstancia implica una medición diversa 
de la capacidad contributiva, pues con ello se obliga al cálculo de dos 
bases gravables en paralelo, excluyendo la posibilidad de disminuir las 
utilidades de un concepto, con las pérdidas del otro. No obstante, ello no 
implica una violación a la garantía de proporcionalidad tributaria, por las 
siguientes razones: A) En primer término, porque la desagregación de los 
distintos componentes relativos a la medición de la capacidad contributiva 
no se traduce necesariamente en un impuesto mayor a cargo del 
contribuyente o en un impuesto que desatienda dicha capacidad —como 
acontece cuando se obtenga un resultado fiscal positivo, o bien, pérdidas 
fiscales en ambos rubros—. B) En segundo lugar, porque la capacidad 
contributiva puede ser medida de manera “unitaria” o “global”, pero no es 
ésta la única forma ni es ordenada de manera absoluta por el texto 
constitucional; inclusive la desagregación referida caracteriza a los 
esquemas tributarios denominados “cedulares”, a los cuales no se les 
relaciona en automático con una medida equivocada de la capacidad 
contributiva, sino que, simplemente, son valorados como una medida 
distinta de dicha capacidad. Así, aunque es claro que se trata de un único 
contribuyente con un único patrimonio, ello no implica que el legislador no 
pueda discriminar de acuerdo con las características del tributo y la forma 
en que se genera, o que no puedan efectuarse medidas diferentes de su 
capacidad, relacionadas con determinados aspectos de su situación 
jurídica —o con otros factores vinculados a la política fiscal o, inclusive, a 
finalidades fiscales o extrafiscales—, lo cual en cada caso admitirá un 
análisis particular del juzgador constitucional. C) En tercer lugar, porque 
debe tomarse en cuenta que, tal y como puede desprenderse del proceso 
legislativo que dio origen a la norma reclamada, el legislador mencionó 
claramente su intención, no únicamente de fiscalizar los ingresos 
mencionados, sino de desalentar la inversión en territorios sujetos a 
regímenes fiscales preferentes, con lo cual anunció un criterio que tomó 
una posición frente a dichas inversiones, como parte de la política fiscal 
seguida por el Estado mexicano. De esta forma, se aprecia que la 
distinción de las rentas provenientes de territorios sujetos a regímenes 
fiscales preferentes —y, en particular, de los ingresos denominados 
“pasivos”—, separándolas de las demás obtenidas en términos del 
régimen general del Título II de la Ley, forma parte de la política fiscal 
delimitada por el Estado mexicano. Lo anterior, adicionalmente, es acorde 
con la voluntad de México de incorporarse a un organismo como la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, mismo que 
ha auspiciado la generación de reglas que combatan la competencia fiscal 
perjudicial que deriva de la tributación a través de vehículos jurídicos que 
aprovechan las condiciones particulares de los regímenes fiscales 
preferentes. 



 
 

 
 

 

 
Amparo en revisión 224/2007. Pepsi-Cola Mexicana, S. de R.L. de C.V. 
y otra. 5 de septiembre de 2007. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretarios: Juan Carlos Roa Jacobo, Pedro Arroyo Soto, 
Francisco Octavio Escudero Contreras, Rogelio Alberto Montoya 
Rodríguez y Paola Yaber Coronado. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de treinta de enero de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, treinta y uno de enero de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA   XIX/2008. 
 

 

NEUTRALIDAD EN LA TRIBUTACIÓN. SU ALCANCE. La doctrina solía 
considerar que la neutralidad de los tributos significa que éstos deberían 
dejar inalteradas todas las condiciones del mercado, o bien, que no 
deberían provocar distorsiones de la oferta, de la demanda y de los 
precios. Sin embargo, la evidencia empírica demuestra que cualquier 
gravamen produce algún efecto en la economía del mercado –de ahí su 
utilización para conseguir recursos suficientes para el sostenimiento de 
los gastos públicos, pero también para la consecución de otros 
propósitos, como la redistribución de ingresos, la estabilización o el 
desarrollo–. Consecuentemente, dicho postulado debe ser acotado, 
reconociendo que los tributos pueden provocar distorsiones en los 
mecanismos del mercado, pero sin provocar en éste otras modificaciones 
que las intencionales en relación con los fines de la política fiscal para los 
cuales se ha establecido. 
 
Amparo en revisión 224/2007. Pepsi-Cola Mexicana, S. de R.L. de C.V. 
y otra. 5 de septiembre de 2007. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretarios: Juan Carlos Roa Jacobo, Pedro Arroyo Soto, 
Francisco Octavio Escudero Contreras, Rogelio Alberto Montoya 
Rodríguez y Paola Yaber Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de treinta de enero de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, treinta y uno de enero de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    XX/2008. 
 
 
 
ABUSO SEXUAL. EL ARTÍCULO 266 BIS, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO 
PENAL FEDERAL, AL DISPONER QUE TRATÁNDOSE DE DICHO 
DELITO, ADEMÁS DE LA PENA DE PRISIÓN, EL CONDENADO SERÁ 
SUSPENDIDO POR EL TÉRMINO DE CINCO AÑOS EN EL EJERCICIO 
DE SU PROFESIÓN, NO INFRINGE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA 
CONSTITUCIÓN. El principio de exacta aplicación de la ley penal, el cual 
se encuentra relacionado con las garantías de legalidad y seguridad 
jurídicas, previstas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, obliga a la autoridad legislativa a emitir 
normas claras en las que se precise la conducta reprochable y la 
consecuencia jurídica por la comisión de un ilícito en donde se establezca 
su duración mínima y máxima; en el caso  de la porción normativa 
consistente en que tratándose del delito de abuso sexual,  además de la 
pena de prisión, “el condenado seráO suspendido por el término de cinco 
años en el ejercicio de dicha profesión” a que se contrae el artículo 266 
Bis, fracción III, del Código Penal Federal, no infringe lo dispuesto por los 
mencionados preceptos constitucionales. Lo anterior es así, en atención a 
que si bien el precepto ordinario de referencia, no establece un mínimo y 
un máximo para efectos de la suspensión que contempla como 
consecuencia jurídica del despliegue de la conducta delictiva, no puede 
afirmarse que ello constituya una omisión legislativa, en virtud de que del 
análisis del proceso respectivo que le dio origen, se desprenden diversas 
razones mediante las cuales el legislador justificó en forma expresa su 
establecimiento en la ley, ya que fue consciente de dicha consecuencia al 
atender a la naturaleza de los delitos que en grado sumo afectan a la 
sociedad, considerando en dicho precepto, en principio, al delito de 
violación y, posteriormente, al delito de abuso sexual. Asimismo, tomó en 
cuenta a los sujetos activos que llevaban a cabo esos ilícitos 
(profesionistas y profesores, entre otros) y, principalmente, el bien jurídico 
que tutelan los  tipos  penales, que  es la  libertad   sexual  de   las 
personas, lo que plenamente justifica la constitucionalidad de la porción 
normativa que prevé la mencionada consecuencia jurídica. 
 
 
Amparo directo en revisión  2088/2007. José Pantoja Jiménez. 16 de 
enero de 2008. Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño 
Pelayo y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de treinta de enero de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, treinta y uno de enero de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    XXI/2008. 
 

PREDIAL. LA SENTENCIA QUE OTORGA LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL RESPECTO DEL ARTÍCULO 149, FRACCIÓN II, 
DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL, EN VIGOR A 
PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2002, OBLIGA A LAS AUTORIDADES 
HACENDARIAS RESPONSABLES A DEVOLVER LAS CANTIDADES 
ENTERADAS RESPECTO DE LOS INMUEBLES QUE MOTIVARON EL 
ACTO DE APLICACIÓN QUE ORIGINÓ EL JUICIO DE GARANTÍAS. 
Conforme al artículo 80 de la Ley de Amparo, el objeto de la sentencia 
que otorga la protección constitucional es restituir al quejoso en el pleno 
goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado 
que guardaban antes de la violación. Así, cuando el amparo se conceda 
en virtud de la declaración de inconstitucionalidad del artículo 149, 
fracción II, del Código Financiero del Distrito Federal, en vigor a partir del 
1o. de enero de 2002, el efecto de la sentencia consistirá en que dicha 
disposición no se aplique al quejoso, de lo que se sigue que la autoridad 
que recaudó contribuciones con base en ella, está obligada a devolverle 
las diferencias enteradas en acatamiento de dicha norma, debiendo hacer 
el cálculo respectivo en términos de lo ordenado en la sentencia de 
amparo; sin embargo en la etapa de su ejecución tal devolución 
corresponderá únicamente al inmueble que motivó el acto de aplicación 
combatido en la demanda de garantías y respecto del que hubo 
pronunciamiento en la ejecutoria respectiva, pues en ella se analizó un 
impuesto real generado por ese inmueble en particular, sin que ello 
implique desconocer que la norma haya salido de la esfera obligacional 
del beneficiario de la protección federal, ya que por lo que hace a otros 
inmuebles de su propiedad, la protección constitucional se traducirá en el 
derecho a obtener la devolución de las diferencias apuntadas, pero no 
dentro del procedimiento de ejecución de la sentencia de garantías, sino 
por la vía administrativa correspondiente, conforme a la normatividad que 
rige los procedimientos para la devolución de impuestos, con el beneficio 
de tener a su favor una declaración de inconstitucionalidad que el fisco 
debe reconocer, a riesgo de incumplir con una sentencia de garantías. En 
ese tenor, al limitar de esa manera los efectos de la protección de la 
Justicia Federal, se satisfacen las exigencias de seguridad jurídica y de 
justicia, pues se impide que la etapa de ejecución de las sentencias de 
amparo se prolongue indefinidamente cada vez que se dé un acto de 
aplicación y, a la vez, se asegura que los gobernados amparados contra 
leyes puedan nulificar sus posteriores actos de aplicación. 
 

Incidente de inejecución 214/2007. Pilar Gavito Marco y otra. 11 de julio 
de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Constanza Tort San Román  
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de seis de febrero de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, siete de febrero dos mil ocho. Doy fe. 
 

HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

 

TESIS AISLADA  XXII/2008. 

 

 

PREDIAL. LAS DETERMINACIONES DEL JUEZ DE AMPARO EN EL 
PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA QUE OTORGA LA 
PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL RESPECTO DEL ARTÍCULO 149, 
FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL, 
EN VIGOR A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2002, NO SON 
DEFINITIVAS. La eficacia de la cosa juzgada no se extiende a cualquier 
resolución judicial sino que se limita, de ordinario, a las sentencias 
definitivas que concluyen el proceso y deciden el fondo del negocio; de 
manera que las determinaciones del Juez de amparo en la etapa de 
ejecución cuando haya concedido la protección federal respecto del 
artículo 149, fracción II, del Código Financiero del Distrito Federal, en 
vigor a partir del 1o. de enero de 2002, no son definitivas, ya que son 
revisables por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 

Incidente de inejecución 214/2007. Pilar Gavito Marco y otra. 11 de julio 
de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Constanza Tort San Román  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F IC A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de seis de febrero de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, siete de febrero dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXIII/2008. 
 
 

RENTA. EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN XVI, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, AL INCLUIR LA EXPRESIÓN “NOTORIA 
IMPOSIBILIDAD PRÁCTICA DE COBRO”, NO TRANSGREDE EL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE 
EN 2005). El citado precepto al establecer que las pérdidas por créditos 
incobrables serán deducibles siempre y cuando se consideren realizadas 
en el mes en el que se consuma el plazo de prescripción, que 
corresponda, o antes si fuera “notoria la imposibilidad práctica de cobro”, 
no transgrede el principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues define dicha expresión enunciativamente, dando 
ejemplos de los casos en que, entre otros, puede considerarse que existe 
esa imposibilidad. Esto es, se trata de un concepto jurídico indeterminado 
en la ley que describe un objetivo, un fin y un principio que sustenta la 
idea o concepto mercantil y contable que implica considerar en abstracto 
una serie de hechos, conductas o situaciones que pueden regularse en 
casos concretos. De ahí que sea un concepto enunciativo y no limitativo 
que exige que los hechos y su significación financiera, más que jurídica, 
se analicen y ponderen sistemática y relacionadamente con las pruebas 
correspondientes para determinar de manera razonable y congruente la 
imposibilidad práctica de cobro, ya que puede haber casos distintos a los 
específicamente señalados en la referida fracción XVI. Además, no deja 
en manos de la autoridad fiscal la determinación de la base del impuesto, 
pues para resolver cuándo se acredita la notoria imposibilidad práctica de 
cobro, tanto el contribuyente como la autoridad deberán atender de 
manera conjunta, razonable y congruente a las operaciones, razones y 
circunstancias de la incobrabilidad del crédito por haberse agotado 
prácticamente todos los medios ordinarios y legales para su cobro, sin 
haberse obtenido.  
 
Amparo en revisión 393/2007. Créditos Pronegocio, S.A. de C.V., 
Sociedad Financiera de Objeto Limitado, Grupo Financiero Banorte. 22 
de agosto de 2007. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinte de febrero de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiuno de febrero dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXIV/2008. 
 
 

RENTA. EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN XVI, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, AL ESTABLECER QUE EXISTE NOTORIA 
IMPOSIBILIDAD PRÁCTICA DE COBRO, ENTRE OTROS CASOS, 
TRATÁNDOSE DE CRÉDITOS CUYA SUERTE PRINCIPAL AL DÍA DE 
SU VENCIMIENTO NO EXCEDA DE CINCO MIL PESOS, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2005). El citado precepto reconoce que todos los créditos 
incobrables, derivados de su notoria imposibilidad práctica de cobro, 
resultan deducibles, y precisa diversos momentos en que se considera la 
existencia de dicha imposibilidad, cuya aplicación depende de la situación 
de cada crédito. Así, aunque el supuesto normativo previsto en el inciso 
a) de la indicada fracción XVI sólo se refiere a los créditos que no 
excedan de cinco mil pesos, no se prohíbe la deducción del resto de 
ellos, en tanto que de la lectura integral del precepto aludido, se advierte 
que, independientemente de su monto, pueden deducirse todos los 
créditos cuya imposibilidad de cobro sea notoria. En congruencia con lo 
anterior, se concluye que el artículo 31, fracción XVI, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta vigente en 2005 no viola el principio de 
proporcionalidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que 
enunciativa y no limitativamente precisa los requisitos para que los 
créditos adquieran la calidad de incobrables y reconoce el impacto 
negativo causado en el patrimonio de los contribuyentes por la totalidad 
de las pérdidas por dichos créditos, ya que permite su deducción para 
efectos del pago del impuesto sobre la renta, lo que revela que la 
determinación del gravamen atiende a la capacidad contributiva real de 
los causantes. 
 
Amparo en revisión 393/2007. Créditos Pronegocio, S.A. de C.V., 
Sociedad Financiera de Objeto Limitado, Grupo Financiero Banorte. 22 
de agosto de 2007. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Carmen Vergara López. 
 

 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinte de febrero de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiuno de febrero dos mil ocho. Doy fe. 
 

 

 

HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXV/2008. 
 
 

RENTA. EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN VIII, EN RELACIÓN CON EL 31, 
FRACCIÓN XVI, Y 53 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL NO 
PERMITIR LA DEDUCCIÓN DE LAS RESERVAS PREVENTIVAS PARA 
RIESGOS CREDITICIOS A LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS DE 
OBJETO LIMITADO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2005). Del análisis conjunto 
de los artículos 31, fracción XVI, 32, fracción VIII, y 53 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta vigente en 2005, se advierte que tratándose de 
la deducción de las reservas preventivas para riesgos crediticios, el citado 
artículo 32, en relación con los preceptos indicados, no viola el principio 
de equidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que 
si bien las instituciones de crédito pueden deducir dichas reservas y las 
instituciones financieras de objeto limitado no pueden hacerlo, sino sólo 
respecto de las pérdidas por créditos incobrables cuando se haya 
consumado el plazo de prescripción o ante la notoria imposibilidad 
práctica de cobro, el trato diferenciado entre ambas instituciones se 
justifica en tanto forman parte de grupos de contribuyentes con 
características distintas. Esto es, son instituciones cuya operación 
crediticia y fuentes de fondeo son diferentes, pues mientras las 
sociedades financieras de objeto limitado constituyen sus reservas 
preventivas a través de su propia administración, conforme a la circular 
1491 de 30 de octubre de 2000, emitida por la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores; las instituciones de crédito están sujetas a 
lineamientos estrictos y reglas generales expedidas por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, atento al artículo 76 de la Ley de Instituciones 
de Crédito. 
 

Amparo en revisión 393/2007. Créditos Pronegocio, S.A. de C.V., 
Sociedad Financiera de Objeto Limitado, Grupo Financiero Banorte. 22 
de agosto de 2007. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Carmen Vergara López. 
 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinte de febrero de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiuno de febrero dos mil ocho. Doy fe. 
 

 

 

HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXVI/2008. 
 

RENTA. EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN XVI, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, AL ESTABLECER QUE EXISTE NOTORIA 
IMPOSIBILIDAD PRÁCTICA DE COBRO, ENTRE OTROS CASOS, 
TRATÁNDOSE DE CRÉDITOS CUYA SUERTE PRINCIPAL AL DÍA DE 
SU VENCIMIENTO NO EXCEDA DE CINCO MIL PESOS NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 
2005). El citado precepto, al establecer diversos requisitos para la 
deducción de créditos incobrables, no viola el principio de equidad 
tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues si bien es cierto que para 
efectos de la estimación de la notoria imposibilidad de cobro otorga un 
trato desigual a los contribuyentes que tengan créditos mayores a cinco 
mil pesos en relación con aquellos cuyos créditos no excedan de esa 
cantidad, también lo es que ello se justifica en tanto se trata de 
situaciones tributarias o supuestos de hecho distintos, pues la cuantía de 
los créditos repercute en los requisitos para demostrar su imposibilidad 
práctica de cobro. Esto es, la razón objetiva por la que el legislador 
estableció controles más estrictos para contribuyentes cuyos créditos 
rebasen la cantidad mencionada, obedece a que sus deducciones son 
susceptibles de afectar en mayor grado la capacidad recaudadora del 
Estado; de ahí que sea lógico que tratándose de créditos de menor 
cuantía, se estime su imposibilidad práctica de cobro por el simple 
transcurso del tiempo, mientras que para los de mayor cuantía sea 
necesaria la satisfacción de mayores formalidades, como la demostración 
de la incapacidad financiera del deudor, en virtud de la inembargabilidad 
de sus bienes, de la inexistencia de bienes a su nombre, de su 
declaración de estado de quiebra o de concurso, pues de esa manera la 
autoridad puede tener certeza de que se actualiza una pérdida que 
impacta el patrimonio de los contribuyentes y, en ese tenor, permitir su 
deducibilidad.  
 
Amparo en revisión 393/2007. Créditos Pronegocio, S.A. de C.V., 
Sociedad Financiera de Objeto Limitado, Grupo Financiero Banorte. 22 
de agosto de 2007. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinte de febrero de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiuno de febrero dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XXVII/2008. 
 

 
ABUSO SEXUAL. EL ARTÍCULO 27, FRACCIÓN I EN RELACIÓN CON 
EL DIVERSO 26, DE LA LEGISLACIÓN PENAL PARA EL ESTADO DE 
AGUASCALIENTES, QUE  ALUDE A LA LOCUCIÓN “SIN HACER USO 
DE LA FUERZA FÍSICA O MORAL”, NO CONTIENE UNA CONDUCTA 
IMPOSIBLE, POR LO QUE NO INFRINGE LOS PRINCIPIOS DE 
TAXATIVIDAD Y DE LEGALIDAD PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 14 
CONSTITUCIONAL. El tipo penal de abuso sexual descrito en el artículo 
27, fracción I, relacionado con el artículo 26 de la Legislación Penal para 
el Estado de Aguascalientes (que en otras legislaciones se denomina 
violación equiparada), no infringe el principio de taxatividad que es 
corolario del diverso principio de legalidad previsto en el artículo 14 de la 
Constitución Federal, ya que establece la conducta merecedora de 
reproche penal consistente en introducir, en persona menor de doce años 
de edad, por vía vaginal o anal cualquier elemento o instrumento distinto 
de miembro viril, sea cual fuere el sexo de la víctima, sin que se exija, 
como medios para la comisión del delito “hacer uso de la fuerza física o 
moral”, de ahí que no se establezca una conducta imposible. En el caso, 
el legislador, al momento de crear la norma, atendió la calidad especial 
del sujeto pasivo, la de ser menor de doce años de edad, por lo que no 
incluyó dichos medios específicos para la ejecución de la conducta, que 
en otra hipótesis constituyen una calificativa. 
 
 
Amparo directo en revisión 2109/2007. Francisco Javier Domínguez 
Zapata. 23 de enero de 2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime 
Flores Cruz. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinte de febrero de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiuno de febrero dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XXVIII/2008. 
 
 

PENSIÓN POR VIUDEZ. EL ARTÍCULO 51, FRACCIÓN II, INCISO C), DE 
LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE 
LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, AL RESTRINGIR EL DERECHO A 
RECIBIRLA, VIOLA LA GARANTÍA SOCIAL PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XI, INCISO A), DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE 
MARZO DE 2007). El artículo 51, fracción II, inciso c), de la Ley del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, abrogada 
mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 31 de 
marzo de 2007, al restringir el derecho de la esposa o concubina, esposo o 
concubinario a recibir la pensión por viudez derivada de la muerte del 
trabajador o trabajadora, durante el lapso que desempeñe un trabajo 
remunerado que implique la incorporación al régimen obligatorio de dicha 
Ley, viola la garantía social prevista en el artículo 123, apartado B, fracción 
XI, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en virtud de que el derecho aludido no es incompatible o antagónico con el 
de desempeñar un cargo, empleo o comisión remunerados en cualquier 
dependencia o entidad que implique su incorporación al régimen obligatorio 
previsto en la Ley de la materia. Así, resulta inconcuso que recibir un salario 
por un empleo o cargo desempeñado por un pensionado y su inscripción al 
régimen obligatorio del aludido Instituto son contraprestaciones que no se 
oponen al derecho de recibir diversas pensiones, entre ellas, la de viudez; 
máxime que del proceso legislativo que originó el apartado B del indicado 
precepto constitucional, se advierte que el poder reformador de la Carta 
Magna dispuso que las garantías sociales en ningún caso pueden 
restringirse. Ello es así, en primer lugar, porque ambos derechos tienen 
orígenes diferentes, pues el de la pensión por viudez surge por la muerte 
del trabajador, es decir, es una prestación establecida en favor de la esposa 
o concubina, esposo o concubinario y no del extinto trabajador, aun cuando 
su fuente es la relación laboral existente entre éste y la entidad 
gubernamental respectiva; en segundo lugar, porque el hecho de que los 
viudos pensionados desempeñen un cargo que conlleve la incorporación al 
régimen obligatorio citado y, por ende, el acceso –por cuenta propia– a los 
beneficios de seguridad social derivados de ese régimen no excluye al 
derecho de seguir recibiendo el pago de la pensión por viudez sino que, por 
el contrario, la conjugación de los derechos derivados del nuevo empleo y 
de la referida pensión coadyuva a hacer efectiva la garantía social de 
mérito, orientada a garantizar el bienestar de los familiares del trabajador 
fallecido. Además, la pensión mencionada no es una concesión gratuita o 
generosa, sino un derecho gestado con las aportaciones efectuadas por el 
trabajador durante su vida productiva con el objeto de garantizar, aunque 
sea en parte, la subsistencia de sus beneficiarios. 

 

Amparo en revisión 509/2007. Yolanda Rangel Sánchez. 5 de 
septiembre de 2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda Castro.  
 

Amparo en revisión 525/2007. Ernestina García Torres. 12 de 
septiembre de 2007. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretaria: Guillermina Coutiño Mata.  
 



 
 

 
 

 

Amparo en revisión 968/2007. Manuel Castillo Castillo. 7 de noviembre 
de 2007. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime 
Flores Cruz. 
 

Amparo en revisión 1034/2007. Amanda Ledesma Alfaro. 21 de 
noviembre de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintisiete de febrero de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiocho de febrero dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXIX/2008. 
 
 

 
RECLAMACIÓN EN MATERIA AGRARIA. LAS CARGAS 
PROCESALES DE LOS JUECES NO CONSTITUYEN EXCEPCIONES 
AL PRINCIPIO DE IMPERIO DE LA LEY. Resulta inválido argumentar 
que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación incurre en 
una omisión por no tomar en cuenta la “connotación agraria” de un 
asunto, al decretar el desechamiento de una inconformidad, por notoria 
improcedencia, con fundamento en los artículos 105 de la Ley de Amparo, 
10, fracción XI, y 14, fracción II, párrafo primero, primera parte, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Con tal argumento pretende 
provocarse una conclusión según la cual las normas relativas a la 
procedencia de la inconformidad sean desatendidas, bajo la premisa de 
que el asunto tiene tal connotación. Llevado al absurdo, este 
razonamiento podría conducir a afirmar que basta que un asunto sea 
agrario para aceptar que por ese solo hecho se ignoren las normas 
regulatorias de la procedencia. La Ley de Amparo es clara al establecer 
ciertas cargas para las autoridades jurisdiccionales en materias tan 
relevantes por su especial condición como la penal, la laboral, la de 
menores o la agraria, como lo evidencia el artículo 76 bis de la Ley 
referida al regular la suplencia de la queja; sin embargo, tales supuestos, 
además de estar perfectamente definidos por el legislador, no deben 
entenderse como excepciones al principio de imperio de la ley, sino como 
meras cargas para los jueces que permitan o faciliten la actuación 
procesal de los referidos colectivos sociales por haber sido considerados 
por el legislador en desventaja o vulnerables, pues dichas cargas fueron 
ideadas precisamente  para hacer posible el imperio de la ley, a fin de que 
sea ésta y no otra causa el referente jurídico de la resolución de 
conflictos. 
 

Reclamación 21/2008-PL. Comisariado Ejidal de San Baltazar 
Campeche, Puebla. 13 de febrero de 2008. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán.  
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de veintiséis de marzo  de dos mil 
ocho.  México, Distrito Federal, veintisiete de marzo de dos mil ocho.  
Doy fe. 
 

 

HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXX/2008. 
 
 

DELITOS CONTRA LA SALUD. EL ARTÍCULO 194, FRACCIÓN I, DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL QUE ESTABLECE LA PENA APLICABLE 
POR SU COMISIÓN, NO VIOLA EL NUMERAL 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
La penalidad establecida por el legislador para los delitos contra la salud, 
específicamente la prevista en el artículo 194, fracción I, del Código Penal 
Federal, es plenamente justificable, pues del proceso legislativo relativo 
se advierte que aquél pretendió sancionar con mayor severidad dichos 
ilícitos que afectan la seguridad pública de la sociedad en general. En ese 
tenor, el indicado artículo 194, al imponer penas privativas de libertad con 
una temporalidad de diez a veinticinco años de prisión y de cien hasta 
quinientos días multa, no viola el artículo 22 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, ya que las penas señaladas no son de las 
proscritas por ese precepto constitucional ni pueden calificarse como 
inusitadas y trascendentales, en tanto que no se trata de penas abolidas 
por inhumanas o crueles, ni pretenden aplicarse a personas distintas de 
quienes cometan la conducta típica. Además, si se toma en cuenta que se 
trata de un delito considerado como grave, es indudable que la 
circunstancia de que se sancione severamente no puede servir de 
sustento para calificar la inconstitucionalidad de la pena, pues resulta 
acorde al peligro e inseguridad que pretenden evitarse a través del 
combate al comercio y consumo de estupefacientes. 
 
Amparo directo en revisión 2181/2007. 20 de febrero de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de marzo de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintisiete de marzo dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXXI/2008. 
 

 

VÍA EJECUTIVA MERCANTIL. PARA SU PROCEDENCIA, EL 
CONTRATO DE CRÉDITO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 68 DE LA LEY 
DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO CONSTITUYE UN TÍTULO 
EJECUTIVO ÚNICAMENTE CUANDO SE PRESENTA JUNTO CON EL 
ESTADO DE CUENTA CORRESPONDIENTE. En los contratos de 
crédito, sean simples o en cuenta corriente, el estado de cuenta 
certificado por el contador facultado por la institución acreedora es el 
documento que sirve de base para determinar el monto a cargo de los 
acreditados respecto del crédito otorgado por aquélla. Esto es, al ser el 
instrumento que contiene el desglose y soporte documental de las 
diversas operaciones bancarias que originan el saldo a pagar, el estado 
de cuenta dota de liquidez y de certeza a las obligaciones contenidas –de 
manera más abstracta– en los contratos de crédito. Por tanto, para la 
procedencia de la vía ejecutiva mercantil, el contrato de crédito previsto 
en el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito constituye un título 
ejecutivo únicamente cuando se presenta junto con el estado de cuenta 
correspondiente, pues sólo así puede considerarse como un documento 
autosuficiente para ejercer el derecho literal que en él se consigna, en 
términos del artículo 5o. de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito. 
 
Amparo directo en revisión 2104/2007. Banco Nacional de Comercio 
Exterior, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo. 20 de febrero de 
2008. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
José Alberto Tamayo Valenzuela. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de marzo de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintisiete de marzo dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS   AISLADA    XXXII/2008 
 
 

VIOLACIONES PROCESALES. EL HECHO DE QUE LA LEY DE 
AMPARO DISPONGA QUE DEBEN INVOCARSE AL MOMENTO DE 
INTERPONER EL RECURSO DE APELACIÓN EN CONTRA DE LA 
SENTENCIA DEFINITIVA, NO IMPLICA QUE EL TRIBUNAL DE 
ALZADA DEBA ESTUDIARLAS AL RESOLVER DICHO MEDIO DE 
IMPUGNACIÓN (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 161 DE LA LEY 
DE AMPARO). El artículo 161 de la Ley de Amparo dispone que las 
violaciones procesales sólo podrán ser reclamadas en la vía de amparo 
directo, es decir, el que se promueva contra la sentencia definitiva, laudo 
o resolución que ponga fin al juicio, y que para ello debe prepararse la 
impugnación de dichas violaciones invocándolas en los casos en que la 
ley no concede recursos ordinarios por los que se puedan combatir en el 
curso mismo del procedimiento; sin embargo, lo anterior no implica que se 
puedan estudiar las violaciones procesales en la apelación que se 
interponga en contra de la sentencia definitiva de primer grado. Esto es 
así porque, por un lado, la Ley de Amparo es la que regula el trámite del 
juicio de amparo, no de los procedimientos seguidos ante los tribunales 
civiles, administrativos o del trabajo, por lo cual, no es jurídicamente 
admisible estimar que una ley especial como la de amparo pueda servir 
de fundamento para dar facultad a una autoridad distinta de la que va 
dirigida para resolver un recurso ordinario; y, por otro, porque el hecho de 
que la ley establezca que se deben “invocar” las violaciones procesales al 
interponer el recurso de apelación en contra de la sentencia de primer 
grado cuando la ley no concede recurso ordinario alguno por el que 
puedan ser impugnadas, tampoco significa que deban estudiarse o 
resolverse en esa instancia, pues dicha expresión debe interpretarse en el 
sentido de que sólo debe hacerse mención de dicha violación en ese 
recurso como una forma de manifestar la inconformidad con ella y no 
reputarla como un acto consentido para efectos del amparo. Inclusive, el 
hecho de que las violaciones procesales se invoquen en la referida 
apelación no significa que por ese simple hecho vayan a ser analizadas 
por el Tribunal Colegiado al resolver el amparo directo que llegara a 
promoverse contra la sentencia definitiva, pues para ello, la violación debe 
trascender al resultado del fallo y dejar sin defensa al quejoso. 
 
 
 
Contradicción de tesis 92/2007-PS. Entre las sustentadas  por los 
Tribunales Colegiados Segundo del Décimo Primer Circuito, Cuarto del 
Primer Circuito, Segundo del Sexto Circuito, Segundo y Tercero del 
Cuarto Circuito, Segundo del Segundo Circuito,  todos a excepción del 
Primero en Materia Civil, el anterior Quinto del Décimo Sexto Circuito, 
ahora Segundo en Materias Administrativa y de Trabajo, y el anterior 
Tribunal del Vigésimo Circuito, ahora Primero de ese mismo Circuito. 07 
de noviembre de 2007. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz.  Secretario: Fernando 
A. Casasola Mendoza. 
 
 
Nota: esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema 
de la contradicción planteada. 
 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de marzo de dos mil ocho.- 
México, Distrito Federal, veintisiete de marzo de dos mil ocho.- Doy 
fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXXIII/2008. 
 

 

DERECHOS. EL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, AL ESTABLECER LA CUOTA A PAGAR POR LA 
EXPEDICIÓN DE COPIAS CERTIFICADAS DE DOCUMENTOS, VIOLA 
LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2006). 
Tratándose de los derechos por servicios, los principios tributarios de 
proporcionalidad y equidad se cumplen cuando el monto de la cuota guarda 
congruencia razonable con el costo que tiene para el Estado la realización 
del servicio prestado, además de que el costo debe ser igual para los que 
reciben idéntico servicio. Lo anterior es así, porque el objeto real de la 
actividad pública se traduce en la realización de actos que exigen de la 
administración un esfuerzo uniforme; de ahí que la cuota debe atender al 
tipo de servicio prestado y a su costo, es decir, debe existir una correlación 
entre el costo del servicio público prestado y el monto de la cuota. En ese 
sentido, se concluye que el artículo 5o., fracción I, de la Ley Federal de 
Derechos, vigente hasta el 31 de diciembre de 2006, al disponer que 
tratándose de la expedición de copias certificadas de documentos, por cada 
hoja tamaño carta u oficio se pagarán once pesos moneda nacional, viola 
los principios de proporcionalidad y equidad tributaria contenidos en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Ello es así, pues si se toma en cuenta, por un lado, que la 
solicitud de copias certificadas implica para la autoridad la concreta 
obligación de expedirlas y certificarlas y, por el otro, que dicho servicio es un 
acto instantáneo ya que se agota en el mismo acto en que se efectúa, sin 
prolongarse en el tiempo, resulta evidente que el precio cobrado al 
gobernado es incongruente con el costo que tiene para el Estado la 
prestación del referido servicio; máxime que la correspondencia entre éste y 
la cuota no debe entenderse como en derecho privado, en tanto que la 
finalidad de la expedición de copias certificadas no debe implicar la 
obtención de lucro alguno.  
 
Amparo en revisión 153/2007. María de Lourdes Torres Chimal. 11 de 
abril de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Mariana Mureddu Gilabert.  
 

Amparo en revisión 230/2007. Ramón Gómez Pérez. 25 de abril de 
2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Joaquín 
Cisneros Sánchez.  
 

Amparo en revisión 434/2007. Omar Tecalco Alquicira. 8 de agosto de 
2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
Rogelio Alberto Montoya Rodríguez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dos de abril de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, tres de abril de dos mil ocho. Doy fe. 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    XXXIV/2008. 
 
 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
LA APROBACIÓN DE LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO 
EMITIDA POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA 
UNIÓN, RESPECTO DE LA SITUACIÓN SOCIAL EXISTENTE EN EL 
ESTADO DE OAXACA, POR TRATARSE DE UNA CUESTIÓN 
MERAMENTE POLÍTICA. La emisión por parte de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión de la proposición con punto de 
acuerdo de urgente y obvia resolución, para exhortar al Gobernador 
Constitucional del Estado de Oaxaca, a que solicite licencia o renuncie a 
su cargo, encuentra fundamento en lo dispuesto por los artículos 34 y 82 
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, que confieren a las Juntas de Coordinación Política de las 
Cámaras del Congreso, la facultad de presentar proposiciones con puntos 
de acuerdo, que entrañen la posición política del órgano colegiado en 
torno a un determinado asunto, lo anterior, como una manifestación más 
del principio de división de poderes, que busca lograr los contrapesos 
necesarios que permitan un equilibrio de fuerzas y un control recíproco 
entre los mismos. Por consiguiente, al tratarse de cuestiones meramente 
políticas, que no están sujetas a control constitucional en sede judicial, no 
pueden ser objeto de impugnación a través de la controversia 
constitucional, la cual posee un objeto de tutela claramente delimitado 
tanto por el artículo 105, fracción I, de la Constitución Federal, como por 
su correspondiente Ley Reglamentaria. 
 

Controversia constitucional 140/2006. Poder Ejecutivo del Estado de 
Oaxaca. 15 de agosto de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández.  Secretaria: Laura García Velasco. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dos  de abril  de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, tres de abril de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXXV/2008. 
 

 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LAS CUESTIONES 
MERAMENTE POLÍTICAS NO SON SUSCEPTIBLES DE ANÁLISIS EN 
SEDE JUDICIAL. Con la finalidad de ejercer correctamente el control 
constitucional, es necesario observar la mayor prudencia en el uso de las 
facultades propias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y 
discernir las causas justiciables de las que no lo son. En razón de lo 
anterior, aquellos casos que involucran el estudio de una cuestión 
meramente política no son susceptibles de análisis en sede judicial 
mediante controversia constitucional, cuyo objeto de tutela está 
claramente delimitado al ámbito de atribuciones que la Constitución 
Federal confiere a los órganos originarios del Estado, pues, si bien es 
cierto que a través de este medio de control es posible plantear 
cuestiones que comporten aspectos de índole política, en atención a la 
naturaleza de las entidades, poderes u órganos legitimados para 
intervenir en el proceso, también lo es que, de examinarse asuntos que 
correspondan en su totalidad a esa esfera de actuación, se caería en la 
judicialización de cuestiones estrictamente políticas, excediendo con ello 
los fines y principios que con el aludido medio de control constitucional 
pretenden salvaguardarse. 
 

Controversia constitucional 140/2006. Poder Ejecutivo del Estado de 
Oaxaca. 15 de agosto de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández.  Secretaria: Laura García Velasco. 
 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dos  de abril  de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, tres de abril de dos mil ocho.  Doy fe. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXXVI/2008. 
 

 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. DETERMINACIÓN DE LAS 
CUESTIONES MERAMENTE POLÍTICAS. La calificación de un proceso 
constitucional como político, no tiene una definición a priori, sino 
casuística, en la medida en que lo político opera con categorías 
decisionistas de índole subjetiva, basadas sustancialmente en razones de 
oportunidad. Como manifestación del principio de división vertical de 
poderes que rige en todo Estado constitucional, deben dejarse a salvo, en 
el ámbito político, mecanismos, cuya práctica institucionalizada conlleve la 
realización de los fines que con su establecimiento se pretenden, a saber, 
el equilibrio de fuerzas y el control recíproco entre los mismos. Así, la 
definición de cuándo se está frente a una cuestión meramente política 
puede ser extendida o restringida en función de la progresiva elaboración 
de la categoría, de manera casuística, dependiendo de las 
particularidades de cada ordenamiento jurídico.  
 

Controversia constitucional 140/2006. Poder Ejecutivo del Estado de 
Oaxaca. 15 de agosto de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández.  Secretaria: Laura García Velasco. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dos  de abril  de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, tres de abril de dos mil ocho.  Doy fe. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XXXVII/2008. 
 

 

INSTITUCIONES Y SOCIEDADES MUTUALISTAS DE  SEGUROS. EL  
ARTÍCULO   138 DE  LA      LEY GENERAL RELATIVA, QUE PREVÉ 
EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO, NO 
VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. El hecho de que el 
artículo 138 de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas 
de Seguros no señale expresamente el plazo en que la Comisión 
Nacional de Seguros y Fianzas debe emitir la resolución relativa al 
procedimiento administrativo sancionatorio previsto en el propio precepto, 
no lo torna violatorio de la garantía de seguridad jurídica contenida en el 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
toda vez que el artículo 2o. Bis de la ley citada, contenido en el Título de 
Disposiciones Generales, establece un plazo máximo de seis meses para 
que las autoridades administrativas resuelvan, y señala que en caso 
contrario operará la negativa ficta, lo cual otorga certeza al gobernado 
respecto a la actuación de la Comisión mencionada. 
 

 
Amparo directo en revisión 2069/2007. Seguros Comercial América, 
S.A. de C.V. 6 de febrero de 2008. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dos  de abril  de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, tres de abril de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XXXVIII/2008. 
 

 

INSTITUCIONES Y SOCIEDADES MUTUALISTAS DE SEGUROS. EL 
ARTÍCULO 57 DE LA LEY GENERAL RELATIVA NO ESTABLECE 
UNA SANCIÓN EXCESIVA. Si bien es cierto que conforme al artículo 57 
de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, 
para la cuantificación de la sanción imponible a dichas instituciones debe 
tomarse en cuenta la tasa promedio ponderada de los rendimientos 
equivalente a la de descuento de los CETES, también lo es que dicha 
sanción no es excesiva, pues para su determinación no se introduce 
algún elemento ajeno a la conducta infractora ni se desatiende la 
capacidad económica del sancionado. En efecto, para determinar la multa 
se toma como base el monto de los faltantes en los renglones de activo o 
del capital mínimo de garantía, lo que revela la capacidad económica del 
infractor; asimismo, se atiende a la gravedad de la infracción, en virtud de 
que existe un parámetro que fluctúa entre un mínimo y un máximo, lo cual 
permite que la autoridad encargada de imponer la sanción valore las 
circunstancias personales del infractor, tomando en cuenta su capacidad 
económica y la gravedad de la infracción. Además, aunque la tasa 
promedio mencionada se determina con base en las fluctuaciones del 
mercado, aquélla no tiene por objeto actualizar el monto de los faltantes, 
sino sólo obtener el factor aplicable a dicho monto; de ahí que se trata de 
un elemento ajeno tanto a la capacidad económica del infractor como a la 
gravedad de la infracción cometida. 
 

Amparo directo en revisión 2069/2007. Seguros Comercial América, 
S.A. de C.V. 6 de febrero de 2008. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.  
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dos  de abril  de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, tres de abril de dos mil ocho.  Doy fe. 
 

 

 

 

 

 

 

HAGH/cop. 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XXXIX/2008. 
                  
 
 
PRUEBA TESTIMONIAL. EL ARTÍCULO 526 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE MICHOACÁN NO 
VIOLA LAS GARANTÍAS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y DEBIDO 
PROCESO LEGAL. El citado precepto legal, al establecer que no se 
admitirá en ninguna de las instancias del juicio, un nuevo interrogatorio 
sobre los hechos que hayan sido materia de uno anterior y los 
directamente contrarios, no viola las garantías de seguridad jurídica y 
debido proceso legal contenidas en los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues tal 
limitación, por una parte, tiende a procurar el imperio de los principios de 
economía procesal y de justicia pronta y expedita; y, por la otra, pretende 
evitar que en el procedimiento se desahoguen por duplicado las 
probanzas que ofrezcan las partes –como la testimonial–. Además, con 
dicha disposición tampoco se obstaculiza el ofrecimiento y desahogo de 
las pruebas que las partes estimen convenientes para demostrar tanto 
sus acciones como sus excepciones, pues su evidente propósito conduce 
a establecer un adecuado equilibrio procesal, basado en el respeto a la 
garantía de administración de justicia expedita y a los principios 
procesales de economía y celeridad. 
 
Amparo directo en revisión 2149/2007. Óscar Alejandro Gallardo 
Torres. 12 de marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto Montoya Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de dos  de abril  de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, tres de abril de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XL/2008. 

 

 

COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 31 BIS, FRACCIÓN II, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL PREVER 
QUE LA INFORMACIÓN QUE SE RECABE DURANTE EL 
PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN SEGUIDO ANTE LA 
COMISIÓN, SÓLO SERÁ CLASIFICADA COMO CONFIDENCIAL 
CUANDO EL AGENTE ECONÓMICO ASÍ LO SOLICITE, NO VULNERA 
EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 14, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El derecho de audiencia consagrado 
en el artículo constitucional referido, exige que ningún acto privativo pueda 
surtir efectos legales sin que previamente se dé oportunidad de defensa a 
la parte afectada y se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento, que consisten en que se realice la notificación del inicio del 
procedimiento; que se otorgue la oportunidad de ofrecer y desahogar las 
pruebas para la defensa; que se conceda la oportunidad de alegar y que 
se dicte una resolución que dirima las cuestiones debatidas. En este 
sentido, el artículo 31 bis, fracción II, párrafo segundo, de la Ley Federal 
de Competencia Económica, no viola el aludido derecho constitucional, en 
primer lugar, porque cuando se actualiza la hipótesis normativa de 
clasificación de la información, el agente económico cuya información es 
clasificada, necesariamente, ha sido requerido para intervenir en la 
investigación que se sigue ante la Comisión Federal de Competencia; en 
segundo término, porque esa intervención permite que el agente 
económico sea plenamente tomado en consideración previo al acto 
clasificatorio, dado que éste debe elevar una solicitud para que 
determinada información considerada pública por ley sea clasificada como 
confidencial, aunado a que debe presentar un resumen de la información 
mediante el cual acredite a través de todos los medios jurídicos a su 
alcance (argumentos, pruebas y alegatos), que la información respectiva 
es confidencial; y, finalmente, porque la Comisión Federal de Competencia 
está obligada a emitir el resumen respectivo (resolución), en el cual 
determine si la información respecto de la cual se solicitó la clasificación es 
pública o confidencial. 
 

Amparo en revisión 30/2008. Infra del Sur, S.A. de C.V. 20 de febrero de 
2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José 
Francisco Castellanos Madrazo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de nueve de abril de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, diez de abril de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XLI/2008 
 
 
 

INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. CUANDO EL EFECTO DE LA 
EJECUTORIA CONSISTE EN EL PAGO DE CANTIDAD LÍQUIDA POR 
CONCEPTO DE SALARIOS, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE, ANTES DE 
TRAMITAR EL INCIDENTE RELATIVO, DETERMINAR LA CANTIDAD 
EXACTA QUE HA DE PAGARSE CON MOTIVO DE LA CONCESIÓN 
DEL AMPARO. Tratándose de ejecutorias de amparo cuyo efecto sea el 
pago de una cantidad líquida por concepto de salarios, es necesario que 
antes de tramitar el incidente de inejecución de sentencia relativo, el juez 
de Distrito determine la cantidad exacta que ha de pagarse, para lo cual 
debe solicitar a las partes –quejosa y autoridad responsable– toda la 
documentación que requiera para hacerlo. Lo anterior, toda vez que para 
que la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueda valorar si se 
actualiza o no la hipótesis prevista en el artículo 107, fracción XVI, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe verificar que 
las autoridades obligadas al cumplimiento de la ejecutoria de amparo 
hayan contado con los elementos suficientes para ello y, en 
consecuencia, no puedan alegar algún pretexto para evadir su 
observancia. 
 
Incidente de inejecución 126/2008. Marcos Alberto Correa Rocha. 26 de 
marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de nueve de abril de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, diez de abril de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XLII/2008. 
 

 

DELITOS FISCALES. EL ARTÍCULO 101 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, AL ESTABLECER LOS CASOS EN QUE NO PROCEDE 
LA SUSTITUCIÓN Y CONMUTACIÓN DE SANCIONES O CUALQUIER 
OTRO BENEFICIO A LOS SENTENCIADOS POR DICHOS ILÍCITOS, 
NO VIOLA EL ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La 
imposición y la sustitución y conmutación de las penas son instituciones 
diametralmente distintas entre sí, pues mientras aquélla tiene su 
fundamento en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y consiste en la privación de un bien, previamente 
prevista en la ley, impuesta por la autoridad judicial en virtud del proceso 
seguido al responsable de una infracción penal; el beneficio de la 
sustitución y conmutación de la pena, que es un privilegio que otorga el 
Estado al sentenciado para reemplazarla por otra de menor severidad, 
tiene su origen constitucional en el artículo 18, conforme al cual la 
Federación, a través del Congreso de la Unión, debe organizar el sistema 
penitenciario, lo que se traduce en la exigencia de elaborar disposiciones 
federales que prevean las condiciones en que las personas privadas de 
su libertad deben purgar sus condenas. Así, dicho órgano legislativo tiene 
amplias facultades para establecer los casos en que no procede conceder 
dichos privilegios, o dejar dicha determinación a discreción del juzgador, 
sin que aquél esté obligado a explicar su proceder, pues el derecho a la 
sustitución y conmutación de las penas no se encuentra reconocido como 
un derecho fundamental del sentenciado. En ese tenor, se concluye que 
el artículo 101 del Código Fiscal de la Federación, al establecer los casos 
en que no procede la sustitución y conmutación de sanciones o cualquier 
otro beneficio a los sentenciados por delitos fiscales, no viola el artículo 
21 de la Constitución Federal, ya que en este ámbito no hay afectación de 
derechos individuales, pues al tratarse de un privilegio que el legislador 
puede o no otorgar al reo, es evidente que la Carta Fundamental no 
concede a los sentenciados el derecho inviolable a que se sustituya por 
otras medidas la pena de prisión que una sentencia firme les ha impuesto, 
o a que se les aplique una condena condicional en lugar de la ordinaria 
determinada por el Juez. Esto es, si dichos privilegios no forman parte del 
sistema para la imposición de las penas, es inconcuso que las 
condiciones que el legislador establezca para otorgar o no las citadas 
prerrogativas no pueden violar garantías individuales.  
 
Amparo directo en revisión 1092/2007. 12 de septiembre de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Joaquín 
Cisneros Sánchez.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintitrés de abril de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veinticuatro de abril de dos mil ocho. Doy 
fe. 
 
HAGH/rfr. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    XLIII/2008. 
 
 
 

RENTA. EL ARTÍCULO 163 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
NO VIOLA LA GARANTÍA DE EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2006). El citado artículo establece que quienes perciban 
ingresos por la obtención de premios de loterías, rifas, sorteos y 
concursos organizados en territorio nacional, calcularán el monto del 
impuesto sobre la renta aplicando la tasa del 1% sobre el valor del premio 
correspondiente a cada boleto o billete entero, sin deducción alguna, 
siempre que las entidades federativas no graven con un impuesto local 
los ingresos referidos, o el gravamen establecido no exceda del 6%, y que 
la tasa será del 21%, en aquellas entidades federativas que apliquen un 
impuesto local sobre los ingresos a que se refiere ese párrafo, a una tasa 
que exceda del 6%. Esto es, si bien el indicado precepto prevé diferentes 
tasas sobre las cuales se paga el impuesto sobre la renta, no viola la 
garantía de equidad tributaria contenida en la fracción IV del artículo 31 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que dicha 
distinción atiende a un motivo objetivo y razonable consistente en 
subsanar problemas de competencia entre entidades federativas y 
permitirles una fuente adicional de ingresos tributarios, según se advierte 
de los dictámenes de las Cámaras de Diputados y de Senadores de 26 de 
noviembre de 1996 y 3 de diciembre del mismo año, respectivamente, 
formulados para la reforma del artículo 130 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, que es el antecedente del diverso 163. Además, los principios 
constitucionales en materia tributaria no permiten asumir que exista un 
sistema de tasas o tarifas justas per se, pues la determinación de la 
justicia en la tributación debe considerar que: a) la delimitación de la tasa 
máxima forma parte del ámbito amplio de configuración política que el 
Tribunal Constitucional debe reconocer al legislador; b) dicha delimitación 
puede tomarse considerando al sistema tributario en lo general, de 
manera que la tasa máxima del impuesto sobre la renta puede obedecer a 
la definición de la tasa aplicable en otros gravámenes; c) el fenómeno 
financiero público no se agota en la propia recaudación, sino que su 
análisis también debe abarcar la forma en que se distribuye el gasto 
público; y, d) el “sacrificio” que la tributación puede significar en cada caso 
es un elemento eminentemente subjetivo con base en el cual podrían 
llegar a desprenderse postulados generales, mas no estructuras técnicas 
ni parámetros de medición que pretendan ser objetivos y aplicables en la 
práctica. En este contexto, la Constitución Federal no otorga los 
elementos que permitan a este Alto Tribunal emitir un pronunciamiento 
definitivo sobre la suficiencia o corrección del tipo tributario al que debe 
ajustarse el gravamen y, por tanto, el juicio relativo a su equidad debe 
limitarse a verificar si en la tributación se justifica el trato desigual entre 
los gobernados, conforme a una tasa cuya apreciación y medida 
corresponden al Congreso de la Unión. 
 

Amparo en revisión 9/2008. María Raquel Sánchez Villarreal y otra. 6 de 
febrero de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 



 
 

 
 

 

la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de veintitrés  de abril  de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veinticuatro de abril de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA  XLIV/2008. 

 
 
ORDEN DE CATEO. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE LA SECRETARIA 
DE ACUERDOS DE UN ÓRGANO JURISDICCIONAL CERTIFIQUE 
UNA COPIA DE AQUÉLLA PARA SER ENTREGADA AL MINISTERIO 
PÚBLICO, NO LA TORNA INCONSTITUCIONAL POR CONSIDERAR 
QUE CARECE DE FIRMAS. Entre los requisitos exigidos por el artículo 
16, párrafo octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos para la práctica de la orden de cateo, están los relativos a que 
se emita por una autoridad judicial y que conste por escrito. Por tanto, la 
circunstancia de que la secretaria de acuerdos de un órgano 
jurisdiccional, en ejercicio de sus facultades, certifique una copia de dicha 
orden para ser entregada al Ministerio Público, no la torna inconstitucional 
por considerar que carece de firmas, en razón de que es suficiente que se 
haga constar que las fojas expedidas coinciden fiel y legalmente con las 
que se obtuvieron; de ahí que si del texto que se certifica se aprecia que 
el juez resolvió emitir la orden de mérito y que así lo firmó ante la 
presencia de la secretaria que autoriza y da fe, ello es suficiente para 
tener por cumplidos los requisitos constitucionales mencionados. 
 

Amparo directo en revisión 270/2008. 2 de abril de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintitrés de abril de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veinticuatro de abril de dos mil ocho. Doy 
fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
 

TESIS AISLADA  XLV/2008. 
 

SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 251, FRACCIÓN XXXVII, DE LA LEY 
RELATIVA, AL ESTABLECER QUE EL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL TENDRÁ LAS DEMÁS FACULTADES Y 
ATRIBUCIONES QUE LE OTORGUEN LA PROPIA LEY Y DIVERSAS 
DISPOSICIONES LEGALES, NO VIOLA LAS GARANTÍAS DE 
LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. La fracción aludida, al 
establecer que el Instituto Mexicano del Seguro Social tendrá las demás 
facultades y atribuciones que le otorguen la propia Ley, sus reglamentos y 
cualquier otra disposición aplicable, no viola las garantías de legalidad y 
seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues tal remisión no provoca 
incertidumbre a los gobernados en tanto que el objetivo de aquella 
disposición es tener una adecuada integración del sistema jurídico. Así, 
cuando el referido Instituto emita un acto basado en facultades no 
previstas expresamente en las fracciones I a XXXVI del mencionado 
artículo 251, deberá invocar el fundamento legal del cual deriva la 
atribución con que actúa, lo que permitirá conocer y, en su caso, 
impugnar los preceptos correspondientes. 

 

Amparo en revisión 117/2008. Fernández Editores, S.A. de C.V. 23 de 
abril de 2008. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de catorce de mayo de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, quince de mayo de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XLVI/2008. 

 

EXTRANJEROS. LOS ARTÍCULOS 37 Y 60 DE LA LEY GENERAL DE 
POBLACIÓN, ASÍ COMO LOS NUMERALES 106 Y 139 DE SU 
REGLAMENTO, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE IGUALDAD ANTE LA 
LEY, EN RELACIÓN CON LA GARANTÍA DE LIBERTAD DE 
TRABAJO. Acorde con la tesis 1a./J. 55/2006, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, 
septiembre de 2006, página 75, con el rubro: “IGUALDAD. CRITERIOS 
PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL.”, para determinar si una diferencia de trato 
introducida por el legislador o cualquier autoridad normativa es o no 
legítima, es necesario: 1) analizar si la distinción obedece a una finalidad 
objetiva y constitucionalmente válida; 2) examinar la racionalidad o 
adecuación de la diferencia; y, 3) determinar su proporcionalidad. En 
congruencia con lo anterior y tomando en cuenta que la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece previsiones 
específicas que diferencian la situación de los extranjeros y la de los 
mexicanos, se concluye que los artículos 37 y 60 de la Ley General de 
Población, así como los numerales 106 y 139 de su Reglamento, al 
otorgar un trato diferenciado para los extranjeros respecto de los 
nacionales,  las autoridades migratorias por requerir sólo a aquéllos la 
autorización de la Secretaría de Gobernación para poder laborar y para 
que se les otorgue cierta situación migratoria respecto a su estancia en el 
país, no violan el principio de igualdad ante la ley, en relación con la 
garantía de libertad de trabajo. Ello es así en tanto que, por un lado, las 
medidas gubernamentales encaminadas a controlar la entrada, salida y 
condiciones de permanencia de los extranjeros en el país genéricamente 
tienen sustento constitucional y, por el otro, los artículos indicados tienen 
relación con los fines legítimos de la política migratoria del país; además 
de que en esta materia es preciso reconocer al legislador un margen 
relativamente amplio. Sin embargo, se advierte que la idoneidad y 
proporcionalidad de los preceptos citados está estrictamente 
condicionada al modo en que se apliquen por las autoridades 
administrativas y judiciales competentes. Por ello, las autoridades 
migratorias deben fundamentar y motivar cuidadosamente las 
resoluciones por las cuales niegan a un extranjero el cambio de 
característica migratoria en un sentido que le permitiría desempeñar 
actividades remuneradas en el país, pues sólo así podrá determinarse –
cuando se interpongan los recursos existentes– si aquéllas están 
ejerciendo legítimamente el margen de apreciación concedido por la Ley y 
el Reglamento mencionados o si están obrando en forma arbitraria y 
abusiva. 
 
Amparo en revisión 169/2008. Karina Andrea Smidt. 23 de abril de 
2008. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
Rogelio Alberto Montoya Rodríguez.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de catorce de mayo de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, quince de mayo de dos mil ocho. Doy fe. 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS    AISLADA   XLVII/2008 
 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS. PARA DECLARARLA SIN MATERIA 
CUANDO UNO DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 
CONTENDIENTES INFORMA QUE ABANDONÓ SU CRITERIO, ES 
NECESARIO QUE ESTA CIRCUNSTANCIA SE HAYA PLASMADO EN 
UNA EJECUTORIA. No es obstáculo para resolver el fondo de una 
contradicción de tesis, la circunstancia de que posteriormente al trámite 
del expediente relativo, uno de los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes informe que después de una nueva reflexión abandona el 
criterio en contradicción. Lo anterior es así, porque sólo puede afirmarse 
que un Tribunal Colegiado se aparta de su propio criterio cuando plasma 
uno diverso en una ejecutoria; de ahí que para declarar sin materia una 
contradicción de tesis, es insuficiente la simple manifestación del órgano 
jurisdiccional en el sentido de que se apartó de su criterio, pues es 
necesario que exista una ejecutoria en la que se haya pronunciado sobre 
los argumentos que ahora dice sostener. 
 
 
Contradicción de tesis 13/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Penal del 
Segundo Circuito. 16 de abril de 2008. Cinco votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 
 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema 
de la contradicción planteada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de catorce de mayo de dos mil ocho.- 
México, Distrito Federal, quince de mayo de dos mil ocho.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA    XLVIII/2008 
 
 

APELACIÓN. ES INCONGRUENTE EL PROCEDER DEL TRIBUNAL DE 
ALZADA QUE CALIFICA DE INOPERANTES LOS AGRAVIOS Y NO 
OBSTANTE LOS ANALIZA Y DESESTIMA. El proceder de los tribunales 
de apelación consistente en calificar de inoperantes los agravios y no 
obstante analizarlos y desestimarlos es una conducta procesal 
incongruente, ya que si no se actualizan las hipótesis de la suplencia de la 
queja o la revisión oficiosa, una vez que el tribunal califica de inoperantes 
los agravios no debe tenerlos como válidos y analizarlos como si fueran 
suficientes, pues esa conducta procesal resulta contraria a la técnica 
jurídica del estudio de los agravios propuestos. 
 
 
Contradicción de tesis 98/2007-PS. Entre los criterios sustentados por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 16 de abril de 
2008. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema 
de la contradicción planteada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de catorce de mayo de dos mil ocho.- 
México, Distrito Federal, quince de mayo de dos mil ocho.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XLIX/2008. 
 
 
 

AUTOMÓVILES NUEVOS. EL PROCESO LEGISLATIVO QUE ORIGINÓ 
EL DECRETO DE REFORMAS AL ARTÍCULO 8o., FRACCIÓN II, DE 
LA LEY FEDERAL DEL IMPUESTO RELATIVO, PUBLICADO EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 DE DICIEMBRE DE 2005, 
NO VIOLA EL ARTÍCULO 72, INCISO E), DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Del citado 
proceso legislativo se advierte que la adición que dio lugar al texto del 
precepto mencionado fue realizada por la Cámara de Senadores (Cámara 
Revisora) y no por la de Diputados (Cámara de Origen); sin embargo, ello 
no lo torna violatorio del artículo 72, inciso e), de la Constitución Federal. 
Lo anterior es así, porque la racionalidad de dicho mandato constitucional 
radica en que ningún tipo de modificación (desechamiento, reforma o 
adición) quede sin deliberación por parte de las dos Cámaras integrantes 
del Congreso de la Unión, lo cual significa que cada una pueda objetar o 
cuestionar cualquier cambio realizado por la otra. De manera que si en un 
determinado caso no se lleva a cabo un debate activo o no se esgrime 
alguna objeción pero finalmente se genera la aprobación respectiva, es 
evidente que se ha cumplido con la intención del Constituyente, en tanto 
que éste ordena que: i) la Cámara Revisora envíe de regreso a la de 
Origen el proyecto de reforma con las modificaciones que haya realizado; 
y, ii) la Cámara de Origen discuta y, en su caso, apruebe las referidas 
modificaciones. Esto es, el texto constitucional no exige que la discusión 
de las modificaciones por parte de la Cámara de Origen se traduzca en 
una acción positiva de debate activo a través de oradores, dictámenes, 
etcétera, sino que ésta se pronuncie (aprobando o desaprobando, por 
mayoría de votos) respecto a las modificaciones realizadas por la Cámara 
Revisora. Por tanto, la discusión activa es un elemento contingente de la 
aprobación, ya que ésta puede darse sin que necesariamente ocurra la 
primera, sin que ello se traduzca en que la Cámara de Origen no haya 
estudiado las modificaciones propuestas por la Revisora, pues su 
aprobación supone un análisis que, con discusión activa o sin ella, da por 
agotada la oportunidad constitucional de objetar dichos cambios. 
 
Amparo en revisión 150/2008. Velmar Automotriz, S.A. de C.V. 16 de 
abril de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de veintiuno de mayo de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, veintidós de mayo de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   L/2008. 
 
 
 

CORREDORES PÚBLICOS. NATURALEZA JURÍDICA DE SU 
ACTIVIDAD Y ALCANCES DE LA FE PÚBLICA QUE LES OTORGA EL 
ESTADO. La actuación de los corredores públicos se constriñe a la mera 
intervención como asesores en diferentes transacciones de índole 
mercantil, como mediadores o consejeros de quienes celebran actos de 
comercio, y a dar testimonio de la legalidad de esos actos, es decir, a 
imprimirles fe pública; sin embargo, si bien es cierto que están facultados 
para autenticar y dar forma en términos de ley a los instrumentos en que 
se consignen actos y hechos jurídicos, los cuales al ser certificados por 
ellos adquieren eficacia erga omnes –con efectos generales–, también lo 
es que su actividad está sujeta a la potestad del legislador para 
restringirla o ampliarla a fin de garantizar su adecuado desarrollo y otorgar 
certeza y seguridad jurídica a los destinatarios de sus servicios, en 
beneficio del interés público. 
 
Amparo en revisión 1070/2007. Gamill Abelardo Arreola Leal. 5 de 
marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cuatro de junio de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, cinco de junio de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  L I/2008. 
 
 
 

FE PÚBLICA. SU NATURALEZA JURÍDICA. La fe pública es 
originalmente un atributo del Estado, en virtud de su imperio, que se 
ejerce a través de los órganos estatales, pues por disposición de la ley los 
fedatarios la reciben mediante la patente respectiva, y aunque conforme 
al sistema jurídico mexicano no forman parte de la organización del Poder 
Ejecutivo sí son vigilados por éste. Así, por medio de la fe pública el 
Estado garantiza que son ciertos determinados hechos que interesan al 
derecho; de ahí que deba considerarse como la garantía de seguridad 
jurídica que da el fedatario tanto al Estado como al particular, ya que al 
determinar que un acto se otorgó conforme a derecho y que lo 
relacionado con él es cierto, contribuye al orden público, a la tranquilidad 
de la sociedad en que se actúa y a dar certeza jurídica. 
 
Amparo en revisión 1070/2007. Gamill Abelardo Arreola Leal. 5 de 
marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cuatro de junio de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, cinco de junio de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LII/2008. 
 
 
 
CORREDURÍA PÚBLICA. LOS ARTÍCULOS 6o., FRACCIÓN V, Y 20, 
FRACCIONES XI Y XII, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLAN 
LA GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 24 DE MAYO DE 2006). Los citados artículos, 
reformados mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación  el 23 de mayo de 2006, al establecer que los corredores 
públicos están  impedidos  para  fungir como  fedatarios de  actos  
jurídicos mercantiles sobre inmuebles, no transgreden la garantía de 
irretroactividad de la ley tutelada por el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos pues, por un lado, dicha 
prohibición no afecta su patente para actuar como fedatarios públicos y, 
por el otro, en materia de facultades legales no opera la teoría de los 
derechos adquiridos o iura quaesita, en tanto que los corredores públicos 
son personas que por disposición de la ley reciben la fe pública del 
Estado por un acto de delegación a través de la patente correspondiente, 
es decir, están facultados para autenticar y dar forma en términos de ley a 
los instrumentos en que se consignen actos y hechos jurídicos, los cuales 
al ser certificados por aquéllos adquieren eficacia erga omnes –con 
efectos generales–; de ahí que su función contribuye al orden público, a la 
tranquilidad de la sociedad en que se actúa y otorga certeza jurídica. Esto 
es, el corredor público realiza o facilita la conclusión de negocios 
mercantiles ajenos y su actuación se constriñe a la mera intervención 
como asesor en diferentes transacciones de índole mercantil, como 
mediador o consejero de las partes que celebran actos de comercio, y a 
dar testimonio de la legalidad de esos actos; sin embargo, las particulares 
facultades en que se traduzca esta actuación han de determinarse y 
modificarse por la ley dentro de márgenes apreciables, por lo que es 
evidente que dicha actividad está sujeta a la potestad del Estado para 
restringirla o ampliarla a fin de garantizar su adecuado desarrollo. Así, 
partiendo del principio de interés público el legislador puede modificar y 
adecuar las potestades conferidas a los entes con el objeto de hacer 
operable la vida social, pues admitir que las facultades consagran 
derechos adquiridos limitaría indebidamente la función legislativa, la cual 
no debe quedar supeditada a un interés particular, sino obedecer en todo 
momento al interés común.  
 
Amparo en revisión 1070/2007. Gamill Abelardo Arreola Leal. 5 de 
marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cuatro de junio de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, cinco de junio de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LIII/2008. 
 

 

CORREDURÍA PÚBLICA. LOS ARTÍCULOS 6o., FRACCIÓN V, Y 20, 
FRACCIONES XI Y XII, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLAN 
LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DEL 24 DE MAYO DE 2006). Los citados artículos, reformados 
mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de 
mayo de 2006, al exceptuar a los corredores públicos para fungir como 
fedatarios de actos jurídicos no mercantiles sobre inmuebles, no 
transgreden la garantía de seguridad jurídica prevista en el artículo 14 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de 
que antes y después de la fecha indicada han exceptuado en ese sentido 
a los corredores públicos; de manera que la aludida reforma no cambió un 
estado de cosas sino que lo confirmó. 
 
Amparo en revisión 1070/2007. Gamill Abelardo Arreola Leal. 5 de 
marzo de 2008. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cuatro de junio de dos mil ocho.  
México, Distrito Federal, cinco de junio de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS  AISLADA   LIV/2008 

 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS. DEBE RESOLVERSE AUNQUE UNO DE 
LOS CRITERIOS CONTENDIENTES DERIVE DE UN AMPARO 
SEGUIDO EN LA VÍA INCORRECTA. Si se atiende a la razón de ser del 
procedimiento de unificación de criterios establecido en los artículos 197 y 
197-A de la Ley de Amparo, consistente en la generación de seguridad 
jurídica respecto a la interpretación del derecho a través de la resolución 
de las contradicciones de tesis, resulta inconcuso que aunque uno de los 
criterios contendientes derive de un amparo seguido en la vía incorrecta, 
debe resolverse el punto materia de la contradicción. Lo anterior es así, 
porque al existir interpretaciones legales diferentes entre tribunales 
colegiados de circuito respecto de la misma cuestión jurídica, en la 
decisión de los asuntos relativos puede seguirse un criterio u otro, 
dependiendo del tribunal que resuelva; de ahí que independientemente de 
que la vía seguida por un órgano jurisdiccional sea incorrecta, para los 
gobernados y los aplicadores del derecho ese es el criterio del tribunal 
sobre la materia, por lo que ante la posibilidad de diferentes 
interpretaciones y en aras de garantizar la seguridad jurídica, debe 
estudiarse el fondo de la cuestión a debate, sin que ello implique que la 
resolución de la contradicción respectiva convalide lo incorrecto de la vía, 
pues aquélla no afectará los asuntos de los cuales derivan las sentencias 
contradictorias, de conformidad con el indicado artículo 197-A. 
 
 
Contradicción de tesis 82/2007-PS. Entre las sustentadas por el Cuarto 
Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 31 de octubre de 2007. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio 
A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema 
de la contradicción planteada. 
 
 
Esta tesis se aparta del criterio sustentado en la tesis 1a. II/2000, de 
rubro: “CONTRADICCIÓN DE TESIS. CUANDO LOS CRITERIOS 
SUSTENTADOS POR LOS TRIBUNALES CONTENDIENTES DERIVEN 
DE UN PROCEDIMIENTO TRAMITADO EN VÍA INCORRECTA, NO ES 
EL CASO DE DEFINIR EL CRITERIO QUE DEBA PREVALECER.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XI, febrero de 2000, página 33.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de cuatro de junio de dos mil ocho.- México, 
Distrito Federal, cinco de junio de dos mil ocho.- Doy fe. 
 
HAGH*pmm 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LV/2008. 
 

 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL IMPEDIMENTO DE DOS O 
MÁS MAGISTRADOS DE CIRCUITO INTEGRANTES DEL MISMO 
TRIBUNAL. SE SURTE A FAVOR DEL TRIBUNAL COLEGIADO MÁS 
PRÓXIMO, CONFORME A LOS ARTÍCULOS 36 Y 37, FRACCIÓN VII, 
DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
Acorde con el último párrafo del artículo 36 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, cuando el impedimento afecte a dos o más de 
los magistrados integrantes de un tribunal colegiado de circuito, conocerá 
del asunto el tribunal más próximo, tomando en consideración la facilidad 
de las comunicaciones. Por su parte, la fracción VII del artículo 37 de 
dicha Ley establece que los tribunales colegiados de circuito son 
competentes para conocer de los impedimentos que en cualquier materia 
se susciten entre los magistrados de circuito, y que cuando el 
impedimento sea respecto de uno solo, lo conocerá su propio tribunal. En 
cambio, los artículos 68, fracción II, y 70 de la Ley de Amparo conceden 
competencia a las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para conocer de los impedimentos formulados contra magistrados de 
circuito. Así, aunque los indicados ordenamientos regulan la misma 
cuestión en distinta forma, en tanto que determinan diferentes 
competencias para conocer de los impedimentos aludidos, esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación advierte que la competencia en estos casos 
se surte a favor del tribunal colegiado de circuito más próximo, conforme a 
los artículos 36 y 37, fracción VII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Federación, pues según su exposición de motivos, su emisión tuvo por 
objeto continuar con la consolidación y fortalecimiento de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación como Tribunal Constitucional, lo cual inició 
con la reforma constitucional de 1994. Esto es, el legislador redistribuyó 
las competencias entre los órganos del Poder Judicial de la Federación, y 
en ese tenor suprimió de las atribuciones del Supremo Tribunal el 
conocimiento de los impedimentos de los magistrados de circuito, como 
se advierte de los artículos 10 y 11 de la citada Ley Orgánica, dejando 
para su conocimiento únicamente los impedimentos de los ministros que 
lo integran, y concedió a los tribunales colegiados la facultad de conocer y 
resolver los impedimentos de los magistrados de circuito suscitados en 
cualquier materia, en razón de su cercanía, es decir, por la facilidad en la 
comunicación entre estos órganos y para proteger el derecho fundamental 
de los gobernados para acudir ante tribunales que les administren justicia 
pronta y expedita, conforme al principio de economía procesal. Además, 
si se toma en cuenta que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación (publicada en el Diario Oficial de la Federación el 26 de mayo 
de 1995) es posterior a la Ley de Amparo (publicada el 10 de enero de 
1936), e incluso a las últimas reformas realizadas a los artículos 68 y 70 
de ésta (19 de febrero de 1951), es indudable que fue voluntad del 
legislador conceder a los tribunales colegiados de circuito la competencia 
para conocer y resolver de los impedimentos de los magistrados de 
circuito, y que ello se plasmó en un acto formal: la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, para instaurar un marco normativo idóneo que 
permitiera concretar la reforma integral al sistema de procuración de 
justicia. 
 

Reclamación 23/2008-PL. Ejido Creel, Municipio de Bocoyna, Estado de 
Chihuahua. 2 de abril de 2008. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José 



 
 

 
 

 

Ramón Cossío Díaz. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: 
Miriam Flores Aguilar. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de junio de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiséis de junio de dos mil ocho. Doy fe. 
 

 

 

 

 

 

 

 

HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LVI/2008. 
  

 
 
INHIBITORIA TRATÁNDOSE DE JUICIOS DE AMPARO. SU 
PROMOCIÓN ANTE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN ES IMPROCEDENTE. Si se toma en cuenta que la Ley de 
Amparo no prevé la institución de la inhibitoria como mecanismo para 
sustanciar competencias en los juicios de amparo ni en los recursos 
previstos para éstos, de los que conocen los jueces y tribunales federales, 
e incluso esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, resulta inconcuso 
que los artículos 34 a 38 del Código Federal de Procedimientos Civiles 
que aluden a dicha institución, no pueden aplicarse supletoriamente a la 
ley de la materia, en razón de que se refieren al trámite de las 
competencias entre jueces o tribunales de dos o más estados que 
conocen de los procesos de jurisdicción ordinaria, y no a la aplicación 
estricta y limitada en materia de amparo. Por tanto, si tales preceptos no 
facultan a la Suprema Corte para conocer de una solicitud de inhibitoria 
tratándose de los juicios de garantías, su promoción debe desecharse por 
improcedente, en virtud de que la Ley de Amparo, en su Libro Primero, 
Título Primero, Capítulo VI, prevé diversas reglas para determinar la 
competencia de los jueces y tribunales federales, así como para dilucidar 
los conflictos suscitados en esa materia; máxime si el artículo 124 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece como 
únicas facultades de los funcionarios federales las que expresamente les 
concede la propia Carta Magna, de ahí que sería contrario a dicho 
precepto constitucional el que una ley secundaria –como el ordenamiento 
adjetivo civil mencionado– otorgara a la Suprema Corte la facultad para 
conocer de una cuestión competencial distinta a las que limitada y 
expresamente le confiere la Constitución en su artículo 106, consistentes 
en dirimir las controversias que por razón de competencia se susciten 
entre los tribunales de la Federación, entre éstos y los de los estados o 
del Distrito Federal, entre los de un estado y los de otro, o entre los de un 
estado y los del Distrito Federal. 
 
Reclamación 38/2008-PL. Ejido Creel, Municipio de Bocoyna, Estado de 
Chihuahua. 9 de abril de 2008. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretario: Juan Carlos Moreno Correa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de veinticinco de junio  de dos mil 
ocho.  México, Distrito Federal, veintiséis de junio de dos mil ocho.  
Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LVII/2008. 
 
 

SALUD. EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 271 DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA NO INVADE EL ÁMBITO COMPETENCIAL DE 
TITULARIDAD ESTATAL CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 5o. DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
El citado precepto constitucional faculta a los estados para determinar en 
sus leyes cuáles profesiones requieren título para su ejercicio, las 
condiciones para obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo, lo cual 
es congruente con la fracción V del artículo 121 constitucional, que señala 
que los títulos profesionales expedidos por las autoridades de un Estado, 
con sujeción a sus leyes, deben ser respetados en los otros. Lo anterior 
permite que las legislaturas de las entidades federativas determinen los 
procesos y requisitos necesarios para el desempeño de las profesiones, 
pero no las faculta para normar sobre la materialidad e impacto de las 
actividades concretas desempeñadas con base en dichos títulos. Esto es, 
la regulación de los documentos habilitantes para el ejercicio de las 
profesiones es de titularidad estatal, mientras que la referida a la 
salubridad general es de competencia federal, conforme a los artículos 
4o. y 73, fracción XVI, constitucionales. En ese sentido, el segundo 
párrafo del artículo 271 de la Ley General de Salud, al establecer los 
requisitos que deben cumplir los profesionales en esta materia para 
realizar cirugías estéticas y cosméticas, no invade el ámbito competencial 
de titularidad estatal contenido en el artículo 5o. de la Constitución 
Federal, pues no regula alguna condición de acceso a la profesión 
médica, sino que, por un lado, se refiere en forma abstracta a los 
“profesionales de la salud”, categoría que se determina e individualiza 
según la legislación de cada estado y, por el otro, constituye un 
instrumento para asegurar y proteger a quienes reciben servicios de salud 
en materia de cirugías estéticas y cosméticas.  
 
 
Amparo en revisión 173/2008. Yaritza Lissete Reséndiz Estrada. 30 de 
abril de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de junio de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiséis de junio de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LVIII/2008. 
 
 

SALUD. EL ESTUDIO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE LA 
DISTINCIÓN PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
271 DE LA LEY GENERAL RELATIVA, DEBE SOMETERSE A UN 
ESCRUTINIO DE IGUALDAD ORDINARIO. El análisis de 
constitucionalidad del citado precepto, que establece los requisitos que 
han de cumplir los profesionales de la salud para realizar cirugías 
estéticas y cosméticas, cuya complejidad exige conocimientos 
especializados y determinados estándares de calidad, debe someterse a 
un escrutinio de igualdad ordinario porque la norma no introduce una 
clasificación legislativa articulada alrededor de alguna de las categorías 
mencionadas en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos como motivos prohibidos de discriminación, sino que 
distingue entre dos grupos de personas: los profesionales de la salud que 
tienen una especialidad médica registrada ante la autoridad educativa y 
los que no la tienen; de manera que el criterio de distinción utilizado no es 
de origen étnico o nacional, de género, edad, capacidades diferentes, 
religión, condición social, preferencias, estado civil o cualquier otro que 
atente contra la dignidad humana o tenga por objeto anular o menoscabar 
los derechos y libertades de las personas; de ahí que no hay razones 
para realizar un escrutinio estricto, ni siquiera desde la perspectiva de la 
naturaleza del derecho afectado, pues aunque la libertad de trabajo es 
una garantía individual, por un lado, se trata de un derecho que la propia 
Constitución Federal consagra en una fórmula cuya ambigüedad no llega 
a velar una directa alusión a una estructura regulativa condicionante y, por 
el otro, el citado artículo 271 no incide central y determinantemente en el 
derecho a elegir una profesión u oficio, en tanto que no establece una 
condición para el ejercicio de la profesión de médico, sino sólo los 
requisitos que deben satisfacer los profesionales de la salud  que deseen 
llevar a cabo cirugías estéticas y cosméticas. 
 
Amparo en revisión 173/2008. Yaritza Lissete Reséndiz Estrada. 30 de 
abril de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de junio de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiséis de junio de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LIX/2008. 
 
 

SALUD. EL ARTÍCULO 271, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. 
Conforme a la jurisprudencia 1a./J. 55/2006 publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, 
septiembre de 2006, página 75, con el rubro: “IGUALDAD. CRITERIOS 
PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL.”, y luego de un escrutinio ordinario se concluye que 
el artículo 271, segundo párrafo, de la Ley General de Salud no viola el 
principio de igualdad contenido en el artículo 1o., en relación con el 13, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ello es así, 
porque, en primer lugar, persigue una finalidad constitucionalmente 
admisible consistente en proteger la salud de quienes se sometan a 
cirugías estéticas y cosméticas, lo cual es acorde con el mandato de 
tutelar la garantía individual de protección a la salud establecido en el 
artículo 4o. constitucional. En segundo lugar, esta norma resulta racional 
para la consecución de dicha finalidad, pues se trata de una medida 
tendente a profesionalizar la oferta médica de cirugías estéticas y 
cosméticas, al exigir a los profesionales de la salud que las realizan que 
acrediten conocimientos especializados a través de un instrumento 
objetivo (un certificado de especialidad médica registrado ante la 
autoridad educativa), a fin de asegurar la calidad de sus servicios y las 
condiciones jurídicas adecuadas mediante el establecimiento de un 
sistema de control administrativo que exige la obtención de una licencia 
sanitaria para el lugar en que se realicen estos procedimientos, y una 
autorización de la Secretaría de Salud, conforme al reglamento 
correspondiente. Finalmente, se trata de un medio proporcional que evita 
el sacrificio innecesario de otros bienes y derechos, en tanto que la 
afectación a la libertad de trabajo que resienten los profesionales de la 
salud se justifica frente a la evaluación de los efectos que la 
profesionalización y el control de calidad en la oferta médica de cirugías 
estéticas y cosméticas tienen sobre el mantenimiento de la salud de los 
pacientes sometidos a esos procedimientos. 
 

Amparo en revisión 173/2008. Yaritza Lissete Reséndiz Estrada. 30 de 
abril de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de junio de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiséis de junio de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LX/2008. 
 

SALUD. EL ARTÍCULO 271, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. El citado precepto, al establecer los 
requisitos que los profesionales de la salud deben cumplir para realizar 
legalmente cirugías estéticas y cosméticas relacionadas con el cambio o 
corrección del contorno o forma de diferentes zonas o regiones de la cara 
y del cuerpo, no viola la garantía de irretroactividad de la ley contenida en 
el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Ello es así, porque conforme a la teoría de los derechos 
adquiridos, el indicado artículo 271 no tiene efectos retroactivos 
prohibidos respecto de los títulos profesionales expedidos, pues éstos no 
establecen condiciones permanentes e inamovibles para el ejercicio de la 
profesión que habilitan, en tanto que acorde con el artículo 5o. 
constitucional, los Estados no son competentes para normar la totalidad 
de las condiciones en que puede ejercerse una profesión. Esto es, las 
actividades que pueden realizarse con base en los títulos profesionales 
son heterogéneas y variables, y pueden impactar en ámbitos materiales 
de validez regulados en otros espacios constitucionales. Por tanto, los 
profesionales de la salud no tienen un derecho adquirido para ejercer su 
profesión en condiciones libres de toda regulación; máxime si se toma en 
cuenta que el despliegue de las profesiones repercute y determina el 
grado de disfrute de ciertas garantías constitucionales, como acontece en 
la relación de dependencia entre la protección de la salud prevista en el 
artículo 4o. constitucional y el ejercicio de la libertad de trabajo de los 
médicos. Además, tampoco existe dicha retroactividad desde la 
perspectiva de la teoría de los componentes de la norma, pues el 
precepto legal aludido introduce un contenido normativo que se proyecta 
íntegramente de forma prospectiva, sin afectar situaciones de hecho 
pasadas, es decir, el deber de acreditar los requisitos que establece 
vincula a sus destinatarios a partir de su entrada en vigor (20 de junio de 
2007), lo cual faculta a la autoridad administrativa a vigilar su 
cumplimiento hacia el futuro. 
 

Amparo en revisión 173/2008. Yaritza Lissete Reséndiz Estrada. 30 de 
abril de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de junio de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiséis de junio de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXI/2008. 
 

 
SALUD. EL ARTÍCULO 271, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY 
GENERAL RELATIVA NO VIOLA LAS PREVISIONES DE CARÁCTER 
ECONÓMICO CONTENIDAS EN EL ARTÍCULO 28 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
Si se toma en cuenta que dicho precepto constitucional establece una 
serie de previsiones de carácter eminentemente económico, resulta 
indudable que el artículo 271, segundo párrafo, de la Ley General de 
Salud, al señalar los requisitos que deben cumplir los profesionales de la 
salud para realizar cirugías estéticas y cosméticas, no viola el referido 
precepto constitucional, en virtud de que no introduce algún contenido 
propiamente económico, sino que se limita a establecer condiciones 
profesionales, las cuales no tienen como propósito regular el mercado 
médico, sino garantizar la protección de la salud de las personas. 
Además, se trata de una medida cuyo ámbito de aplicación se expande 
sobre los tres sectores de salud previstos en la Ley de la materia (público, 
social y privado), por lo que también comprende aquellos servicios 
médicos jurídicamente excluidos del mercado, es decir, los provistos por 
el sistema público de salud.  
 

Amparo en revisión 173/2008. Yaritza Lissete Reséndiz Estrada. 30 de 
abril de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de junio de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiséis de junio de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXII/2008. 
 
 
LEY GENERAL DE SALUD. EL ARTÍCULO 271, SEGUNDO PÁRRAFO 
NO VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA, ESTABLECIDA EN EL 
ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. El artículo 271, 
segundo párrafo de la Ley General de Salud no viola la garantía de 
audiencia, ya que no contempla ningún acto de naturaleza privativa, pues 
únicamente establece una serie de requisitos para que los profesionales 
de la salud obtengan una autorización que les permita realizar cirugías 
estéticas y cosméticas. La autorización que contempla el mencionado 
artículo abre una vía legal para que las personas obtengan la titularidad 
de una potestad para poder llevar a cabo determinados procedimientos 
médicos considerados peligrosos, cuya realización, como lo ha 
determinado esta Primera Sala, no debe considerarse un derecho 
adquirido dentro de la esfera jurídica de los profesionales de la salud, sino 
una mera expectativa de derecho. Lo anterior demuestra que el citado 
artículo, lejos de establecer un procedimiento privativo de derechos, 
regula una vía legal por la cual se puede adquirir una prerrogativa 
profesional que no estaba incorporada en la esfera de derechos de los 
profesionales de la salud. Por tanto, al consagrar un procedimiento para la 
adquisición de una habilitación jurídica y no un procedimiento para que la 
autoridad prive de un derecho, es evidente que no viola la garantía de 
audiencia. 
 

Amparo en revisión 173/2008. Yaritza Lissete Resendiz Estrada. 30 de 
abril de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de junio de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintiséis de junio de dos mil ocho. Doy fe. 
 

 

 

 

 

 

 

HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXIII/2008. 
 

 
DERECHO A LA SALUD. SU PROTECCIÓN EN EL ARTÍCULO 271, 
SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY GENERAL DE SALUD. El derecho a 
la salud, entre varios elementos, comprende: el disfrute de servicios de 
salud de calidad en todas sus formas y niveles, entendiendo calidad como 
la exigencia de que sean apropiados médica y científicamente, esto es, 
que exista personal médico capacitado, medicamentos y equipo 
hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, y condiciones 
sanitarias adecuadas. De lo anterior se desprende que para garantizar el 
derecho a la salud, es menester que se proporcionen con calidad los 
servicios de salud, lo cual tiene estrecha relación con el control que el 
Estado haga de los mismos. Esto es, para garantizar la calidad en los 
servicios de salud como medio para proteger el derecho a la salud, el 
Estado debe emprender las acciones necesarias para alcanzar ese fin. 
Una de estas acciones puede ser el desarrollo de políticas públicas y otra, 
el establecimiento de controles legales. Así, una forma de garantizar el 
derecho a la salud, es establecer regulaciones o controles destinados a 
que los prestadores de servicios de salud satisfagan las condiciones 
necesarias de capacitación, educación, experiencia y tecnología, en 
establecimientos con condiciones sanitarias adecuadas y en donde se 
utilicen medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprobados y 
en buen estado, tal como dispone el legislador ordinario en el artículo 271, 
segundo párrafo de la Ley General de Salud. 
 
Amparo en revisión 173/2008. Yaritza Lissete Reséndiz Estrada. 30 de 
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TESIS AISLADA  LXIV/2008. 
 
 
RESTRICCIÓN A LA LIBERTAD DE TRABAJO. EL ARTÍCULO 271, 
SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY GENERAL DE SALUD PREVÉ UNA 
RESTRICCIÓN VALIDA A LA LIBERTAD DE TRABAJO DE LOS 
MÉDICOS.  La libertad de trabajo no es absoluta y, como otros derechos 
fundamentales, admite restricciones. El juez constitucional al analizar 
esas restricciones para determinar si son válidas o no, debe comprobar 
que éstas satisfagan tres requisitos: a) que sean admisibles 
constitucionalmente, b) que sean necesarias, y c) que sean 
proporcionales. Si atendemos a que la práctica de la medicina no puede 
permanecer ajena a una regulación o control por parte del Estado, ya que 
el ejercicio de esta profesión necesariamente implica la probabilidad de 
afectación de derechos de terceros, entendemos que el segundo párrafo 
del artículo 271 de la Ley General de Salud, satisface el primero de los 
requisitos antes señalados al ser en principio una restricción de aquellas 
que son admisibles en el artículo 5º constitucional. Asimismo, satisface el 
segundo requisito, pues dicha regulación que puede considerarse como 
una restricción al derecho al trabajo para el ejercicio profesional de los 
médicos, se encuentra justificada y es necesaria para garantizar el 
derecho a la salud, que puede comprender de manera específica el 
establecimiento de medidas para garantizar la calidad de los servicios de 
salud, al concretarse a exigir a los médicos que quieran practicar cirugías 
estéticas y cosméticas a que satisfagan condiciones mínimas necesarias 
de capacitación, educación, experiencia y tecnología; y que las realicen 
en establecimientos con condiciones sanitarias adecuadas y en donde se 
utilicen medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprobados y 
en buen estado, es decir, a que ofrezcan servicios médicos de calidad, lo 
cual claramente protege el derecho a la salud. Finalmente, la medida 
prevista en el artículo 271, segundo párrafo, de la Ley General de Salud, 
satisface el tercer requisito de análisis para las restricciones a los 
derechos fundamentales, ya que es proporcional porque el grado de 
restricción sobradamente es compensada por los efectos benéficos que 
tiene desde una perspectiva preocupada por garantizar la práctica de las 
cirugías estéticas y cosméticas bajo los parámetros de profesionalización 
y calidad que garantizan la protección de la salud de los pacientes.  
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TESIS AISLADA  LXV/2008. 
 
 
 
DERECHO A LA SALUD. SU REGULACIÓN EN EL ARTÍCULO 4o. DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS Y SU COMPLEMENTARIEDAD CON LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. Este 
alto tribunal ha señalado que el derecho a la protección de la salud 
previsto en el citado precepto constitucional tiene, entre otras finalidades, 
la de garantizar el disfrute de servicios de salud y de asistencia social que 
satisfagan las necesidades de la población, y que por servicios de salud 
se entienden las acciones dirigidas a proteger, promover y restaurar la 
salud de la persona y de la colectividad. Así, lo anterior es compatible con 
varios instrumentos internacionales de derechos humanos, entre los que 
destacan el apartado 1 del artículo 25 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, que señala que toda persona tiene derecho a un 
nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el 
bienestar y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la 
asistencia médica y los servicios sociales necesarios; el artículo 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que 
alude al derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de 
salud física y mental, y refiere que los Estados deben adoptar medidas 
para asegurar la plena efectividad de este derecho; y el artículo 10 del 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de 
San Salvador", según el cual toda persona tiene derecho a la salud, 
entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y 
social. En ese sentido y en congruencia con lo establecido por el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, 
el derecho a la salud debe entenderse como una garantía fundamental e 
indispensable para el ejercicio de los demás derechos humanos y no sólo 
como el derecho a estar sano. Así, el derecho a la salud entraña 
libertades y derechos, entre las primeras, la relativa a controlar la salud y 
el cuerpo, con inclusión de la libertad sexual y genésica, y el derecho a no 
padecer injerencias, torturas, tratamientos o experimentos médicos no 
consensuales; y entre los derechos, el relativo a un sistema de protección 
de la salud que brinde a las personas oportunidades iguales para disfrutar 
del más alto nivel posible de salud. Asimismo, la protección del derecho a 
la salud incluye, entre otras, las obligaciones de adoptar leyes u otras 
medidas para velar por el acceso igual a la atención de la salud y los 
servicios relacionados con ella; vigilar que la privatización del sector de la 
salud no represente una amenaza para la disponibilidad, accesibilidad, 
aceptabilidad y calidad de los servicios; controlar la comercialización de 
equipo médico y medicamentos por terceros, y asegurar que los 
facultativos y otros profesionales de la salud reúnan las condiciones 
necesarias de educación y experiencia; de ahí que el derecho a la salud 
debe entenderse como un derecho al disfrute de toda una gama de 
facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar el 
más alto nivel posible de salud.  
 
 
Amparo en revisión 173/2008. Yaritza Lissete Reséndiz Estrada. 30 de 
abril de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
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TESIS AISLADA  LXVI/2008. 
 
 
RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. 
ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN 
CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS. Ningún derecho 
fundamental es absoluto y en esa medida todos admiten restricciones. Sin 
embargo, la regulación de dichas restricciones no puede ser arbitraria. 
Para que las medidas emitidas por el legislador ordinario con el propósito 
de restringir los derechos fundamentales sean válidas, deben satisfacer al 
menos los siguientes requisitos: a) ser admisibles dentro del ámbito 
constitucional, esto es, el legislador ordinario sólo puede restringir o 
suspender el ejercicio de las garantías individuales con objetivos que 
puedan enmarcarse dentro de las previsiones de la Carta Magna; b) ser 
necesarias para asegurar la obtención de los fines que fundamentan la 
restricción constitucional, es decir, no basta que la restricción sea en 
términos amplios útil para la obtención de esos objetivos, sino que debe 
ser la idónea para su realización, lo que significa que el fin buscado por el 
legislador no se pueda alcanzar razonablemente por otros medios menos 
restrictivos de derechos fundamentales; y, c) ser proporcional, esto es, la 
medida legislativa debe respetar una correspondencia entre la 
importancia del fin buscado por la ley, y los efectos perjudiciales que 
produce en otros derechos e intereses constitucionales, en el entendido 
de que la persecución de un objetivo constitucional no puede hacerse a 
costa de una afectación innecesaria o desmedida a otros bienes y 
derechos constitucionalmente protegidos. Así, el juzgador debe 
determinar en cada caso si la restricción legislativa a un derecho 
fundamental es, en primer lugar, admisible dadas las previsiones 
constitucionales, en segundo lugar, si es el medio necesario para proteger 
esos fines o intereses constitucionalmente amparados, al no existir 
opciones menos restrictivas que permitan alcanzarlos; y en tercer lugar, si 
la distinción legislativa se encuentra dentro de las opciones de tratamiento 
que pueden considerarse proporcionales. De igual manera, las 
restricciones deberán estar en consonancia con la ley, incluidas las 
normas internacionales de derechos humanos, y ser compatibles con la 
naturaleza de los derechos amparados por la Constitución, en aras de la 
consecución de los objetivos legítimos perseguidos, y ser estrictamente 
necesarias para promover el bienestar general en una sociedad 
democrática. 
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TESIS AISLADA   LXVII/2008. 
 
 

PRUEBA PERICIAL EN LOS JUICIOS MERCANTILES. EL ARTÍCULO 
1253, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, QUE PREVÉ SU 
DESECHAMIENTO ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE ALGUNO DE LOS 
REQUISITOS CONTENIDOS EN SU DIVERSA FRACCIÓN I, NO VIOLA 
LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. Conforme al artículo 1,253, fracciones I 
y II, del Código de Comercio, dentro de los juicios mercantiles las partes 
pueden ofrecer la prueba pericial dentro del término legal para ello, 
señalando con toda precisión la ciencia, arte, técnica, oficio o industria 
sobre la cual deba practicarse la prueba; los puntos sobre los que versará 
y las cuestiones que deben resolverse en ella, así como la cédula 
profesional, calidad técnica, artística o industrial del perito que se 
proponga, nombre, apellidos y domicilio, con la correspondiente relación 
entre la prueba y los hechos controvertidos; y si falta cualquiera de los 
anteriores requisitos, el juez desechará de plano la prueba en cuestión. 
Ahora bien, la circunstancia de que el citado precepto no instrumente un 
procedimiento de prevención aplicable antes de desechar la pericial 
cuando las partes incumplan con alguno de dichos requisitos, no las deja 
en estado de indefensión y, por tanto, no viola la garantía de audiencia 
prevista en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos porque, por un lado, el indicado artículo 1,253 permite a las 
partes aportar la prueba pericial, es decir, los requisitos que condicionan 
su ofrecimiento no restringen su capacidad probatoria, sino que sólo las 
constriñen a cumplir con una de las formalidades del procedimiento, sin 
que la prevención especial mencionada constituya una exigencia para el 
respeto de dichas formalidades y, por el otro, desde que se abre el juicio a 
prueba, las partes conocen tanto las exigencias bajo las cuales han de 
ofrecer la pericial, como la sanción aplicable en caso de incumplimiento. 
Además, la facultad del juzgador para desechar la pericial sin necesidad 
de prevenir al promovente para que subsane las omisiones en que haya 
incurrido se justifica porque tiene el propósito de evitar que los 
procedimientos mercantiles se prolonguen injustificadamente más allá de 
los términos previstos para el ofrecimiento y desahogo de pruebas, en 
observancia de la garantía de impartición de justicia pronta y expedita 
contenida en el artículo 17 constitucional. 
 

Amparo directo en revisión 267/2008. Alejandro de la Garza Contreras. 
14 de mayo de 2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández; en su ausencia hizo suyo el asunto Juan N. 
Silva Meza. Secretario: Juan Carlos Moreno Correa. 
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TESIS AISLADA   LXVIII/2008. 
 
 
 
COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 23 DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, AL ESTABLECER LA NATURALEZA DE LA 
COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA, NO VIOLA EL ARTÍCULO 
90 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. El citado precepto legal, al estatuir a la Comisión Federal 
de Competencia como un organismo desconcentrado de la Secretaría de 
Comercio y Fomento Industrial, hoy Secretaría de Economía, con 
autonomía funcional y técnica para, entre otros aspectos, dictar sus 
resoluciones, no viola el artículo 90 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque no crea un ente de diversa naturaleza 
a los órganos desconcentrados de la administración pública centralizada 
sino que, por el contrario, la subordinación jerárquica de la mencionada 
Comisión en relación con la Secretaría de Economía subsiste aun con la 
autonomía que le otorgó el legislador ordinario. Esto es, la autonomía 
funcional, operativa y para el dictado de las resoluciones conferida a la 
Comisión Federal de Competencia no transgrede el principio de 
subordinación jerárquica de los órganos desconcentrados de la 
administración pública centralizada, en tanto que los objetivos de la Ley 
que la rige atienden al bien jurídico tutelado por el artículo 28 
constitucional, pues protege el proceso de competencia y libre 
concurrencia mediante la prevención y eliminación de prácticas 
monopólicas y demás restricciones al funcionamiento eficiente de los 
mercados, con la finalidad de resguardar el interés general. Además, del 
propio orden constitucional y legal deriva la facultad del legislador para 
fijar las bases jurídicas necesarias para el eficaz funcionamiento de 
dichos órganos desconcentrados, lo cual consolida, en el caso, los 
objetivos de la Comisión aludida. 
 
Amparo en revisión 174/2007. Coca-Cola Femsa, S.A. de C.V. y otra. 24 
de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Secretarios: Alfredo Aragón Jiménez Castro, Beatriz J. Jaimes Ramos, 
Martha Elba Hurtado Ferrer, Fernando A. Casasola Mendoza y María 
Amparo Hernández Chong Cuy. 
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TESIS AISLADA  LXIX/2008. 
 

 
COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 24, FRACCIÓN II, DEL 
REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE REGULA LA 
FORMA DE ACREDITAR LA PERSONALIDAD DEL REPRESENTANTE 
LEGAL DEL DENUNCIANTE, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD PROCESAL (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 12 DE 
OCTUBRE DE 2007). El citado precepto reglamentario, vigente hasta el 
12 de octubre de 2007, al permitir que el denunciante justifique su 
personalidad con copia simple de los documentos que la acrediten, no 
vulnera el principio de equidad procesal entre las partes, en virtud de que 
no se está ante un procedimiento seguido en forma de juicio en el cual 
tenga la calidad de parte –como lo sería el actor en un procedimiento 
jurisdiccional–, sino de cualquier persona –en el caso de prácticas 
monopólicas absolutas– o del afectado –en las demás prácticas o 
concentraciones prohibidas por la ley– que denuncia por escrito ante la 
Comisión Federal de Competencia al probable responsable por la 
comisión de tales conductas, según lo establece el artículo 32 de la Ley 
Federal de Competencia Económica. Además, la razón por la cual el 
denunciante no se convierte en actor se debe a que el objetivo del 
referido procedimiento es que el Estado mantenga la estabilidad 
económica en la competencia de los mercados, es decir, se dirige a una 
generalidad: a todo el sector económico, y no al interés de un particular, 
incluso cuando aparentemente el afectado en primer plano sea el propio 
denunciante, pues al proteger a todo el sector también se le estará 
protegiendo, en tanto que los particulares que denuncian las prácticas 
monopólicas son los afectados mediatos, mientras que la sociedad en 
general lo es en forma inmediata. 
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TESIS   AISLADA   LXX/2008 
 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS. SELECCIÓN DE LA INTEPRETACIÓN 
LEGAL MÁS CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN. La Suprema Corte, 
como garante supremo de la eficacia jurídica de la Constitución, debe 
resolver cualquier asunto sometido a su conocimiento tomando en 
consideración la fuerza normativa superior de que gozan las previsiones 
de la Carta Magna. Dado que las contradicciones entre los criterios 
sustentados por los Tribunales Colegiados de Circuito emergen de 
manera típica en ámbitos o respecto de puntos en los que la 
interpretación de las leyes puede hacerse de varios modos, cuando esta 
Suprema Corte establece cuál de estas posibilidades debe prevalecer, 
uno de los elementos de juicio sin ninguna duda más relevantes debe ser 
el que evalúa cuál de ellas materializa de modo más efectivo, en el caso 
concreto, las previsiones constitucionales. Al desarrollar su labor, la 
Suprema Corte debe siempre tener presente el contenido de los 
imperativos constitucionales. Por ello, el contenido de la Constitución 
debe tenerse en cuenta no solamente en aquellas vías jurisdiccionales en 
las que el pronunciamiento de la Corte desemboca en la declaración de 
inconstitucionalidad de un acto o una norma, sino en la totalidad de tareas 
que tiene encomendadas, incluida la resolución de contradicciones de 
tesis. 
 
 
Contradicción de tesis 163/2007-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Civil del 
Séptimo Circuito. 09 de abril de 2008. Mayoría de tres votos. Disidentes: 
José de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema 
de la contradicción planteada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
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Distrito Federal, tres de julio de dos mil ocho.- Doy fe. 
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TESIS AISLADA  LXXI/2008 
 
 
EXTRADICIÓN INTERNACIONAL. LOS ARTÍCULOS 19, 20, 28 Y 30 DE 
LA LEY RELATIVA, AL FACULTAR A LA SECRETARÍA DE 
RELACIONES EXTERIORES PARA CONOCER DE ELLA Y 
RESOLVERLA EN DEFINITIVA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE 
DIVISIÓN DE PODERES. Si se toma en cuenta que el tercer párrafo del 
artículo 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que los requerimientos de extradición formulados por Estados 
extranjeros se tramitarán por el Ejecutivo Federal con base en la propia 
Carta Magna, en los tratados internacionales y en las leyes 
reglamentarias de la materia, resulta evidente que los artículos 19, 20, 28 
y 30 de la Ley de Extradición Internacional, al facultar a la Secretaría de 
Relaciones Exteriores para conocer y resolver en definitiva tales 
procedimientos, no violan el principio de división de poderes contenido en 
el artículo 49 constitucional, pues éste no implica reservar la emisión de 
todos los actos administrativos al Poder Ejecutivo ni los jurisdiccionales al 
Judicial, en tanto el otorgamiento de las facultades conferidas a cada uno 
de ellos por el Constituyente no atiende a un criterio material, sino que 
indistintamente los dotó de atribuciones que formalmente corresponden a 
un diverso poder, con la finalidad de lograr los contrapesos necesarios 
que permitan un equilibrio de fuerzas y un control recíproco. Además, es 
válido que sea la autoridad administrativa y no la judicial la que resuelva si 
se concede o no la extradición, ya que se trata de un acto que atañe a las 
relaciones con otros miembros de la comunidad internacional y, por tanto, 
debe regirse por el principio de reciprocidad, es decir, es un acto 
exclusivo de la soberanía nacional cuya decisión se reserva al criterio del 
Ejecutivo Federal porque constitucionalmente no necesita la sustanciación 
de un juicio previo ni la existencia de una controversia que deban resolver 
los tribunales de la Federación, pues en términos de la Norma 
Fundamental su participación se limita al dictado del auto que mande 
cumplir la requisitoria. 

 

Amparo en revisión 110/2008. Santiago Chávez Ayón. 28 de mayo de 
2008. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
Enrique Luis Barraza Uribe.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dos de julio de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, tres de julio de dos mil ocho. Doy fe. 
 

 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA   LXXII/2008 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS. ES INEXISTENTE SI UNO DE LOS 
TRIBUNALES CONTENDIENTES EMITIÓ SU CRITERIO CON BASE EN 
UNA DISPOSICIÓN LEGAL QUE EL OTRO TRIBUNAL NO TOMÓ EN 
CONSIDERACIÓN, POR NO EXISTIR EN LA LEGISLACIÓN 
RESPECTIVA. El Tribunal en Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha establecido que para que exista una contradicción de tesis 
se requiere, entre otros supuestos, que al resolver los asuntos materia de 
la denuncia los tribunales colegiados de circuito hayan llegado a 
conclusiones opuestas respecto a la solución de la controversia 
planteada, partiendo del estudio de los mismos elementos. En 
congruencia con lo anterior, si uno de los tribunales para emitir el criterio 
materia de la contradicción atendió a una disposición legal que no tomó 
en consideración el otro tribunal contendiente porque no existe en la 
legislación respectiva, es indudable que no se surten las condiciones 
necesarias para la existencia de la contradicción de tesis. 
 
 
Contradicción de tesis 71/2007-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo del Décimo Primer Circuito, Segundo del 
Vigésimo Segundo Circuito. Segundo en Materia Civil del Sexto Circuito, 
Primero del Noveno Circuito, Tribunal Colegiado del Décimo Tercer 
Circuito (actualmente Primero del mismo circuito) y Segundo en Materia 
Civil del Segundo Circuito. 16 de enero de 2008. Cinco votos. Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda 
Castro. 
 
 
Nota. Esta tesis no constituye jurisprudencia ya que no resuelve el tema 
de fondo de la contradicción planteada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de agosto de dos mil ocho.- México, 
Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXIII/2008. 
 

 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. EL 
ARTÍCULO 111, FRACCIÓN VII, DE LA LEY RELATIVA NO VIOLA LA 
GARANTÍA DE AUDIENCIA. La garantía de audiencia contenida en el 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
constituye un derecho de los particulares no sólo frente a las autoridades 
administrativas y judiciales, sino también ante el órgano legislativo, quien, 
para respetar ese principio, debe consignar en las leyes que emita 
instancias, recursos o medios de defensa que permitan a los gobernados 
ofrecer pruebas y alegar. De manera que para determinar si un 
ordenamiento legal respeta dicha garantía es necesario analizarlo 
conjunta y armónicamente. Así, el artículo 111, fracción VII, de la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, al establecer como 
requisito para interponer el recurso de inconformidad que las pruebas 
ofrecidas estén relacionadas con los hechos planteados en él, no viola la 
citada garantía, pues si bien es cierto que no prevé todo el cúmulo de 
formalidades que hacen posible la garantía de audiencia, también lo es 
que ello se advierte de los artículos 108, 109, 110, 111, 112, 113, 123, 
124, 125 y 128 de la Ley indicada. Ello es así, en tanto disponen que los 
gobernados afectados por actos de autoridades administrativas pueden 
interponer el recurso de inconformidad dentro del término de quince días 
hábiles, ofrecer y desahogar toda clase de pruebas, presentar alegatos e 
intentar el juicio de nulidad contra la resolución que recaiga a dicho 
recurso; además, se obliga al superior jerárquico de la autoridad que 
emitió el acto combatido a dictar resolución fundada y motivada al término 
de la audiencia de ley o dentro de los diez días hábiles siguientes a su 
celebración, y se ordena que la autoridad que conozca del recurso debe 
prevenir al recurrente que incumpla con alguno de los requisitos legales 
para que subsane cualquier irregularidad.  
 

Amparo directo en revisión 2147/2007. **********. 13 de febrero de 
2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto 
Ávila Ornelas.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de trece de agosto de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LXXIV/2008. 
 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. EL 
ARTÍCULO 111, FRACCIÓN VII, DE LA LEY RELATIVA NO VIOLA LA 
GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL. El derecho a la tutela 
jurisdiccional contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos no es absoluto, sino que debe ejercerse 
dentro de los márgenes establecidos por el legislador; de ahí que éste 
está facultado para establecer en las leyes condiciones o presupuestos 
procesales para hacer efectivo el acceso a la justicia, siempre y cuando 
encuentren sustento en los diversos principios o derechos consagrados 
en la Constitución y no lleguen al extremo de hacer nugatorio el derecho 
cuya tutela se pretende. Por tanto, la fracción VII del artículo 111 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, al establecer el 
requisito consistente en que las pruebas ofrecidas en el recurso de 
inconformidad deben estar relacionadas con los hechos planteados en él, 
no viola la citada garantía, ya que ello encuentra sustento en la garantía 
de seguridad jurídica al tener como objeto evitar que la autoridad 
administrativa deje de atender sin fundamento y motivo alguna probanza 
por estimar que con ella no se acredita la situación que pretende 
demostrarse, lo cual provee de certeza jurídica al gobernado, pues obliga 
a la autoridad a razonar el porqué la prueba acredita o no cierto hecho. 
Así, dicho requisito no niega el acceso a la justicia, pues primero, no priva 
al gobernado de la oportunidad de interponer el indicado recurso, sino que 
sólo lo constriñe a cumplir una condición necesaria para su trámite y, 
segunda, no hace nugatoria la garantía mencionada porque el artículo 
113 de la Ley citada establece la posibilidad de que el recurrente subsane 
las irregularidades del recurso, en virtud de la prevención que al efecto 
debe formular la autoridad que conozca de él. 
 
Amparo directo en revisión 2147/2007. **********. 13 de febrero de 
2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto 
Ávila Ornelas.  
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de trece de agosto de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXV/2008. 
 
 
 

PRUEBAS EN CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. REQUISITOS 
PARA TENERLAS POR ANUNCIADAS. Conforme al artículo 31 de la 
Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desecharán de 
plano las pruebas anunciadas por las partes cuando no guarden relación 
con la controversia o no influyan en la sentencia definitiva. Así, el 
legislador determinó que el periodo probatorio de las controversias 
constitucionales sólo se destinará a la preparación y desahogo de 
pruebas que efectivamente tengan trascendencia en su resolución, a fin 
de evitar la demora innecesaria en el desarrollo del procedimiento, cuyo 
objetivo primordial es reparar la regularidad constitucional que se estima 
afectada, a través de la declaración de invalidez de las normas o actos 
impugnados, cuando resulten contrarios a la Constitución. En ese sentido, 
para que las pruebas se tengan por anunciadas en una controversia 
constitucional es necesario que guarden relación con la litis planteada y 
que puedan influir en la sentencia que llegue a pronunciarse, pues de lo 
contrario se desecharán de plano. 
 
Recurso de reclamación 13/2008-CA, derivado de la controversia 
constitucional 84/2007. Estado de Tamaulipas. 14 de mayo de 2008. 
Mayoría de tres votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Disidente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretaria: Guillermina Coutiño Mata. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de trece de agosto de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA   LXXVI/2008. 
 
 
 
DERECHOS DE AUTOR. LOS ARTÍCULOS 2o., 231 Y 232 DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. El 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
prevé el derecho fundamental de igualdad, el cual consiste, 
medularmente, en que se trate igual a los iguales y desigual a los 
desiguales; de ahí que cuando la ley distingue entre dos o varios hechos, 
sucesos, personas o colectivos, es indispensable analizar si dicha 
distinción descansa en una base objetiva y razonable o si, por el contrario, 
constituye una discriminación arbitraria. Así, los artículos 2o., 231 y 232 
de la Ley Federal del Derecho de Autor que prevén el procedimiento de 
infracción seguido ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial por 
el uso de la imagen de una persona sin su autorización o la de sus 
causahabientes, el cual debe agotarse previo a ejercer la acción de daños 
y perjuicios en sede judicial, no violan el principio de igualdad, en razón 
de que los titulares de derechos de autor y quienes defienden derechos 
netamente civiles no se encuentran en un idéntico estatus jurídico, atento 
a que respecto de los primeros rige una especificidad por materia que 
exige ser regulada por una legislación particular. Por tanto, la 
circunstancia de que el legislador haya establecido un procedimiento para 
dirimir las infracciones administrativas cometidas contra derechos de 
autor, no solamente se significa como la construcción de una vía con 
suficiente idoneidad para los titulares de tales derechos que resientan 
alguna afectación, sino que ese despliegue legislativo corresponde a la 
sustancia de los derechos regulados en la Ley Federal del Derecho de 
Autor, cuya violación puede generar afectaciones a escala comercial o 
industrial (no netamente civil), que exigen un tratamiento altamente 
especializado, lo cual muestra la razonabilidad del trato diferenciado entre 
ambos sujetos de derecho. 
 
Amparo directo en revisión 1121/2007. **********. 21 de mayo de 2008. 
Mayoría de tres votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José 
Francisco Castellanos Madrazo. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de trece de agosto de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXVII/2008. 
 
 
DERECHOS DE AUTOR. LOS ARTÍCULOS 2o., 231 Y 232 DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE 
PODERES. Los artículos 2o., 231 y 232 de la Ley Federal del Derecho de 
Autor, al facultar al Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial para 
conocer y resolver el procedimiento de infracción por el uso de la imagen 
de una persona sin su autorización o la de sus causahabientes, no violan 
el principio de división de poderes contenido en el artículo 49, en relación 
con los numerales 90, 94 y 104, todos de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en razón de que no propician que el Poder 
Ejecutivo se reúna con el Legislativo, no altera la forma de desarrollo de la 
administración pública, tampoco desajusta la estructura del Poder 
Judicial, ni elimina la competencia de los tribunales de la Federación para 
resolver las controversias del orden criminal y civil; sino que, por el 
contrario, de la interpretación sistemática de los artículos 28 (que dota de 
base constitucional a la citada Ley) y 90 constitucionales, se advierte que 
la propiedad industrial y los derechos de autor, entre otras, son ramas 
jurídicas cuya aplicación y solución de los conflictos que en ellas se 
originen corresponden a la esfera del Poder Ejecutivo, esto es, se ubican 
en el derecho administrativo. Por tanto, si el mencionado Instituto es un 
órgano que pertenece a la administración pública federal descentralizada, 
es inconcuso que la facultad que le otorga la Ley Federal del Derecho de 
Autor para resolver el indicado procedimiento se ajusta plenamente al 
marco constitucional en la materia. 
 

Amparo directo en revisión 1121/2007. **********. 21 de mayo de 2008. 
Mayoría de tres votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José 
Francisco Castellanos Madrazo. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de trece de agosto de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.  Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 

 

HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXVIII/2008. 
 

 
DERECHOS DE AUTOR. LOS ARTÍCULOS 231 Y 232 DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA INCIDEN RAZONABLE Y 
PROPORCIONALMENTE EN EL DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL 
EFECTIVA. Conforme a los artículos 231 y 232 de la Ley Federal del 
Derecho de Autor, previo a acudir a la vía judicial para demandar la 
indemnización por daños y perjuicios por el uso de la imagen de una 
persona sin su autorización o la de sus causahabientes, es necesario 
agotar el procedimiento de infracción administrativa seguido ante el 
Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial. Ahora bien, aun cuando 
dichas disposiciones legales inciden en el derecho a la tutela judicial 
efectiva contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, ello es razonable y proporcional; en primer 
término, en virtud de que conforme al subprincipio de idoneidad, la 
instauración del procedimiento administrativo correspondiente es una 
medida adecuada para obtener el fin pretendido, consistente en lograr la 
emisión de una declaración administrativa que sirva de base para la 
demanda de daños y perjuicios en la vía civil; en segundo, porque 
conforme al subprincipio de necesidad, el mencionado procedimiento es 
el más benigno con el derecho fundamental intervenido, atento a que la 
obtención de la declaración de infracción administrativa se logra mediante 
un procedimiento sumario y especializado, mas no por conducto de un 
medio que retrasa irrazonablemente la posibilidad de acudir a la vía civil 
correspondiente y, en tercero, debido a que al tenor del subprincipio de 
proporcionalidad en sentido estricto, la instauración del procedimiento 
guarda una adecuada relación con el fin perseguido, en tanto que 
mediante su incoación, desarrollo y conclusión los sujetos afectados 
contarán con la declaración que les permita acudir ante la jurisdicción civil 
competente para acreditar los daños y perjuicios reclamados.  
 

Amparo directo en revisión 1121/2007. **********. 21 de mayo de 2008. 
Mayoría de tres votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José 
Francisco Castellanos Madrazo. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de trece de agosto de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.  Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 

 

 

 

 

HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA LXXIX/2008. 
 

 

DERECHOS DE AUTOR. LOS ARTÍCULOS 231 Y 232 DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA NO VIOLAN EL DERECHO A LA TUTELA 
JUDICIAL EFECTIVA. El artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos prevé el derecho a la tutela judicial efectiva, 
conforme al cual, toda persona tiene derecho a que se le administre 
justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos 
y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 
pronta, completa e imparcial. En ese sentido, los artículos 231 y 232 de la 
Ley Federal del Derecho de Autor, al establecer que debe obtenerse una 
declaración previa por parte del Instituto Mexicano de la Propiedad 
Industrial, sobre la existencia de infracciones en materia de comercio, 
como requisito indispensable para que prospere la acción de 
indemnización de daños y perjuicios que se intente en la vía civil, no 
violan el citado derecho constitucional. Por lo que lejos de implicar una 
denegación de justicia, el aludido procedimiento de infracción es un 
instrumento idóneo por virtud del cual no sólo el quejoso sino cualquiera 
que resienta una merma en sus derechos de autor, podrá obtener, de ser 
el caso, una declaratoria especializada que decrete la existencia de la 
infracción administrativa y, en vía de consecuencia, contar con los 
elementos jurídicos suficientes para acudir posteriormente a sede judicial 
para ejercer la acción de daños y perjuicios, con la certeza de que esa 
declaración administrativa, materialmente jurisdiccional, debe ser causa 
eficiente y determinante para que el juez decrete el monto de la 
indemnización correspondiente. 
 
Amparo directo en revisión 1121/2007. **********. 21 de mayo de 2008. 
Mayoría de tres votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José 
Francisco Castellanos Madrazo. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de trece de agosto de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.  Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 

 

 
 
HAGH/cop. 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXX/2008. 
 

 
 
DERECHOS DE AUTOR. LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE 
INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS EN LA VÍA 
JURISDICCIONAL REQUIERE UNA PREVIA DECLARACIÓN POR 
PARTE DEL INSTITUTO MEXICANO DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL, 
SOBRE LA EXISTENCIA DE INFRACCIONES EN LA MATERIA. Del 
examen del diseño normativo de la Ley Federal del Derecho de Autor, así 
como de su interpretación teleológica, con base en la exposición de 
motivos que acompañó el Presidente de la República a la iniciativa 
enviada a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, el 12 de 
noviembre de 1996, se advierte que las disposiciones reguladoras en la 
materia han alcanzado un alto grado de autonomía por especialización 
legislativa respecto de las normas del derecho civil y del mercantil, por lo 
que su aplicación administrativa corresponde a órganos del Poder 
Ejecutivo Federal, específicamente, al Instituto Nacional del Derecho de 
Autor y al Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial. De igual manera, 
se arriba a la convicción de que ha sido voluntad del legislador generar un 
procedimiento de naturaleza administrativa por medio del cual se 
resuelvan las infracciones en materia de derechos de autor y de comercio, 
con el objeto de establecer una diferenciación entre el incumplimiento de 
las obligaciones administrativas, en relación con los derechos autorales y 
la violación de dichos derechos en su concreción patrimonial en el campo 
de la industria y el comercio, distinguiendo para ello entre infracciones en 
materia de derechos de autor, reflejadas como las atentatorias de la 
regulación administrativa de los derechos autorales, y las infracciones en 
materia de comercio, vislumbradas como aquellas que se presentan 
cuando existe violación de derechos a escala comercial o industrial, que 
por su propia naturaleza requieren de un tratamiento altamente 
especializado, ágil y expedito. Además, respecto de los derechos 
previstos en la Ley Federal del Derecho de Autor opera el mismo principio 
de especialidad que rige a los derechos regulados en la Ley de la 
Propiedad Industrial y, por ende, la procedencia de la acción de 
indemnización por daños y perjuicios en la vía jurisdiccional requiere una 
previa declaración, en el procedimiento administrativo respectivo, por 
parte del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial sobre la existencia 
de infracciones en la materia. 
 

Amparo directo en revisión 1121/2007. **********. 21 de mayo de 2008. 
Mayoría de tres votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José 
Francisco Castellanos Madrazo. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de trece de agosto de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.  Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LXXXI/2008. 
 
 
 
DERECHOS DE AUTOR. LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS 
DICTADAS POR EL INSTITUTO MEXICANO DE LA PROPIEDAD 
INDUSTRIAL CON MOTIVO DEL PROCEDIMIENTO DE INFRACCIÓN 
ADMINISTRATIVA PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 231 Y 232 DE LA 
LEY FEDERAL RELATIVA, AL SER ACTOS MATERIALMENTE 
JURISDICCIONALES QUE CONSTITUYEN BASE Y PRUEBA FIRME 
DE LA EXISTENCIA DE UNA INFRACCIÓN, PUEDEN UTILIZARSE EN 
EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN INDEMNIZATORIA POR DAÑOS Y 
PERJUICIOS EN LA VÍA CIVIL. Aun cuando el Instituto Mexicano de la 
Propiedad Industrial no es un tribunal jurisdiccional sino un organismo 
descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, tiene la 
facultad de sustanciar los procedimientos de declaración de infracción 
administrativa por violación al artículo 87 de la Ley Federal del Derecho 
de Autor, por el uso indebido del retrato de una persona, emitiendo la 
resolución correspondiente, la cual implica un acto materialmente 
jurisdiccional suficiente y eficaz para constituir base y prueba firme de la 
existencia de la infracción, la que al ser un elemento altamente 
especializado, posteriormente puede utilizarse en el ejercicio de la acción 
de indemnización por daños y perjuicios en la vía civil; de ahí que esa 
declaración previa, lejos de perjudicar a quien considera violentados sus 
derechos autorales, lo beneficia, pues para que un hecho ilícito provoque 
responsabilidad civil, es menester que concurran los siguientes elementos 
de la responsabilidad: la comisión de un hecho, la producción de un daño 
moral o material en perjuicio de otra persona y una relación de causa y 
efecto entre los dos elementos anteriores. Así, el juez que conozca de la 
reclamación de daños y perjuicios deberá ponderar si éstos fueron 
producto directo de la infracción declarada por el Instituto Mexicano de la 
Propiedad Industrial y, en su caso, determinar el monto de la 
indemnización que en relación con la infracción de que se trata, 
corresponde a una cuantía que según el artículo 216 bis de la Ley citada, 
no puede ser inferior al cuarenta por ciento del precio de venta al público 
del producto original o de la prestación original de cualquier tipo de 
servicios que impliquen violación a alguno o algunos de los derechos 
tutelados en dicha Ley. 
 
Amparo directo en revisión 1121/2007. **********. 21 de mayo de 2008. 
Mayoría de tres votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José 
Francisco Castellanos Madrazo. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de trece de agosto de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.  Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 

HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

 

 
TESIS AISLADA   LXXXII/2008. 

 
 
CONCURSOS MERCANTILES. LA EXPEDICIÓN DE LA LEY 
RELATIVA, EN LA CUAL SE REGULAN LAS SUBASTAS DE 
INMUEBLES DE LOS COMERCIANTES, NO INVADE LA ESFERA 
COMPETENCIAL DE LAS LEGISLATURAS LOCALES. La facultad de 
las legislaturas estatales para regular el uso, goce y disfrute de los bienes 
inmuebles ubicados en su territorio debe interpretarse dentro del contexto 
del sistema constitucional, es decir, en concordancia con las 
disposiciones federales existentes en la materia y no aisladamente. En 
efecto, las leyes expedidas por el Congreso de la Unión cuyas 
disposiciones establezcan modalidades sobre la propiedad privada no 
violan la distribución de competencias contenida en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos cuando dichas modalidades 
tengan por objeto el interés público que legitime constitucionalmente su 
imposición e incidan en la materia competencial asignada al indicado 
Congreso. Así, la expedición de la Ley de Concursos Mercantiles, en la 
cual se regulan las subastas de inmuebles de los comerciantes sujetos a 
concurso, no invade la esfera competencial de las legislaturas locales, al 
encontrar su fundamento en las facultades implícitas conferidas al 
Congreso Federal por el artículo 73, fracción XXX, constitucional, cuyo fin 
es hacer efectiva la atribución expresa que le otorga el propio precepto en 
materia comercial; de ahí que guarda una referencia constitucional que 
debe interpretarse en armonía con el principio lex rei sitae, en virtud del 
cual los bienes muebles e inmuebles se rigen por la ley del lugar de su 
ubicación. Además, al ser el concurso mercantil un procedimiento 
especial, el aludido ordenamiento legal constituye un régimen de 
excepción justificado por el estado de insolvencia del comerciante, ya que 
atiende a sus características especiales y al carácter mercantil de su 
actividad, cuya regulación corresponde constitucionalmente al Congreso 
de la Unión. 
 
 
Amparo en revisión 194/2008. **********. 28 de mayo de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. 
Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de agosto de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

 
TESIS  AISLADA LXXXIII/2008 

 
 

ORDINARIO MERCANTIL. EN EL JUICIO RELATIVO LOS JUECES NO 
DEBEN ABSOLVER O CONDENAR A LAS PARTES SI NO 
ANALIZARON EL FONDO DE LA CONTIENDA. Si bien el artículo 1326 
del Código de Comercio establece que los jueces en los juicios 
mercantiles deben absolver o condenar cuando establezcan el derecho, 
ello no implica que al resolver los juicios ordinarios deban necesariamente 
utilizar sólo una de estas dos categorías de decisiones 
independientemente del tipo de razonamiento judicial que hayan llevado 
cabo. Lo anterior, pues es claro que la estructura que articula a este tipo 
de procedimientos obliga a concluir que la autoridad judicial puede hacer 
uso de una tercera categoría que es independiente a las otras dos: de 
improcedencia. Ello, pues los juicios ordinarios mercantiles se estructuran 
alrededor de tres aspectos que sugieren su existencia: 1) la división de 
dos planos analíticos: el referido a los presupuestos procesales y el 
referido al estudio de las acciones, excepciones y defensas de naturaleza 
no procesal, es decir, del fondo del asunto, 2) la ordenación existente 
entre estos últimos: el referido al fondo del asunto solamente se abre 
cuando el estrictamente procesal ha sido agotado y 3) su relación con el 
principio de congruencia: las decisiones de condena y absolución, 
referidas al fondo del asunto, no pueden surgir de un análisis agotado 
exclusivamente sobre los presupuestos procesales, al suponer 
necesariamente el estudio del fondo del litigio. Al ser esto así, debe 
concluirse que cuando los jueces no analicen el fondo del litigio no deben 
pronunciarse sobre la absolución o condena de las partes. 
 
 
Contradicción de tesis 32/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Noveno y Décimo, ambos en Materia Civil del 
Primer Circuito. 04 de junio de 2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
Nota. Esta tesis no constituye jurisprudencia ya que no resuelve el tema 
de fondo de la contradicción planteada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de agosto de dos mil ocho.- México, 
Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA  LXXXIV/2008. 

 
 
CONSOLIDACIÓN FISCAL. EL ARTÍCULO 68, FRACCIÓN I, INCISO E), 
DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE EN 2005, AL 
CONDICIONAR LA DISMINUCIÓN DE LAS PÉRDIDAS POR 
ENAJENACIÓN DE ACCIONES AL MONTO DE LAS GANANCIAS 
OBTENIDAS POR EL MISMO CONCEPTO, VIOLA LA GARANTÍA DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. Si bien es cierto que el 
mencionado precepto está contenido en el Capítulo VI “Del régimen de 
consolidación fiscal” de la Ley del Impuesto sobre la Renta, también lo es 
que esa circunstancia no torna inaplicables las disposiciones generales 
sobre los ingresos acumulables y deducciones autorizadas previstas en el 
Título II “De las personas morales”. En efecto, si el legislador reconoció 
que de la enajenación de acciones puede derivar una pérdida para el 
contribuyente, debió permitir que las personas morales que tributan en el 
régimen de consolidación fiscal la disminuyan de sus utilidades, 
independientemente del monto de las ganancias obtenidas por el mismo 
concepto, en razón de la lógica del impuesto sobre la renta, que en el 
caso de las personas morales constituye un sistema global o sintético, 
toda vez que conforme al artículo 17 de la Ley citada, están obligadas a 
acumular la totalidad de los ingresos en efectivo, en bienes, en servicios, 
en crédito o de cualquier otro tipo, que obtengan en el ejercicio, sin hacer 
distinción atendiendo a la fuente de la que provienen o a si ésta es o no 
su actividad principal. En este contexto, si para efectos de la acumulación 
no se distinguen los ingresos provenientes de conductas activas (como 
las empresariales en las que el contribuyente efectivamente participa 
materialmente) y de conductas pasivas (como las inversiones en negocios 
en que el contribuyente no participa materialmente), no existe razón 
objetiva para distinguir las deducciones relacionadas con unas y otras; de 
ahí que el artículo 68, fracción I, inciso e), de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta vigente en 2005, al condicionar la disminución de las pérdidas 
provenientes de la enajenación de acciones al monto de las ganancias 
obtenidas por ese concepto, viola la garantía de proporcionalidad 
tributaria contenida en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues tal limitante ocasiona que 
el impuesto a cargo de las personas morales que tributan en el régimen 
de consolidación no corresponda en su totalidad a su efectiva capacidad 
contributiva, ya que no se les permite disminuir un concepto lícito que, 
dada su naturaleza, debe tomarse en cuenta para calcular la base del 
gravamen. Lo anterior es así, porque se obliga a contribuir al gasto 
público conforme a una situación económica y fiscal que no refleja la 
auténtica capacidad contributiva de los gobernados, en tanto que deben 
determinar una utilidad que no refleja su operación, en el entendido de 
que las pérdidas que lleguen a reportar por la adquisición y enajenación 
de acciones afectarán su situación económica y, por ende, su capacidad 
contributiva. 
 
Amparo en revisión 182/2008. **********. 11 de junio de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Juan. N. Silva Meza. Secretaria: Guillermina Coutiño 
Mata. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 



 
 

 
 

 

la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de trece de agosto de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXXV/2008. 
 
 
 

AUTORIZADOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 27, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO. DEBE DESECHARSE POR 
IMPROCEDENTE EL RECURSO PROMOVIDO POR QUIEN SE 
OSTENTA CON TAL CARÁCTER, SI DE AUTOS SE ADVIERTE QUE 
NO TIENE RECONOCIDA PERSONALIDAD ALGUNA ANTE LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE. Conforme al citado artículo, el quejoso y 
el tercero perjudicado pueden designar autorizado para oír notificaciones 
en su nombre y facultarlo para interponer los recursos que procedan, 
ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión 
o diferimiento, pedir que se dicte sentencia para evitar la consumación del 
término de caducidad o prescripción y realizar cualquier acto necesario 
para la defensa de los derechos del autorizante. Sin embargo, si de los 
autos del juicio de amparo se advierte que la parte quejosa no designó 
autorizados en términos de dicho numeral y que el promovente, aun 
cuando se ostenta con tal carácter, no tiene reconocida personalidad 
alguna ante la autoridad responsable, es inconcuso que el recurso que 
haga valer a nombre del autorizante debe desecharse por improcedente, 
al carecer de legitimación para ello. 
 
Reclamación 242/2007-PL. **********. 31 de octubre de 2007. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo. 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de tres de septiembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, cuatro de septiembre de dos mil ocho. Doy 
fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 

 

 

 

 

HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    LXXXVI/2008. 
 

 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 37, TERCER PÁRRAFO, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, VIOLA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD EN LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES. Conforme 
al artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, las sanciones aplicables a los servidores públicos que por 
actos u omisiones incurran en alguna responsabilidad administrativa, 
consistirán en suspensión, destitución e inhabilitación, así como en 
sanciones económicas, las cuales deberán establecerse de acuerdo con 
los beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y 
perjuicios patrimoniales causados. Así, el citado precepto consagra el 
principio de proporcionalidad en la imposición de sanciones al establecer 
una variedad de éstas para que la autoridad sancionadora, tomando en 
consideración la responsabilidad, circunstancias del servidor público y 
antecedentes del infractor, entre otros aspectos, imponga la sanción 
correspondiente, es decir, señala que deben tomarse en cuenta diversas 
circunstancias a efecto de su individualización. En congruencia con lo 
anterior, se concluye que el artículo 37, tercer párrafo, de la Ley Federal 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, al 
sancionar con suspensión por un periodo de quince días naturales al 
servidor que no presente su declaración inicial en el plazo legal, viola el 
indicado principio de proporcionalidad, ya que constriñe a la autoridad 
administrativa a imponer siempre la misma sanción, sin importar la 
gravedad de la responsabilidad en que se incurrió, las circunstancias 
socioeconómicas del servidor público, su nivel jerárquico y antigüedad, las 
condiciones exteriores, medios de ejecución y reincidencia, sino que a 
todos los servidores públicos se les aplicará invariable e inflexiblemente la 
sanción especificada, lo cual impide el ejercicio de la facultad prudente del 
arbitrio para individualizar y cuantificar la temporalidad de la suspensión. 
 
Amparo en revisión 1046/2007. **********. 16 de enero de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Nínive Ileana 
Penagos Robles.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de tres de septiembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, cuatro de septiembre de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXXVII/2008. 
 

 
INCIDENTE DE INEJECUCIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. DEBEN 
DEVOLVERSE LOS AUTOS AL JUEZ DE DISTRITO SI ÉSTE NO 
AGOTÓ EL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 104 Y 
105 DE LA LEY DE AMPARO. Conforme a los citados artículos, luego de 
que cause ejecutoria la sentencia en que se concedió el amparo, el juez 
de distrito la comunicará por oficio a las autoridades responsables para su 
cumplimiento; si dentro de las veinticuatro horas siguientes a dicha 
notificación no quedare cumplida, requerirá de oficio o a instancia de parte 
al superior inmediato de la autoridad responsable para que la obligue a 
cumplir, y en caso de que no se obedeciere la ejecutoria deberá remitir el 
expediente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para los efectos 
del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Así, previo a declarar el incumplimiento de la 
sentencia, el juez debe verificar que se haya agotado el procedimiento 
mencionado, esto es, debe cerciorarse de que la autoridad responsable o 
su superior jerárquico tuvo conocimiento del requerimiento de 
cumplimiento para poder exigirlo. Por tanto, si del examen del expediente 
se advierte que una de las autoridades vinculadas al cumplimiento no fue 
debidamente notificada del proveído donde se declaró que el fallo 
protector no había quedado cumplido, pues no obra el acuse de recibo 
respectivo, ni constancia actuarial que acredite que dicha autoridad se 
negó a recibir el oficio, lo procedente es devolver los autos al juez de 
distrito a fin de que, a partir de dicho auto, subsane la omisión de 
notificación y regularice el procedimiento aludido. 
 

Incidente de inejecución 301/2008. **********. 28 de mayo de 2008. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: Etienne Luquet Farias. 
 

 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de tres de septiembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, cuatro de septiembre de dos mil ocho. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    LXXXVIII/2008 
 

 
IMPUESTOS GENERALES DE IMPORTACIÓN Y EXPORTACIÓN. LAS 
FRACCIONES ARANCELARIAS PREVISTAS EN LA LEY RELATIVA, 
RELACIONADAS CON EL PESCADO CONGELADO, NO VIOLAN EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. Si se toma en 
cuenta, por un lado, que el artículo 31 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos no establece como requisito que los 
gravámenes se impongan sólo sobre los ingresos, los bienes o el capital, 
sino respecto de cualquier aspecto que sea indicativo de capacidad 
contributiva y, por el otro, que las erogaciones por concepto de 
internación en el país de mercancías de procedencia extranjera 
constituyen manifestaciones de la riqueza de quienes realizan esa 
actividad, resulta inconcuso que las tasas del impuesto ad valorem 
establecidas en diversas fracciones arancelarias, relacionadas con el 
pescado congelado, previstas en la Ley de los Impuestos Generales de 
Importación y Exportación, no violan el principio de proporcionalidad 
tributaria contenido en la fracción IV del citado precepto constitucional, en 
tanto que se trata de un impuesto al gasto que grava el empleo de la 
riqueza, en la medida en que su utilización, a través de la erogación, 
refleja la capacidad contributiva del causante. Ello es así, porque 
conforme a la Ley Aduanera, la base gravable del impuesto general de 
importación es el valor en aduana de las mercancías, salvo los casos en 
que la propia ley establezca una distinta, y dicho valor es el de 
transacción, que es el precio pagado por esas mercancías, entendiéndose 
por este concepto el pago total que por ellas haya efectuado o vaya a 
efectuar el importador directa o indirectamente al vendedor o en beneficio 
de éste. De manera que si el ad valorem es el arancel expresado en 
términos porcentuales que se aplica sobre la base gravable, es decir, 
sobre el valor en aduana de las mercancías, es evidente que al fijar el 
indicado gravamen el legislador atendió al gasto, esto es, al monto del 
precio pagado por aquéllas, lo cual refleja en forma mediata la capacidad 
contributiva de los gobernados, pues quienes realicen más erogaciones 
por ese concepto pagarán más que quienes lo hagan en menor medida. 
 
Amparo en revisión 1686/2006. **********. 18 de abril de 2007. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Antonio Espinosa 
Rangel. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de diecisiete de septiembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, dieciocho de septiembre de dos mil ocho. 
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LXXXIX/2008. 
 
 
IMPUESTOS GENERALES DE IMPORTACIÓN Y EXPORTACIÓN. LA 
LEY RELATIVA NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
TRIBUTARIA. El citado principio, contenido en la fracción IV del artículo 
31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos requiere, 
por un lado, que el acto creador del impuesto emane del poder que 
conforme a la Ley Fundamental esté encargado de la función legislativa, a 
efecto de que sean los propios contribuyentes, a través de sus 
representantes, quienes determinen las cargas fiscales que deben 
soportar y, por el otro, que los caracteres esenciales del impuesto y la 
forma, contenido y alcance de la obligación tributaria estén consignados 
expresamente en la ley, de modo que no quede margen para la 
arbitrariedad de las autoridades exactoras, ni para el cobro de impuestos 
imprevisibles o a título particular. En ese sentido, se concluye que si bien 
es cierto que la Ley de los Impuestos Generales de Importación y 
Exportación no establece todos los elementos esenciales del tributo, sino 
sólo el relativo a la tasa o tarifa aplicable, también lo es que ello no la 
torna violatoria del indicado principio constitucional, en virtud de que el 
sujeto, objeto, base y época de pago están contenidos en la Ley 
Aduanera, que es la que regula los impuestos al comercio exterior. Así, 
cuando los contribuyentes del impuesto general de importación se 
ubiquen en alguna de las hipótesis previstas en el artículo 52 de la Ley 
Aduanera, deberán determinar la base del gravamen atendiendo a lo 
señalado en los numerales 56, 64 a 78-C y 80 de ese ordenamiento legal, 
y aplicar la tarifa a que se refiere la Ley de los Impuestos Generales 
mencionada, a fin de enterar el tributo causado con motivo de la 
introducción de mercancías al país, en las fechas a que alude el artículo 
83 de la propia Ley Aduanera; de ahí que al tratarse de disposiciones 
formal y materialmente legislativas, el contribuyente puede conocer con 
precisión los alcances de su obligación tributaria. 
 
Amparo en revisión 1686/2006. **********. 18 de abril de 2007. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Antonio Espinosa 
Rangel. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de diecisiete de septiembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, dieciocho de septiembre de dos mil ocho. 
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 



 
 

 
 

 

 
 

TESIS  AISLADA  XC/2008. 
 
 
EXTRANJEROS. LOS ARTÍCULOS 37 Y 60 DE LA LEY GENERAL DE 
POBLACIÓN, ASÍ COMO LOS NUMERALES 106 Y 139 DE SU 
REGLAMENTO, RESPETAN LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. El 
derecho de audiencia contenido en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos implica dar al gobernado la 
oportunidad de ser escuchado, es decir, de ofrecer y desahogar pruebas 
dentro de los procedimientos en que se involucran sus derechos 
adquiridos. Ahora bien, un derecho adquirido conlleva la introducción de 
un bien, una facultad o un provecho al patrimonio o esfera jurídica de una 
persona, mientras que una expectativa de derecho supone la pretensión o 
esperanza de que se realice una situación determinada que 
posteriormente genere un derecho, es decir, el primero constituye una 
realidad y la segunda corresponde a algo que en el mundo fáctico no se 
ha materializado; por lo que si una ley o acto concreto de aplicación no 
afecta derechos adquiridos sino simples expectativas de derecho, no 
transgrede el aludido derecho constitucional. En ese sentido, se concluye 
que los artículos 37 y 60 de la Ley General de Población, así como los 
numerales 106 y 139 de su Reglamento, al establecer que la Secretaría 
de Gobernación puede negar a los extranjeros la entrada, permanencia o 
regreso al país, o el cambio de calidad o característica migratoria, entre 
otras causas, cuando estime que se infringió la Ley, su Reglamento u 
otras disposiciones administrativas aplicables en la materia, y que para 
poder ejercer otras actividades, además de las que les hayan sido 
expresamente autorizadas, los extranjeros requieren el permiso de la 
mencionada dependencia, respetan la garantía de audiencia, por tratarse 
de expectativas de derecho. Esto es, si un extranjero tiene una 
determinada calidad o característica migratoria y solicita una distinta, el 
derecho adquirido es sólo respecto a la ya otorgada por la Secretaría de 
Gobernación y no en relación con la que pretende obtener; de ahí que al 
no tratarse de un derecho incorporado a su esfera jurídica, las referidas 
disposiciones no menoscaban derecho fundamental alguno. 
 
Amparo en revisión 1030/2007. **********. 16 de enero de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Martín Adolfo Santos 
Pérez. 
 
Amparo en revisión 11/2008. **********. 6 de febrero de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Antonio Espinosa 
Rangel. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de diecisiete de septiembre de dos mil 
ocho. México, Distrito Federal, dieciocho  de septiembre de dos mil 
ocho.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XCI/2008. 
 

 
EXTRANJEROS. LOS ARTÍCULOS 37 Y 60 DE LA LEY GENERAL DE 
POBLACIÓN, ASÍ COMO LOS NUMERALES 106 Y 139 DE SU 
REGLAMENTO, RESPETAN EL PRINCIPIO DE IGUALDAD ANTE LA 
LEY, EN RELACIÓN CON LA GARANTÍA DE LIBERTAD DE 
TRABAJO. El principio de igualdad, contenido en el artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no implica que 
todos los individuos deban encontrarse siempre en condiciones de 
absoluta igualdad, sino que frente a la ley reciban el mismo trato que 
aquellos que se encuentran en similar situación de hecho; de manera que 
no toda desigualdad de trato es violatoria de derechos constitucionales, 
sino sólo cuando distingue entre situaciones iguales, sin que exista para 
ello una justificación razonable y objetiva. En ese tenor y tomando en 
cuenta que acorde con los artículos 30 y 33 constitucionales la situación 
jurídica y de hecho de los extranjeros es distinta a la de los mexicanos, 
resulta evidente que aunque los artículos 37 y 60 de la Ley General de 
Población, así como los numerales 106 y 139 de su Reglamento, otorgan 
un trato diferenciado para los extranjeros respecto de los mexicanos, por 
requerir únicamente a aquéllos la autorización de la Secretaría de 
Gobernación para poder trabajar y obtener cierta calidad migratoria 
respecto a su estancia en el país, sí respetan el principio de igualdad ante 
la ley, en relación con la garantía de libertad de trabajo contenidos, 
respectivamente, en los artículos 1o. y 5o. constitucionales, ya que la 
referida desigualdad de trato no es artificiosa ni arbitraria, sino que 
proviene directamente del texto constitucional.  
 

Amparo en revisión 1030/2007. **********. 16 de enero de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Martín Adolfo Santos 
Pérez. 
 

Amparo en revisión 11/2008. **********. 6 de febrero de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Antonio Espinosa 
Rangel. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de diecisiete de septiembre de dos mil 
ocho. México, Distrito Federal, dieciocho de septiembre de dos mil 
ocho.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 

HAGH/cop. 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XCII/2008. 
 

 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE PREVISTA EN LA 
FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 76 BIS DE LA LEY DE AMPARO. ES 
IMPROCEDENTE CUANDO NO SE ACTUALIZA EN PERJUICIO DEL 
QUEJOSO LA HIPÓTESIS DE LA NORMA CUYA 
INCONSTITUCIONALIDAD SE COMBATE. Conforme a lo sostenido por 
el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al 
resolver la contradicción de tesis 25/2006-PL, de la que derivó la 
jurisprudencia P./J. 105/2007, de rubro: “SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE. CONDICIONES PARA QUE OPERE RESPECTO DE 
ACTOS CONCRETOS DE APLICACIÓN DE LEYES DECLARADAS 
INCONSTITUCIONALES POR JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (AMPARO INDIRECTO Y 
DIRECTO).”, la aplicación del acto reclamado constituye un presupuesto 
necesario para la procedencia de la suplencia de la queja deficiente, 
tratándose de leyes declaradas jurisprudencialmente inconstitucionales 
por este alto tribunal. Así, acorde con dicho criterio, es improcedente 
suplir la queja deficiente y, por ende, no es posible aplicar un criterio 
jurisprudencial que declare la inconstitucionalidad de una norma cuando 
la hipótesis prevista en ella no se actualiza en perjuicio del quejoso. 
 

Amparo directo en revisión 338/2008. **********. 30 de abril de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de diecisiete de septiembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, dieciocho de septiembre de dos mil ocho. 
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XCIII/2008. 
 

 

NOTIFICACIONES POR LISTA DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO 
DIRECTO A PERSONAS PRIVADAS DE SU LIBERTAD. SUPUESTOS 
EN QUE AL EXISTIR DOS O MÁS DE UNA MISMA RESOLUCIÓN, 
DEBE ATENDERSE A LA PRIMERA PARA TODOS LOS EFECTOS 
PROCESALES. De la interpretación sistemática de los artículos 28, 
fracciones II y III, 29 y 30 de la Ley de Amparo, se advierte que cuando 
las personas privadas de su libertad designen representantes o 
autorizados en el juicio de garantías, las resoluciones pueden 
notificárseles por medio de lista o personalmente, a juicio del juzgador. En 
ese sentido y tomando en consideración que la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha sostenido que si en una misma resolución consta que 
existen dos o más notificaciones, debe atenderse a la primera para todos 
los efectos procesales, se concluye que si una sentencia de amparo 
directo se notifica por medio de lista en dos o más ocasiones a una 
persona privada de su libertad, debe atenderse a la primera para todos 
los efectos procesales, siempre que: a) la autoridad que conozca del juicio 
de amparo no haya ordenado que tal resolución se notificara por alguna 
vía en particular;  b) el agraviado hubiere designado representante o 
autorizado en términos del artículo 27 de la Ley de la materia; y, c) la 
notificación haya cumplido con todos los requisitos establecidos en la Ley. 
Lo anterior es así, porque la primera notificación es un acto dotado de 
plena validez jurídica que no puede invalidarse o perder eficacia por una 
notificación posterior; además, con ello se otorga certeza jurídica a las 
demás partes del juicio y se respetan los objetivos primordiales de la 
notificación, consistentes en dar a conocer a los interesados las 
resoluciones de los juzgadores y fijar un punto de partida para el cómputo 
del plazo de las actuaciones procesales. 
 

Reclamación 185/2008-PL. 10 de septiembre de 2008. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de primero de octubre de dos mil 
ocho. México, Distrito Federal, dos de octubre de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 

HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XCIV/2008. 
 
 
INCONFORMIDAD. DEBE DECLARARSE FUNDADA CUANDO LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE SOSLAYA LOS LINEAMIENTOS 
EXPRESADOS EN LA PARTE CONSIDERATIVA DEL FALLO 
PROTECTOR. Si el tribunal colegiado de circuito concede el amparo para 
determinados efectos, los cuales quedan precisados en la parte 
considerativa del fallo protector, habrá de analizar exhaustivamente la 
sentencia dictada en cumplimiento a dicho fallo, pues si de los autos se 
advierte que la autoridad responsable no acató en sus términos la 
ejecutoria de amparo, resulta evidente que ésta no se ha cumplido y, por 
ende, la inconformidad promovida, en su caso, debe declararse fundada. 
Esto es, aun cuando el órgano colegiado haya otorgado libertad de 
jurisdicción a la autoridad responsable, ésta no debe soslayar los 
lineamientos señalados en la ejecutoria, ya que tales consideraciones 
constituyen las razones jurídicas que sustentan la decisión de la potestad 
jurisdiccional federal. 
 
Inconformidad 196/2008. ********** 10 de septiembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de primero de octubre de dos mil 
ocho. México, Distrito Federal, dos de octubre de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

 TESIS AISLADA   XCV/2008. 
 
 

COMUNICACIONES PRIVADAS. NO SE VULNERA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL A SU INVIOLABILIDAD CUANDO LOS PROPIOS 
INTERLOCUTORES REVELAN EL CONTENIDO DE UNA 
COMUNICACIÓN EN LA QUE PARTICIPARON Y DE LA CUAL PUEDE 
DERIVAR EL DESPLIEGUE DE UNA CONDUCTA DELICTIVA 
(INTERPRETACIÓN DE LOS PÁRRAFOS NOVENO Y DÉCIMO DEL 
ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS VIGENTE HASTA EL 18 DE JUNIO DE 2008). 
Conforme al citado precepto constitucional, el derecho público subjetivo y, 
por tanto, fundamental de la inviolabilidad de las comunicaciones privadas 
es relativo, en tanto que la autoridad judicial federal puede autorizar su 
intervención, mediante el cumplimiento de determinados requisitos. Ahora 
bien, la intervención a que alude dicha norma se dirige a los sujetos que 
no llevan a cabo la comunicación respectiva, es decir, a quienes no son 
comunicantes o interlocutores, pues una vez colmados los requisitos 
legales para efectuar la intervención relativa, sólo la autoridad judicial 
federal puede autorizarla, a petición de la autoridad federal facultada por 
la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa 
correspondiente. De manera que si el indicado derecho fundamental es 
oponible tanto a las autoridades como a los individuos, resulta evidente 
que no se vulnera cuando los propios interlocutores revelan el contenido 
de una comunicación de la que puede desprenderse el despliegue de una 
conducta delictiva. Esto es, lo que prohíben los párrafos noveno y décimo 
del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, vigente antes de la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de junio de 2008, es que un tercero ajeno a los 
comunicantes o interlocutores, sin observar los términos y las condiciones 
establecidas en el orden normativo, intervenga las comunicaciones 
privadas, pero no que dichos interlocutores revelen el contenido de la 
comunicación que sostuvieron con otros, de cuya información se advierta 
algún evento o conducta penalmente relevantes, por lo que en estos 
casos los resultados de tales intervenciones pueden tener valor probatorio 
en juicio. 
 
Amparo en revisión 481/2008. 10 de septiembre de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de primero de octubre de dos mil 
ocho. México, Distrito Federal, dos de octubre de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XCVI/2008. 
 

 

 
RENTA. EL ARTÍCULO 11, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA AL PREVER EL MECANISMO PARA ACREDITAR EL 
TRIBUTO PAGADO POR DISTRIBUCIÓN DE DIVIDENDOS 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2002). El impuesto sobre la renta y el 
impuesto al activo son complementarios, pero como lo ha sostenido la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, tal complementariedad se limita 
al aspecto financiero de los tributos y al efecto de la recaudación, sin que 
trascienda a los ordenamientos que los establecen, toda vez que al tener 
elementos propios, ambos tributos son distintos. Ahora bien, tratándose 
del impuesto sobre la renta pagado por dividendos, el sujeto obligado es 
la persona moral que los distribuye y el objeto lo constituyen los ingresos 
(ganancias) respecto de los cuales dicho contribuyente no ha pagado 
impuesto alguno o difirió una parte del ejercicio en que se generaron, y no 
las ganancias distribuidas (dividendos), es decir, los ingresos reales 
respecto de los cuales no se ha enterado impuesto alguno o se hubiere 
diferido una parte causan el gravamen respectivo al distribuirlos a los 
socios o accionistas vía dividendos. Así, el hecho de que las personas 
morales que distribuyen dividendos y pagan impuesto sobre la renta por 
ello, no puedan acreditarlo contra el impuesto al activo del mismo ejercicio 
en que se hace tal repartición, sino sólo respecto al pagado sobre su 
resultado fiscal, no desconoce su auténtica capacidad contributiva. En ese 
sentido, se concluye que el artículo 11, fracción I, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta vigente en 2002, no viola el principio de proporcionalidad 
tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el mecanismo que prevé 
para acreditar el impuesto pagado por distribución de dividendos contra el 
que llegue a causar el mismo contribuyente sobre su resultado fiscal en 
los tres ejercicios siguientes, permite reconocer el monto de lo pagado por 
aquel concepto y beneficiarlo conforme a la tasa efectiva del impuesto, en 
términos del artículo 10 de la Ley mencionada. 
 
 
Amparo directo en revisión 126/2008. **********. 12 de marzo de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan. N. Silva Meza. Secretaria: Guillermina 
Coutiño Mata.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de ocho de octubre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, nueve de octubre de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XCVII/2008. 
 

 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. LA AMONESTACIÓN PÚBLICA A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 13, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO 
CONSTITUYE UNA PENA INFAMANTE DE LAS PROHIBIDAS POR EL 
ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. La infamia prohibida por el citado precepto 
constitucional  es la sanción cuya consecuencia es el deshonor o el 
desprestigio público, y que derivado de ello afecta la vida jurídica y social 
del sancionado. En ese tenor, se concluye que la amonestación pública 
que como sanción por falta administrativa establece el artículo 13, 
fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos, no constituye una pena infamante de las prohibidas 
por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, toda vez que se trata de una reprensión que pretende evitar la 
reiteración de una conducta constitutiva de una falta administrativa. En 
efecto, si se toma en cuenta que el artículo 16, fracción I, de la Ley 
indicada dispone que la amonestación a un servidor público será 
ejecutada por su jefe inmediato, resulta evidente que el hecho de que el 
aludido artículo 13 prevea que la amonestación sea pública no tiene como 
consecuencia la afectación de la dignidad humana del sancionado, ni el 
deshonor o desprestigio público que permita equipararlo a la pena 
prohibida de infamia, ya que a partir de que se demuestra su 
responsabilidad en la realización de una falta administrativa, se le 
conmina a que no reitere la conducta respectiva, sin que tal exhortación 
tenga como finalidad deshonrarlo o desprestigiarlo jurídica y/o 
socialmente. 
 
Amparo en revisión 138/2008. **********. 9 de abril de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Juan. N. Silva Meza. Secretaria: Guillermina Coutiño Mata.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de ocho de octubre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, nueve de octubre de dos mil ocho.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XCVIII/2008. 
 
 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. CUANDO EL MINISTRO 
INSTRUCTOR ADMITE LA DEMANDA YA NO PUEDE, DURANTE EL 
DESARROLLO DEL PROCESO, HACER DETERMINACIÓN ALGUNA 
SOBRE SU IMPROCEDENCIA. De los artículos 24 a 36 de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que rigen la etapa de 
instrucción de las controversias constitucionales, se advierte que el único 
momento procesal en que el Ministro instructor pude pronunciarse sobre 
la improcedencia de la controversia es cuando examina el escrito de 
demanda. Ello es así, dado que de no encontrar algún motivo manifiesto  
e indudable de improcedencia deberá admitirla, y no será sino una vez 
concluida la audiencia cuando someta a la consideración del Tribunal en 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de la Sala 
respectiva –esta última hipótesis conforme al punto cuarto del Acuerdo 
Plenario 5/2001– el proyecto de resolución correspondiente, para que sea 
el Pleno o la Sala quienes determinen si en el caso se actualiza o no una 
causa de improcedencia. En ese sentido, se concluye que cuando el 
Ministro instructor admite una demanda ya no podrá, durante el desarrollo 
del proceso, hacer determinación alguna sobre su improcedencia, al no 
existir en la Ley citada disposición que así lo autorice. 
 
Recurso de reclamación 70/2007-PL, derivado de la controversia 
constitucional 153/2006. Municipio de Cihuatlán, Estado de Jalisco. 18 de 
abril de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Martín Adolfo 
Santos Pérez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de octubre de dos mil ocho. México, 
Distrito Federal, nueve de octubre de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XCIX/2008. 
 
 

PROMOCIONES DE TÉRMINO. ES OPORTUNA SU PRESENTACIÓN 
ANTE LAS OFICINAS DE CORRESPONDENCIA COMÚN, FUERA DEL 
HORARIO NORMAL DE LABORES DE LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES A LOS QUE SE DIRIGEN (ACUERDO GENERAL 
13/2007 DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL). 
Conforme a los artículos 4 y 29 del Acuerdo General 13/2007, del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal, que regula el funcionamiento, 
supervisión y control de las oficinas de correspondencia común de los 
tribunales de circuito y juzgados de distrito del Poder Judicial de la 
Federación –mediante el cual se abroga el diverso 23/2002–, el horario de 
funciones de las oficinas de correspondencia común será de las ocho 
horas con treinta minutos hasta las veinticuatro horas, en días hábiles, y 
auxiliarán a las oficialías de partes de cada uno de los órganos 
jurisdiccionales a los que prestan servicio en la recepción de los 
documentos dirigidos concretamente a cada uno de ellos, fuera del 
horario normal de labores y hasta las veinticuatro horas, en la inteligencia 
de que dicho auxilio se limitará a la recepción del documento y su entrega 
al órgano jurisdiccional a primera hora del día hábil siguiente. En 
congruencia con lo anterior, se concluye que es oportuna la presentación 
de las promociones de término ante las oficinas de correspondencia 
común, en su carácter de unidades auxiliares de recepción, fuera del 
horario normal de labores de los órganos jurisdiccionales a los que se 
dirigen. 
 
Inconformidad 190/2008. **********. 24 de septiembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto Rodríguez 
García. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de octubre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintitrés de octubre de dos mil ocho. Doy 
fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  C/2008. 
 

 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. EL ANÁLISIS DE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE UN PRECEPTO LEGAL ESTÁ 
CONDICIONADO A LA SUBSISTENCIA DE SU APLICACIÓN. 
Conforme a lo sostenido por el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la jurisprudencia P./J. 45/98, la precisión de los 
alcances de una declaratoria de nulidad requiere atender a la naturaleza 
jurídica del acto impugnado, a fin de determinar si deriva de un trámite 
que por ley exige un procedimiento forzoso o de uno en el que la 
autoridad tiene facultades discrecionales, pues en el primer caso, una vez 
decretada la nulidad del acto, con el objeto de no dejar en estado de 
incertidumbre jurídica al particular, la autoridad demandada debe dictar 
una nueva resolución, subsanando la violación detectada. Por tanto, si se 
declara la nulidad por vicios formales de la resolución impugnada, la 
autoridad demandada está obligada a dejarla insubsistente y, en su 
oportunidad, a dictar una nueva, debidamente fundada y motivada; de ahí 
que si el precepto legal cuya constitucionalidad se cuestiona fue aplicado 
en la resolución declarada nula e insubsistente, resulta evidente que el 
acto de aplicación también quedó insubsistente y, por ende, es 
jurídicamente imposible analizar su constitucionalidad. 

 
Amparo directo en revisión 1171/2008. **********. 1o. de octubre de 
2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo 
Soto. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de octubre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintitrés de octubre de dos mil ocho. Doy 
fe. 

 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 

 

 

 

HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA  CI/2008. 

 

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. DEBEN DECLARARSE 
INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN QUE ADUCEN LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE UN PRECEPTO LEGAL, CUANDO LA 
RESOLUCIÓN EN QUE SE APLICÓ QUEDA INSUBSISTENTE. El 
Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido que la nulidad de los actos impugnados ante la autoridad fiscal 
es la consecuencia de una declaración jurisdiccional que priva de todo 
valor a dichos actos cuando carecen de los requisitos formales o de fondo 
previstos en las leyes. Así, cuando ocurren violaciones de forma –como la 
falta de una debida fundamentación y motivación del acto de la autoridad 
administrativa–, la nulidad decretada por un tribunal contencioso 
administrativo aniquila totalmente los efectos del acto impugnado, lo que 
incluye la aplicación del precepto legal cuya constitucionalidad se 
cuestiona y, por tanto, los conceptos de violación aducidos al respecto 
deben declararse inoperantes, pues si la resolución impugnada, en la que 
se aplicó el precepto legal combatido, queda insubsistente a causa de la 
nulidad decretada, la misma suerte sigue el acto de aplicación, que 
constituye el presupuesto esencial indispensable para plantear su 
inconstitucionalidad. 

 
Amparo directo en revisión 1171/2008 **********. 1o. de octubre de 
2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo 
Soto.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de octubre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, veintitrés de octubre de dos mil ocho. Doy 
fe. 

 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 

 

 

 

HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA  CII/2008. 

 
 

FIDEICOMISO DE GARANTÍA. LA DESPOSESIÓN DE BIENES 
PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 1414 BIS 7 Y 1414 BIS 8 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO, NO CONSTITUYE UN ACTO PRIVATIVO, 
POR LO QUE NO SE RIGE POR LA GARANTÍA DE PREVIA 
AUDIENCIA. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha distinguido 
entre los actos privativos y los de molestia al establecer que los primeros 
son aquellos cuyo efecto es la disminución, menoscabo o supresión 
definitiva de un derecho del gobernado, previo cumplimiento de los 
requisitos contenidos en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, mientras que los segundos, no obstante 
afectar la esfera jurídica de los particulares, sólo restringen sus derechos 
provisional o preventivamente, por lo que se rigen por el artículo 16 
constitucional. En ese sentido, se concluye que la desposesión de bienes 
dados en fideicomiso prevista en los artículos 1414 Bis 7 y 1414 Bis 8 del 
Código de Comercio no constituye un acto privativo sino uno de molestia 
y, por ende, no se rige por la garantía de previa audiencia tutelada por el 
referido artículo 14 constitucional, pues aun cuando se afectan dichos 
bienes, ello no es definitivo. Lo anterior es así, porque las medidas a que 
se refieren las citadas disposiciones legales son provisionales y forman 
parte de un procedimiento judicial específico –contenido en el aludido 
artículo 1414 Bis 8– que eventualmente prevé los medios de defensa 
correspondientes ya que, por un lado, señala que el acreedor o a quien 
éste designe tendrá el carácter de depositario judicial e informará al 
juzgador el lugar en que permanecerán los bienes en tanto no sean 
vendidos, lo cual implica que la desposesión no es definitiva y, por otro 
lado, al ordenar el emplazamiento a juicio y otorgar un término para 
oponer excepciones, la propia norma permite al demandado defenderse y 
manifestar lo que a su derecho convenga antes del acto definitivo de 
privación, es decir, la venta del bien respectivo. 
 
Amparo en revisión 452/2008. **********. 3 de septiembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. 
Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de cinco de noviembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, seis de noviembre de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
HAGH/rfr. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CIII/2008. 

 

CUMPLIMIENTO SUSTITUTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. 
CONDICIONES PARA SU APLICABILIDAD MATERIAL. El hecho de 
que una autoridad jurisdiccional distinta a la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación señale que es imposible el cumplimiento de una sentencia de 
amparo, no implica que el alto tribunal sólo sea competente –desde una 
perspectiva declarativa– para ordenar el cumplimiento sustituto de tal 
resolución, ya que del análisis del ámbito material de la facultad prevista 
en el artículo 107, fracción XVI, segundo párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativo a la determinación de 
afectación grave a la sociedad o a terceros frente al beneficio económico 
que obtendría el quejoso con la ejecución de la sentencia concesoria, se 
llega a la convicción de que ésta debe cumplirse en sus términos y que, 
por tanto, no procede ordenar el cumplimiento sustituto. Ahora bien, el 
aspecto material mencionado conlleva evaluar los costos y beneficios que 
una determinada acción puede tener a partir de su expresión en una 
unidad comparable (normalmente mediante valores pecuniarios), para 
optar por la decisión que represente mayores beneficios netos, lo cual es 
posible tratándose de situaciones de cuantificación perfecta, esto es, 
cuando los elementos a comparar están definidos y la cuantificación 
numérica de los costos y beneficios es absoluta, pues en este caso la 
facultad se limita a comparar entre el valor de un curso de acción y otro, y 
decidir por el que represente el valor más alto. Sin embargo, dicho 
supuesto no siempre se actualiza, sea porque los elementos a contrastar 
no están completamente claros o porque es imposible asignarles un valor 
numérico preciso, pues algunos factores pueden no ser de índole 
económica o no tener referente en un valor pecuniario. De manera que si 
para permitir la ejecución sustituta de las sentencias de amparo el 
constituyente estableció un criterio que implica realizar un análisis costo-
beneficio, resulta necesario abordar el problema desde una dimensión 
cuantitativa o, al menos, darle la mayor dimensión posible. De esta 
manera, primeramente deben identificarse los bienes jurídicos relevantes 
en cada caso, así como los costos y beneficios que de ellos resulten 
también relevantes, y su adecuada relación respecto de los sujetos 
mencionados en el citado precepto constitucional, pues ello permitirá 
establecer, por ejemplo, el tipo de afectación que puede generar la 
ejecución, a quién afectará, de qué manera repercutiría en la sociedad, 
los beneficios reales que obtendría el solicitante con la ejecución sustituta 
y cómo podrían concretarse los costos y los beneficios de las medidas 
para la sociedad y para el solicitante. En segundo lugar, debe distinguirse 
de entre los costos y beneficios determinados como relevantes, aquellos 
que puedan monetizarse y los que no pueden serlo, ya que esa diferencia 
demanda distintos tratamientos, en tanto que tratándose de montos que 
no puedan monetizarse, deben argumentarse todos los elementos 
relacionados, es decir, determinar el tipo de afectación que se irroga a la 
sociedad o a terceros y si ésta es o no grave. En este aspecto, pueden 
darse dos soluciones: a) considerar casos anteriores con un grado 
suficiente de semejanza para extrapolar las consecuencias que haya 
tenido hacia aquel que tenga que resolverse y, b) a falta de supuestos 
semejantes, construir la mayor cantidad de hipótesis para procurar 
obtener una estimación aplicable al caso. Por otro lado y respecto a los 
montos monetizados, debe establecerse el valor de los supuestos a partir 
de los cuales habrá de llevarse a cabo la estimación, y la determinación 
del monto de los costos y beneficios tendrán que actualizarse a valor 
presente. Finalmente, la última etapa del análisis conlleva la unión de los 



 
 

 
 

 

elementos anteriores mediante una adecuada motivación que consistirá 
en identificar los bienes jurídicos, costos relevantes y sujetos 
relacionados, así como verificar los cálculos necesarios para arribar a la 
determinación final que permita contraponer costos frente a beneficios y, 
como consecuencia, resolver si procede o no (ello con independencia del 
resto de elementos) ordenar el cumplimiento sustituto de la sentencia de 
amparo. 

 

Incidente de inejecución 471/2008. **********. 8 de octubre de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles. 

 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cinco  de noviembre de dos mil 
ocho. México, Distrito Federal, seis de noviembre de dos mil ocho.  
Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CIV/2008. 
 

CUMPLIMIENTO SUSTITUTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. 
CUANDO EN AUTOS NO CONSTEN LOS ELEMENTOS NECESARIOS 
PARA EL ANÁLISIS MATERIAL DE LA FACULTAD CONTENIDA EN 
EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN XVI, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
PROCEDE DEVOLVER EL EXPEDIENTE AL JUZGADOR DE ORIGEN 
PARA QUE LOS RECABE. Si se toma en cuenta que el análisis del 
ámbito material de la facultad prevista en el artículo 107, fracción XVI, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, relativo a la determinación de afectación grave a la sociedad o 
a terceros frente al beneficio económico que obtendría el quejoso con la 
ejecución de una sentencia de amparo, responde a una racionalidad 
económica, resulta evidente que para que la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación pueda determinar si procede o no ordenar el cumplimiento 
sustituto de la sentencia, el juzgador que lo solicite debe proveer a este 
órgano jurisdiccional de los elementos necesarios para ejercer la aludida 
facultad. Por tanto, cuando se advierte que en autos no constan 
elementos suficientes para pronunciarse al respecto, procede devolver el 
expediente al juzgador de origen para que como parte del procedimiento 
de ejecución de sentencia (y no en vía incidental), ordene el desahogo de 
las diligencias necesarias para determinar tanto el valor de los bienes 
jurídicos relevantes como la cuantificación derivada de la posible 
afectación a terceros, pues sólo contando con tales elementos, la 
Suprema Corte podrá determinar la procedencia o no del aludido 
cumplimiento sustituto. 
 

Incidente de inejecución 471/2008. **********. 8 de octubre de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles. 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO  DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cinco  de noviembre de dos mil 
ocho. México, Distrito Federal, seis de noviembre de dos mil ocho.  
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 

 

 

HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS   AISLADA   CV/2008 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS. ES IMPROCEDENTE CUANDO UNO DE 
LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO SUSTENTA SU 
DETERMINACIÓN EN UNA JURISPRUDENCIA DE CUALQUIERA DE 
LAS SALAS O DEL TRIBUNAL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, AÚN CUANDO ÉSTA NO SE ENCUENTRE 
PUBLICADA EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
Como lo ha sustentado este alto tribunal en diversos criterios, la 
jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia y de los tribunales 
colegiados de circuito no debe ser concebida, únicamente, como la que 
se publica en el Semanario Judicial de la Federación, ya que ésta en todo 
caso, es la “formal”. En realidad, la jurisprudencia sustantiva o material de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los tribunales colegiados 
de circuito se halla inmersa en los fallos y ejecutorias relativas, tal y como 
lo ha reconocido este tribunal constitucional en la jurisprudencia: 
“CONTRADICCIÓN DE TESIS. PARA QUE PROCEDA LA DENUNCIA 
BASTA QUE EN LAS SENTENCIAS SE SUSTENTEN CRITERIOS 
DISCREPANTES”; conforme a este criterio, el vocablo “tesis” debe 
entenderse en un sentido amplio, o sea, como la expresión de una 
argumentación que se sustenta en relación con un tema determinado por 
los órganos jurisdiccionales en su quehacer legal. De esta forma, cuando 
en una contradicción de tesis se advierte que uno de los tribunales 
colegiados contendientes sentó un criterio, utilizando o reproduciendo 
íntegramente la jurisprudencia contenida en una ejecutoria de cualquiera 
de las salas o del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, sin que tales argumentos sean propios o autónomos, la 
contradicción denunciada es improcedente, de conformidad con los 
artículos 197 y 197-A de la Ley de Amparo, ya que al tenor de lo 
dispuesto en tales preceptos, el sistema de jerarquía jurisprudencial 
impide que una jurisprudencia de los tribunales colegiados de circuito 
pueda contravenir a la sentada por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 
 
 
Contradicción de tesis 34/2008-PS. Entre los criterios sustentados por 
los Tribunales Colegiados Segundo y Cuarto, ambos del Décimo Quinto 
Circuito. 15 de octubre de 2008. Mayoría de tres votos. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: José Francisco Castellanos Madrazo. 
 
Nota: esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema 
de la contradicción planteada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de fecha cinco de noviembre de dos mil 
ocho.- México, Distrito Federal, seis de noviembre de dos mil ocho.- 
Doy fe. 
 
 
 
HAGH*pmm 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    CVI/2008. 
 
 

 
LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN DE 18 DE JUNIO DE 2008). Conforme al citado 
precepto constitucional, inmediatamente que el inculpado lo solicite, el 
juez deberá otorgarle la libertad provisional bajo caución, siempre y 
cuando no se trate de delitos en que, por su gravedad, la ley 
expresamente prohíba conceder este beneficio; además, en caso de 
delitos no graves el juzgador podrá a solicitud del Ministerio Público  
negar la libertad provisional cuando el inculpado haya sido condenado 
con anterioridad por algún delito calificado como grave por la ley, o 
cuando el representante social aporte elementos para establecer que la 
libertad del inculpado representa un riesgo para el ofendido o para la 
sociedad. Así, la mencionada garantía del inculpado se rige por el 
principio de inmediatez, según el cual el juzgador debe acordar lo 
conducente a la brevedad; de manera que la fracción I del apartado A del 
artículo 20 de la Ley Fundamental debe interpretarse en el sentido de que 
una vez que el inculpado solicita al juez el beneficio indicado, éste deberá 
pronunciarse sobre su procedencia en un término de hasta veinticuatro 
horas, lo cual implica que una vez que el juzgador recibe tal solicitud, 
debe notificarla al representante social, quien podrá o no oponerse al 
beneficio solicitado, en los términos y con las condiciones a que se refiere 
el artículo citado, pero dentro del plazo otorgado al juzgador para emitir su 
pronunciamiento. En ese orden de ideas, se concluye que la 
determinación del juzgador respecto a la procedencia de la libertad 
provisional bajo caución no debe condicionarse al ejercicio de la facultad 
del Ministerio Público para solicitar que se niegue dicho beneficio, pues 
atento al señalado principio de inmediatez, la representación social 
también debe ajustar su actuación a la mecánica establecida por el 
constituyente para el ejercicio de la aludida garantía; de ahí que si bien la 
determinación del juez podrá recurrirse en los términos y modalidades 
que las normas prevén tanto para el inculpado como para el agente del 
Ministerio Público, éste debe aportar los medios de prueba que sustenten 
su solicitud, antes del dictado de aquélla. 
 
Amparo en revisión 795/2008. 15 de octubre de 2008. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cinco  de noviembre de dos mil 
ocho. México, Distrito Federal, seis de noviembre de dos mil ocho.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CVII/2008. 
 

VISITA DOMICILIARIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 46-A DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. EL HECHO DE QUE EL 
CONTRIBUYENTE PERTENEZCA AL SECTOR FINANCIERO NO 
SIGNIFICA QUE DEBA APLICÁRSELE LA PARTE DE DICHO 
PRECEPTO DECLARADA INCONSTITUCIONAL (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2003). La Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró 
inconstitucional el artículo 46-A en la parte de dicho precepto legal 
conforme a la cual a los integrantes del sistema financiero –entre otros 
contribuyentes– no les sería aplicable el plazo máximo de duración de 
una visita domiciliaria, por lo que las autoridades fiscalizadoras podían 
continuar con el ejercicio de sus facultades de comprobación 
indefinidamente, en contravención de la garantía de seguridad jurídica; sin 
embargo, la declaratoria de inconstitucionalidad referida no impide que 
dichas autoridades lleven a cabo su labor fiscalizadora conforme a sus 
facultades de comprobación, pues en todo caso están en aptitud legal de 
sujetarse a las hipótesis previstas en la norma cuya validez constitucional 
no se ha cuestionado y que permanece incólume. De manera que el 
hecho de que un contribuyente pertenezca al sector financiero no significa 
que automática e inexorablemente deba aplicársele la hipótesis de 
excepción declarada inconstitucional, ya que independientemente de ello, 
la autoridad fiscalizadora debe ejercer sus facultades de comprobación en 
los términos y con las condiciones a que se refiere el artículo 46-A del 
Código Fiscal de la Federación vigente en 2003; de ahí que sea 
jurídicamente válido que en el supuesto mencionado la autoridad no 
aplique el trato diferenciado declarado inconstitucional, sino la regla 
general de seis meses, prorrogable por un periodo igual, lo cual pone de 
manifiesto la certeza jurídica en cuanto a la duración máxima de la visita 
domiciliaria.  
 
Amparo directo en revisión 1248/2008. **********, Casa de Bolsa, 
Integrante del Grupo Financiero Banamex. 15 de octubre de 2008. 
Mayoría de tres votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Pedro Arroyo Soto.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de cinco  de noviembre de dos mil 
ocho. México, Distrito Federal, seis de noviembre de dos mil ocho.  
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
HAGH/cop. 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CVIII/2008. 

 

CONSULTAS FISCALES. EL ARTÍCULO 34 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN NO VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD 
JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 
2007). El hecho de que conforme al citado precepto legal, reformado por 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre 
de 2006, los particulares no puedan impugnar las respuestas recaídas a 
las consultas fiscales realizadas a la autoridad, sino sólo las resoluciones 
definitivas en las que ésta aplique los criterios contenidos en dichas 
respuestas, no viola la garantía de seguridad jurídica contenida en los 
artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues tales consultas no son actos vinculatorios que 
produzcan efectos en la esfera jurídica de los gobernados. Ello es así, 
porque no se deja al arbitrio de la autoridad la decisión del momento en 
que ésta, mediante el ejercicio de sus facultades de fiscalización, debe 
aplicar el criterio emitido en la respuesta a la consulta que se le haya 
formulado, ya que el artículo 67 del mencionado Código expresamente 
señala el plazo en que se extinguen dichas facultades.  
 

Amparo en revisión 1106/2007. **********. 30 de enero de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
Amparo en revisión 233/2008. **********. 2 de julio de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz J. 
Jaimes Ramos. 
 
Amparo en revisión 363/2008. **********. 3 de septiembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya. 
 
Amparo en revisión 791/2008. **********. 15 de octubre de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosaura 
Rivera Salcedo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de doce de noviembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, trece de noviembre de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA  CIX/2008. 

 
 
CONSULTAS FISCALES. EL ARTÍCULO 34 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN NO VIOLA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA 
JUSTICIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 
2007). El citado precepto legal, reformado mediante decreto publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 2006, al establecer 
que las respuestas recaídas a las consultas fiscales realizadas a la 
autoridad no son obligatorias para los particulares y que, por ende, éstos 
sólo pueden impugnar las resoluciones definitivas en las que aquélla 
aplique los criterios contenidos en dichas respuestas, no viola la garantía 
de acceso a la justicia contenida en el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues en términos del propio 
artículo 34 del Código Fiscal de la Federación, tales consultas no son 
actos vinculatorios que produzcan efectos en la esfera jurídica de los 
gobernados. En efecto, ante la falta de afectación en la esfera jurídica del 
contribuyente, no existen elementos para combatir, pues es necesario que 
se incida en sus derechos para que un tribunal pueda resolver al 
respecto. Lo anterior es así, porque conforme a la naturaleza de la 
consulta, la respuesta que recaiga a ésta constituye un medio de certeza 
en cuanto al criterio sostenido por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público en relación con una situación real y concreta, sin que ello implique 
una afectación jurídica para los gobernados en tanto que no es vinculante 
para éstos; de ahí que cuando las respuestas a las aludidas consultas 
sean desfavorables a los intereses del contribuyente, sólo podrán 
impugnarse por los medios de defensa establecidos en las disposiciones 
aplicables, una vez que las autoridades apliquen dicho criterio en una 
resolución definitiva y, por tanto, se incida en la esfera jurídica del 
gobernado. 
 

 

Amparo en revisión 1106/2007. **********. 30 de enero de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
Amparo en revisión 233/2008. **********. 2 de julio de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz J. 
Jaimes Ramos. 
 
Amparo en revisión 363/2008. **********. de C.V. 3 de septiembre de 
2008. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
Rogelio Alberto Montoya. 
 
Amparo en revisión 791/2008. **********. 15 de octubre de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosaura 
Rivera Salcedo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 



 
 

 
 

 

Alto Tribunal, en sesión de doce de noviembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, trece de noviembre de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CX/2008. 
 
 

CONSULTAS FISCALES ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 34 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. EL LEGISLADOR, AL 
MODIFICAR SU NATURALEZA MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 27 DE SEPTIEMBRE DE 
2006, ACTUÓ CONFORME A LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Acorde con el artículo 73, fracción XXX, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el legislador puede modificar 
leyes para lograr un mejor régimen normativo, siempre que ello sea 
congruente con las disposiciones que integran el sistema correspondiente 
y se respeten las garantías constitucionales. En ese sentido, se concluye 
que si bien es cierto que mediante decreto publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 27 de diciembre de 2006 se modificó la naturaleza de 
las consultas fiscales establecidas en el artículo 34 del Código Fiscal de la 
Federación, también lo es que al hacerlo el legislador actuó conforme a 
las facultades que le confiere la carta magna, en congruencia con las 
disposiciones fiscales aplicables y, por tanto, respetando los principios 
constitucionales. Lo anterior es así, porque el hecho de establecer que las 
consultas fiscales constituyen un medio de certeza en cuanto al criterio 
sostenido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en relación con 
una determinada operación cuya trascendencia tributaria le afecte al 
gobernado, es congruente con el principio de autodeterminación que rige 
para el cumplimiento de las obligaciones fiscales y es acorde con la 
regulación en materia fiscal según la cual las mencionadas consultas no 
son actos vinculatorios que determinen la situación fiscal de los 
particulares.  
 
Amparo en revisión 1106/2007. **********. 30 de enero de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de doce de noviembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, trece de noviembre de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CXI/2008. 
 
 
 
DERECHOS DERIVADOS DE LA PATRIA POTESTAD. (CÓDIGO CIVIL 
DEL ESTADO DE MÉXICO). Esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación reiteradamente ha destacado la importancia de tomar en cuenta 
el interés superior del niño que implica entre otras cosas tomar en cuenta 
aspectos relativos a garantizar y proteger su desarrollo y el ejercicio pleno 
de sus derechos, como criterios rectores para la elaboración de normas y 
aplicación en todos los órdenes relativos a la vida del niño, de 
conformidad con lo establecido en el texto constitucional y la Convención 
sobre Derechos del Niño. De ahí que de un análisis correlativo entre los 
artículo 4.96, 4.98 y 4.205 del Código Civil del Estado de México, se 
entiende que el establecimiento y definición de los derechos derivados de 
la patria potestad no sólo se refiere al derecho del niño a convivir con 
ambos padres o su representación legal, sino también se refiere a la 
protección integral del menor en sus aspectos físico, moral y social, su 
guarda y su custodia, la administración de los bienes y el derecho de 
corrección. 
 
Amparo directo en revisión 1475/2008. 15 de octubre de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de doce  de noviembre de dos mil 
ocho. México, Distrito Federal, trece de noviembre de dos mil ocho.  
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXII/2008. 
 

 
ARTÍCULO 4.96 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MEXICO. NO 
VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA ESTABLECIDA EN EL 
ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL. El artículo 4.96 obliga al juzgador a 
pronunciarse respecto a los derechos y obligaciones derivadas de la 
patria potestad, y por lo tanto, lo constriñe para que en la sentencia de 
divorcio determine lo antes referido. Ello no viola la garantía de audiencia 
así como tampoco deja en estado de indefensión a las partes, pues si 
bien los requisitos establecidos por el Tribunal Pleno al interpretar el 
artículo 14 de la Constitución Federal no son previstos expresamente en 
el artículo 4.96 del Código Civil del Estado de México, también es cierto 
que al tratarse de un acto concreto que es la sentencia de divorcio, se 
presupone que para llegar a ésta se debe de seguir todo un proceso 
previsto dentro del mismo ordenamiento civil local, en el cual se 
satisfacen los requisitos previstos en el artículo 14 constitucional. Por lo 
anterior, para entender los alcances exactos de la norma civil antes 
señalada, es necesario ubicarla en su contexto legal y emprender un 
análisis de forma sistemática y armónica con el resto de los artículos que 
regulan el divorcio. Así, de un estudio íntegro se desprende que 
efectivamente cada una de las partes en el momento procesal oportuno 
puede ofrecer y desahogar pruebas, así como alegar antes de que se 
dicte sentencia, que es el acto que regula el artículo 4.96 del Código Civil 
del Estado de México y por tanto, dicha norma no viola el artículo 14 
constitucional. 
 
Amparo directo en revisión 1475/2008. 15 de octubre de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de doce  de noviembre de dos mil 
ocho. México, Distrito Federal, trece de noviembre de dos mil ocho.  
Doy fe. 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA   CXIII/2008. 

 
 
MENORES DE EDAD E INCAPACES. CUANDO EN CUALQUIER 
CLASE DE JUICIO DE AMPARO, Y PARTICULARMENTE EN 
MATERIA PENAL, PUEDA AFECTARSE DIRECTA O 
INDIRECTAMENTE SU ESFERA JURÍDICA, LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
TIENEN EL DEBER INELUDIBLE DE SUPLIR LA QUEJA DEFICIENTE 
EN TODA SU AMPLITUD. De la teleología de las normas que regulan la 
suplencia de la queja deficiente, así como de los criterios sustentados por 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los instrumentos 
internacionales suscritos por el Estado mexicano, conforme a los cuales 
es menester tutelar el interés de los menores de edad e incapaces 
aplicando siempre en su beneficio dicha suplencia con el objeto de 
establecer la verdad y procurar su bienestar, se advierte que los órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación –dentro de los que se 
encuentra este tribunal constitucional– tienen el deber ineludible de suplir 
la queja deficiente en toda su amplitud cuando en cualquier clase de juicio 
de amparo, y en particular en materia penal, pueda afectarse, directa o 
indirectamente, la esfera jurídica de un menor de edad o de un incapaz; 
máxime si tiene la calidad de víctima por el despliegue de una conducta 
delictiva.  
 
Amparo en revisión 645/2008. 29 de octubre de 2008. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva 
Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de doce de noviembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, trece de noviembre de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXIV/2008. 
 
 

MENORES DE EDAD E INCAPACES. CUANDO SON VÍCTIMAS DE UN 
DELITO, PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE, 
INCLUSO SI EL RECURSO DE REVISIÓN LO INTERPUSO EL 
MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN. Independientemente del 
carácter de los promoventes del juicio de amparo o de quien interponga el 
recurso de revisión contra una sentencia dictada en la audiencia 
constitucional por un juez de distrito en que se afecta la esfera jurídica de 
menores de edad o incapaces víctimas de un delito, incluso si el 
recurrente es el Ministerio Público de la Federación, procede suplir la 
queja deficiente, ya que tanto la sociedad como el Estado tienen interés 
en proteger los derechos fundamentales de los menores e incapaces, aun 
cuando la representación social formule los agravios incorrectamente. 
Además, no pasa inadvertido que en el recurso de revisión rige el 
principio de non reformatio in peius, conforme al cual no está permitido 
agravar la situación de los quejosos cuando únicamente éstos recurren la 
sentencia de amparo, pues acorde al artículo 76 Bis, fracción II, de la Ley 
de Amparo, la mencionada suplencia también opera a su favor; sin 
embargo, cuando otra de las partes también interpone el recurso en los 
términos señalados, no opera dicho principio, sino que deberá atenderse 
a lo resuelto en el sentido de si en ambos casos o sólo en uno se apreció 
motivo para llevar a cabo la suplencia de la queja deficiente. 
 
Amparo en revisión 645/2008. 29 de octubre de 2008. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva 
Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de doce de noviembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, trece de noviembre de dos mil ocho. Doy fe. 
 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 

suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA   CXV/2008 

 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS. ES IMPROCEDENTE LA DENUNCIA 
RESPECTIVA CUANDO UNO DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO CONTENDIENTES SUSTENTA SU DETERMINACIÓN EN 
UNA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN. Cuando en una contradicción de tesis se advierte que uno 
de los tribunales colegiados de circuito sustenta su determinación en una 
jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sin fijar un 
criterio propio, la denuncia respectiva es improcedente, porque estimar lo 
contrario significaría aceptar la existencia de contradicción entre la tesis 
de un tribunal colegiado de circuito y el criterio sostenido por este alto 
tribunal, lo cual resulta inadmisible por tratarse de una hipótesis no 
prevista en los artículos 197 y 197-A de la Ley de Amparo. 
 
 
Contradicción de tesis 34/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Cuarto, ambos del Décimo Quinto 
Circuito. 15 de octubre de 2008. Mayoría de tres votos. Ausente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Disidente: José Romón Cossío Díaz. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: José Francisco Castellanos Madrazo. 
 
 
Nota. Esta tesis no constituye jurisprudencia ya que no resuelve el tema 
de fondo de la contradicción planteada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de diecinueve de noviembre de dos mil 
ocho.- México, Distrito Federal, veinte de noviembre de dos mil 
ocho.- Doy fe. 
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